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Sesión Plenaria núm. 99 

celebrada el martes, 17 de junio de 1980 

ORDEN DEL DIA 

Dictámenes de Comisiones: 

- De la Comisión de Justicia, sobre el proyecto de Ley Orgánica de reforma del Có- 
digo de Justicia Militar (continuación) (MBoletín Oficial de las Cortes Generalea, 
serie A, núm. 464, de 31 de mayo de 1980). 

(ContinQa el orden del día en el aDiario de Serioneer n h .  100, del 18 de junio de 1980.) 

S U M A R I O  I 
2% abre la sesión a las cuatro y cuarenta y 

cinco minutos de la tarde. 
Antes de entrar en el orden del d fa ,  01 señor 

Presidente da cuenta de dos modificacio- 
nes que en él se introducen acokiadas por 
la Junta de Portavoces. La primera de ellas 
se refiere a la inclwsión en el orden del d fa  

de dos preguntas formuladas, respectiva- 
mente, por los Grupos Parlamentarios So- 
cialista del Congreso y Comunista en rela- 
ción con la incomparecencia de funciona- 
rios de Radiotelwisión Española en la Co- 
misión de  Investigación sobre dicho orga- 
nismo. En cuanto a la segunda, se refiere 
a dos proposiciones de  ley, pendientes de 
tramitación, relativas a la constitución de 
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una Comisión investigadora de supuestos 
malos tratos en el Centro Penitenciario de 
Herrera & la Mancha. La Presidencia pro- 
pone, d0 conformidad con & Junta de Por- 
tavoces, que, sin más debate y si da su 
conformidad la CQmarCr, se encomiende di- 
cha investigación a la Comisión que sobre 
presuntos malos tratos a detenidos del País 
Vasco se halla en funcionamiento en el Con- 
greso. La Cámara muestra su asentimiento 
a dicha propuesta. 

Se entra en el orden del dfa. 

Dictámenes de Comisiones: 

-De la Comisión de Justicia, 80- 

bre el proyecto de b y  OrgUca 
de reforma del Código de Jueti- 
cia Militar (continuación) ...... 6486 

El  señor Presidente anuncia respecto de este 
proyecto de ley que la Mesa dO la Cáma- 
ra le ha atribuido el carácter de Ley Or- 
gánica, de acuerdo con el artículo 81 y con- 
cordantes de la Constitución. 

Peina 

Artículo 7: del Código ............ 6486 

Los señores Navarro Estevan, Busquets Bra- 
gulat y Solé Barberá defienden sendas en- 
miendas & los G. P. Socialista del Congre- 
so, Socialistas d e  Cataluña y Comunista, 
respectivamente. En contra de estas en- 
miendas, y en defensa del dictamen, inter- 
viene el señor Vega y Escandón (G. P. Cen- 
trista). E n  turno de rectificaciones hacen 
uso de la palabra nuevamente los señores 
Navarro Estevan, Busquets Bragulat y Sol4 
Barberá. Fueron rechazadas las enmiendas 
y aprobado el texto del dictamen. 

PIoLM 

Artículo BP del Código ............ 6494 

Los seiiores Navarro Estevan y Busquets Bra- 
gulat defienden sendas enmiendas de los 
G. P. Socialista del Congreso y Socialistas 
de Cataluña, respectivamente. Turno en 
contra del señor Vega y Escandón. Para rec- 

tificar intervienen nuevamente los señores 
Navarro Estevan y Busquets Bragulat. Fue- 
ron rechazadas las enmiendas y aprobado 
el texto del dictamen. 

PAglna 

Artículo 13 del Código ............ 6502 

Los señores Navarro Estevan y Busquets Bra- 
gdat defienden enmiendas de los G. P. So- 
cialistu del Congreso y Socialistas de Ca- 
taluña. Este Ú l t i m o  señor Diputado formu- 
la, adeonás, UM transaccional. También el 
señor Solé Barberá defiende una enmienda 
del G. P. Comunista. Turno en coprtra del 
señor García-Romanilios Valverde (Grupo 
Parlamentario Centrista). Para rectificar in- 
tervienen nuevamente los señores Navarro 
Estevan, Busquets Bragulat y García-Ro- 
manillos Valverde. Fueron rechazadas todas 
las enmiendas y aprobado el texto del dic- 
tamen. 

Se suspende la sesión. 
Se reonudQ la sesión. 

P6glna 

Artículo 16 del Código .;. ......... 6511 

Los señores Navarro Estevan, Solé Barberá 
y Busquets Bragulat dejienden enmiendas 
de los G. P. Socialista del Congreso, Comu- 
nista y Socicrlistas de Cataluña, respectiva- 
mente. Asimismo defiende una enmienda 
«in me» el señor De la Vallina Velarde, 
por el G. P. de Coalición Democrática. En 
contra de esta enmiendas hace uso de la 
palabm el señor Vega y Escanddn. Para rec- 
tificar vuelven a hacer uso de la palabra 
estos señores Diputados. Fueron rechaza- 
das las enmiendas de los Grupos Parlamen- 
tarios Socialista del Congreso, Comunista 
y Socialistas de Cataluña, y aprobada la del 
G. P. de Coalicidn Democrdtica, en relación 
oon el número 12 de este artículo. A con- 
tinuación fue aprobado el texto, del dicta- 
men, quedando modificado el número 12 se- 
~Ú?I la enmienda aprobada. El señor Nava- 
rro Estevan explica su voto. 

Plginir 

Artículo a l  del Código . . . . . . . . . . . .  6524 
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Para defender una enmienda del G. P. Socia- 
lista del Congreso interviene eZ señor Na- 
varro Estevan. Turno en contra del señor 
Garda-Ramanillos Valverde (G. P. Centris- 
ta). Znterviene nuevamente, para rectificar, 
el señor Navarro Estevan. Fue rechuzada la 
enmienda y aprobado el texto del dictamen. 

Plana 

Artículo 46 del Código ............ 6527 

Sin discusión, fue aprobado el texto del dic- 
tamen. 

P b h .  

Articulo 52 del Código ............ 6527 

El señor Busquets Bragulat defiende una en- 
mienda del G. P. Socialistas de Cataluña. 
Turno en contra del señor Vega y Escan- 
dón. Fue rechazada la enmienda y aproba- 
do el texto del dictamen. 

Artículos 61,84,85 y 86 del Código. 6528 

Sin discusión. fueron aprobados de acuerdo 
con los textos del dictmen. 

Plplni 

Artículo 87 del Código ............ 6528 

El señor Busquets Bragulat defiende una en- 
mienda del G. P. Socialistas de Cataluña. 
El señor Vega y E s m d ó n  se manifiesta en 
contra de ella. Para rectificar vuelve a ha- 
cer uso de la palabra el señor Busquets Bra- 
guht. Fue rechazada la enmienda y apro- 
bado el texto del dictamen. 

Plplna 

Artículos 89 y 101 del Código ...... 6529 

Sin discusión fue aprobado el texto del dicta- 
men. 

Plplna 

Artículo 116 del Código ............ 6530 

El señor Torres Boursault defiende una en- 
mienda del G. P. Socialista del Congreso, 

de adición de un nuevo apartado. Fue re- 
chazada. El señor Peces-Barba Martínez ex- 
plica el voto del G. P. SociaIista del Con- 
greso. 

P6nina 

Artículos 123, 127, 136, 137, 140 y 
141 del Código . . . . . . . . . . . . . . . . . .  6531 

Sin discusión fueron aprobados de acuerdo 
con el dictamen. 

El señor Presidente anuncia que la sesión del 
Pleno cqntinuará mañana, a las cuatro y 
media de Za tarde. 

Se levanta la sesión a las nueve y treinta mi- 
nutos de la noche. 

Se abre la sesión a las cuatro y cuarenta y 
cinco minutos de la tarde. 

El señor PRESIDENTE: Señoras y señores 
Diputados, la sesión se desarrollará con Suje- 
ción al orden del día impreso y conocido por 
Sus Señorías, con las siguientes modificacio- 
nes acordadas por la Junta de portavoces. 

En el apartado relativo a las preguntas, se 
incluye, en primer lugar, la formulada por 
don Alfonso Guerra González y otros señores 
Diputados( y la formulada por doña Pilar Bra- 
bo Castells, en relación, una y otra, con la 
incomparecencia de los funcionarios de Radio- 
Televisión en la Comisión de Investigación 
de Radio-Televisión Española de esta Cámara. 

Su tramitación tendrá, pues, lugar en el 
tiempo fijado para las preguntas en la tarde 
del jueves. 

En segundo lugar, y estando pendientes de 
tramitación ante el Pleno de la Cámara dos 
proposiciones de ley relativas a la constitu- 
ción de una Comisión investigadora sobre el 
Centro Penitenciario de Herrera de la Man- 
cha, la Presidencia, de conformidad con la 
Junta de portavoces propone al Pleno que se 
acceda sin más debate a la solicitud formu- 
lada, si bien encomendando el desarrollo de 
esta investigación a la Comisión que sobre 
presuntos malos tratos a detenidos en el País 
Vasco está ya en funcionamiento en estos 
momentos en la Cámara. 
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Esta propuesta de la Presidencia se enten- 
derá aprobada por asentjmiento, conforme al 
artículo 72 del Reglamento, si, una vez anun- 
ciada, como ya lo ha sido, no suscita reparo 
u oposición por parte de ningún Grupo Par- 
lamentario. (Pausa) 

Queda aprobada por asentimiento la pro- 
puesta, y, en consecuencia, ampliado el ob- 
jeto de investigación de la Comisión sobre 
presuntos malos tratos a detenidos, con el 
contenido de la proposición de los Grupos 
Socialista del Congreso y Comunista relativa 
al Centro Penitenciario de Herrera de la 
Mancha. 

DICTAMENES DE COMISIONES : 

- DE LA COMISION DE JUSTICIA SOBRE 
EL PROYECTO DE LEY ORGANICA DE 
REFORMA DEL CODIGO DE JUSTICIA 
MILITAR (CONTINUACION) 

El señor PRESIDENTE : Proseguimos el de- 
bate del dictamen de la Comisión de Justicia 
sobre el proyecto de Ley de Reforma del C6- 
digo de Justicia Militar, proyecto de ley res- 
pecto al cual la Mesa de la Cámara. ejerci- 
tando su función de calificación, ha atribuido 
el carácter de Ley Orgánica, conforme al ar- 
tículo 81, en relación con los concordantes de 
la Constitución. 

Artkuio EF. cuanto a la modificación del artículo 7." *' - ' del Código de Justicia Militar, hay una prime 
ra enmienda, la número 19 del Grupo Parla- 
mentario Socialista del Congreso. Tiene la 
palabra, para su defensa, el señor Navarro 
Es tevan. 

El señor NAVARRO ESTEVAN : Señor Pre- 
sidente, señoras y señores Diputados, se tra- 
ta, en realidad, de aplicar la misma criterio- 
logía y la misma sistemática a este artículo 7.0 
que al artículo 6.0, que debatimos la semana 
anterior. Así, el Grupo Socialista propone co- 
mo enmienda a la totalidad de este artículo 
que se circunscriba a determinar que son fal- 
tas militares, o la Jurisdicción Militar conoce- 
rá de las faltas siguientes. primero, de las 
comprendidas en este Código; segundo, de las 
incluidas en los bandos que dicten las auto- 
ridades y jefes militares con arreglo a las le- 

yes, una vez que haya sido declarada guerra 
o el estado de sitio. 

Sin embargo, el proyecto de ley, tal como 
viene del dictamen de la Comisión, insiste en 
la desafortunada sistemática de describir una 
serie de tipos de faltas que en absoluto se 
avienen con el cumplimiento estricto del tex- 
to constitucional. Así, por ejemplo, después 
de enunciar en su número primero exacta- 
mente lo mismo que la propuesta socialista: 
«De las coniprendidas en este Código)), inme- 
diatamente se dice : «La Jurisdicción Militar 
conoce de las faltas siguientes: 2.0 De las co- 
munes cometidas por militares. La Autoridad 
Judicial se inhibirá en favor de la Ordinaria 
cuando no afecten al buen régimen de los 
Ejércitos o al decoro de sus clases». 

Ustedes recordarán cómo el Grupo Socia- 
lista postulaba, en relación con el artículo 6.0, 
la supresión, en el artículo 194, de esa alu- 
sión desafortunada relativa a los delitos co- 
munes, los cuales, sin embargo, aun recono- 
ciéndoles tal carácter, se incluyen en el ám- 
bito de la Jurisdicción Militar. 

Estamos en el mismo caso respecto de las 
Faltas e, incluso, con un sentido, con un estilo 
todavía peor, porque se reconoce de una ma- 
nera clara, contraviniendo de forma frontal 
la Constitución, que la Jurisdicción Militar, 
respecto a estas faltas comunes, tiene carác- 
!er atrayente, tiene carácter absorbente; es 
decir, el fuero excepcional del ciudadano se 
intepone al fuero ordinario. 

Parece evidente que si una falta es común, 
sea quien fuere el que la cometa, debe ser co- 
iocida por la Jurisdicción Ordinaria; parece 
:vidente que nuevamente Se está extravasan- 
io el ámbito estrictamente castrense que mar- 
:a como límite y como objetivo la Constitu- 
5611. 

De otra parte, es algo realmente increíble 
lue en una reforma que se propone como ob- 
etivo limitar esta Jurisdicción Militar al ám- 
bito castrense y establecer, como dice el pre- 
imbulo del proyecto de ley, la Jurisdicción 
víilitar exclusivamente dentro del fuero ex- 
:epcional del ciudadano con carácter even- 
ual o especial, se diga que es la autoridad 
udicial militar la que tiene que determinar 
:uándo una falta común afecta o no al llama- 
lo «buen régimen de los Ejércitos o al de- 
:oro de sus clases)). 
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Este mismo número determinaba, antes de 
la reforma que estamos debatiendo, una ju- 
risprudencia de la que, como broche ejem- 
plar, se puede extraer el siguiente: se ensan- 
cha en estc número del artículo 7." la com- 
petencia respecto de las faltas, atrayendo in- 
fracciones que, aun de carácter leve en ra- 
zón a su cuantía, son de igual naturaleza o 
características que los delitos comunes de que 
conoce ia propia Jurisdicción Militar. 

En esta exposición jurisprudencia1 de moti- 
vos, en este comentario a la jurisprudencia del 
Consejo Supremo de Justicia Militar, se viene 
a decir, y es cierto, que el Código de 1945, de 
17 de junio, establecía la Jurisdicción Militar 
con carácter atrayente, con carácter absorben- 
te respecto a la Jurisdicción Ordinaria. 

En esta reforma en que se propone precisa- 
mente el objetivo de transformar por comple- 
to este carácter para pasar a ser la jurisdic- 
ción militar de carácter complementario, even 
tual y excepcional, se mantiene, sin embargo, 
este número 2 que es perturbador, netamente 
perturbador, del propio sentido esencial de la 
reforma. 

Por otra parte, el número 3 también incluye 
como faltas militares las cometidas por los 
defensores, peritos, testigos y demás auxilia- 
res con motivo de su intervención en la jus- 
ticia militar y por cuantas personas concurran 
rran a las vistas con ocasión de su asisten- 
cia. (Rumores.) 

El señor PRESIDENTE: Perdón, señor Na- 
varro; ruego silencio en la Cámara. 

El Señor NAVARRO ESTEVAN: Muchas 
gracias, señor Presidente. 

Estamos entrando en el ámbito disciplina- 
rio, puesto que los artículos 171 y 172 del C6- 
digo determinan la posibilidad de correccio- 
nes disciplinarias, por cierto exageradas, pa- 
ra estas personas que se enumeran en el nú- 
mero 3 del artículo 7." Estamos totalmente en 
contra de que esto sea así porque, en defini- 
tiva, lo más que se podría aceptar en este nú- 
mero es lo que propone la Minoría Catalana, 
que es que si tales personas enumeradas tie- 
nen el carácter de militares puedan ser enjui- 
ciadas con arreglo a la jurisdicción militar; y, 
si no tienen tal carácter, el tanto de culpa que 
pueda existir se pase a la jurisdicción ordi- 
naria, que en su ubicación lógica, 

De otra parte, y con un sentido de reitera- 
ción en el error realmente digno de mejor 
causa, se sigue manteniendo el número 5 del 
artículo 7.0, según el cual cuando constituyen 
falta los hechos consignados en el número 4 
del artículo anterior -o sea, los hechos de 
incendio en edificios militares, daflos, robo, 
hurto, receptación de armas y municiones y 
material de guerra de las Fuerzas Armadas-, 
esta falta pertenecerá a la jurisdicción militar. 

Se trata de una grave aberración en cuan- 
to que ya, si el delito correspondía por pro- 
pia naturaleza -debiera corresponder- a la 
jurisdicción ordinaria, parece obvio que enun- 
ciar que la falta correspondería también a la 
jurisdicción militar parece un contrasentido 
evidente. 

De todas formas, señoras y señores Dipu- 
tados, señor Presidente, lo que está ocurrien- 
do aquí, sin más, es que se está deformando 
el objetivo básico de la erforma, que no es 
otro que acomodar las estructuras jurisdic- 
cionales de las Fuerzas Armadas a la Consti- 
tución. Estamos insistiendo en errores que 
pueden costar bien caros. No solamente por- 
que es aconsejable, en ningún momento, que 
se intente desvirtuar un precepto constitucio. 
nal con un sentido tan claro como el del ar- 
tículo 117, número 5, sino también, lo que es 
muy importante, porque se sigue atentando 
contra la propia dignidad jurisdiccional de las 
Fuerzas Armadas, imputándoles el conoci- 
miento de infracciones que, en absoluto, les 
incumbe; se sigue atentando contra esa digni- 
dad jurisdiccional y se sigue haciendo inter- 
venir al Ejército, en este orden jurisdiccional, 
en cuestiones que en absoluto le afectan. 

Yo diría más, diría que se le hace perder 
el tiempo, porque se trata de infracciones de 
carácter leve, de leve reprochabilidad social 
y que, con toda seguridad, corresponden al 
ámbito de la jurisdicción común, al ámbito del 
fuero no excepcional de los ciudadanos, quc 
es la jurisdicción ordinaria. 

El señor PRESIDENTE: Enmienda al nú- 
mero 2 del Grupo Parlamentario Socialistas 
de Catalufla. 

El seflor BUSQUETS BRAGULAT: Seflor 
Presidente, señoras y señores Diputados, ni: 
Grupo Parlamentario pide que se suprima el 
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número 2 del artículo 7.0, por el que, sinté- 
ticamente y en líneas generales, pasan a la 
jurisdicción militar las faltas comunes come- 
tidas por militares. Luego vendrán algunas 
matizaciones, pero de entrada se afirma ta- 
xativa y rotundamente que las faltas comu- 
nes cometidas por militares pasan a la juris- 
dicción militar. 

Nosotros nos oponemos a este párrafo por 
dos razones, una de forma y otra de fondo. 
En primer lugar, por la razón de forma, no 
entendemos por qué en el artículo 7." se dice 
que las faltas comunes cometidas por milita- 
res pasan a la Jurisdicción Militar, cuando he- 
mos aprobado el último día el artículo 6.", en 
el que no se decía que los delitos comunes 
cometidos por militares pasarían a la juris- 
dicción militar. 

No se entiende esa incongruencia : ¿por que 
las faltas sí y por qué los delitos no? Porque, 
en buena lógica, o bien pasan faltas y deli- 
tos comunes, cometidos por militares, a la 
Jurisdicción Militar o bien, si no se acepta 
el principio y no pasan los delitos, tampoco 
tienen por qué pasar las faltas a esta juris 
dicción. Esta es la razón formal. 

Hay, además, una importante razón de fon- 
do, y es que juzgamos que este precepto es 
claramente contrario al artículo 117, 5 de la 
Constitución, en donde se dice que la Juris- 
dicción Militar actuará «en el ámbito estric- 
tamente castrense)); y resulta evidente que 
una falta común no es del ámbito estrictamen- 
te castrense. 

Pero, además, ocurre el que viene a conti- 
nuación, un término tremendamente impre- 
ciso y que se dice, que «la Autoridad Judicial 
se inhibirá en favor de la Ordinaria cuando 
los delitos no afecten al buen régimen de los 
Ejércitos o al decoro de sus clases)). Este tér- 
mino es tremendamente impreciso, porque : 
¿qué es exactamente lo que afecta, o no, al 
buen régimen de los Ejércitos, o al decoro ae 
sus clases? Depende del concepto que tenga 
de la vida militar el Juez de que se trate; con 
un concepto amplio se puede entender que 
cualquier hecho, cualquier falta cometida por 
un militar, afecta al decoro de SUS clases. Con 
un concepto estricto esto se reduciría. Entra- 
mos, pues, en una gran imprecisión, en una 
gran inseguridad jurídica. 

Por otra parte, nosotros creemos que la ma- 

yoría de las veces estas faltas Serán acciden- 
tes de circulación, ya que las faltas comunes 
cometidas por militares suelen ser lógicamen- 
te escasas. Ahora bien, en la vida diaria, la 
circulación de los vehículos da lugar a gran 
cantidad de colisiones, de pequeños acciden- 
tes, que son las típicas faltas comunes come- 
tidas por militares. 

Entonces, resulta que, como consecuencia 
de este precepto, que el señor Navarro ha ca- 
lificado como distorsionador, todos los acci- 
dentes de circulación que se produzcan en los 
que por ejemplo un militar, de paisano, yendo 
en su propio coche, yendo con su familia, ten- 
ga un roce y sea él presunto culpable, de en- 
trada, pasan a la Jurisdicción Militar, lo cual 
nos parece que es un verdadero dislate. 
Y no lo corrige el hecho de que después, si 

no afecta al buen régimen de los Ejércitos, 
se pase a la Jurisdicción Ordinaria, porque en 
buena lógica los accidentes de circulación que 
se produzcan con vehículos que no son mili- 
tares, sino particulares, y con militares que 
están en el desarrollo de su vida diaria, tienen 
que ir, de entrada, a la Jurisdicción Ordinaria. 
luego, si acaso, si alguna cosa afecta al buen 

régimen de los Ejércitos, será la Jurisdicción 
Ordinaria la que deberá pasarlo a la Jurisdic- 
ción Militar. 

En consecuencia, nosotros creemos que de- 
be desaparecer este párrafo, que, como deci- 
mos, vemos claramente contrario al artículo 
117, 5 de la Constitución, en el que se dice 
que la Jurisdicción Militar debe reducirse al 
((ámbito estrictamente castrense)). 

Ahora bien, dadas las dificultades que he- 
mos observado que tenía el Grupo mayorita- 
rio de UCD para aceptar nuestras enmiendas, 
nosotros ofrecemos ya una transaccional, a 
ver si así es posible que la acepten. En esa 
enmienda transaccional diríamos : «La Juris 
dicción Militar conocerá de las faltas comu- 
nes cometidas por militares con motivo u 
ocasión del servicio o en los lugares conteni- 
plados en el artículo 9.p», que son los lugares 
en los que, por razón territorial, tiene juris- 
dicción el Ejércitp. 

Creemos que así, al menos, el desacierto 
quedaría modificado, quedaría medianamente 
matizado. Al menos, se podría argüir, que, si 
era una falta ordinaria, pero realizada duran- 
te el servicio o con motivo u ocasión del servi- 
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cio o en un lugar militar, en un acuartela- 
miento, podría haber alguna razón para que 
fuese atraída por la Jurisdicción Militar. Pero 
evidentemente lo que no es aceptable, lo que 
es claramente anticonstitucional, es que se 
afirme que las faltas comunes cometidas por 
militares pasarán a la Jurisdicción Militar, 
y no lo arregla, señores, el que después de 
esta Jurisdicción, que es la que decide, Se in- 
hiba en favor de la Ordinaria. Creemos, repi- 
to, que es claramente anticonstitucional. Mu- 
chas gracias. 

El señor PRESIDENTE: El Grupo Parla- 
mentario Comunista mantiene enmiendas a 
los números 2 y 5. 

Tiene la palabra el señor Solé Barberá. 

El señor SOLE BARBERA: Señor Presi- 
dente, señoras Diputadas y señores Diputa- 
dos, para defender con absoluta brevedad 
nuestra enmienda número 62 al proyecto de 
modificación del Código de Justicia Militar. 

Bastaría citar las dos intervenciones ante- 
riores a la mía para hacer nuestras unas afir- 
maciones de ambigtiedad, unas afirmaciones 
de problemática, unas situaciones, en las cua- 
les, por lo menos en el léxico normal en una 
ley, y en una ley tan importante como la que 
estamos discutiendo en este momento, se ob- 
serva que deberíamos entrar en el artículo y 
buscar una fórmula que permitiera a todos 
asumir lo que, en realidad, debería decir este 
artículo. 

Nosotros invertimos totalmente los térmi- 
nos del proyecto de ley, en el sentido de que 
ciñéndonos a los planteamientos teóricos, a 
los planteamientos técnicos y a los plantea- 
mientos de que parte esta modificación, que 
son los Pactos de la Moncloa, queremos se- 
ñalar, de una manera muy clara, sin prejui- 
cios de ninguna clase, sin que esto signifique 
una postura que merezca otro calificativo que 
el de preocupación estrictamente jurídica, que 
el principio que debe reinar dentro del Código 
de Justicia Militar es que la jurisdicción com- 
petente, normal, para enjuiciar los delitos y 
faltas que están dentro de este Código debe 
ser la Jursidicción Ordinaria. 

Por ello, nosotros proponemos que se sien- 
te ese principio, en base a un respeto total y 
absoluto a las preocupaciones que en este or- 
den deben tener los hombres que, dentro de 

la parte jurídica del Ejército, deben sentir for- 
zosamente a la hora de establecer dentro de 
su Código unos preceptos claros, unos pre- 
ceptos concretos. 

Nosotros pedimos y proponemos que se 
afirme en este artículo 7.” que la Jurisdicción 
ordinaria conocerá de las faltas comunes co- 
metidas por los militares, salvo aquellas que 
las autoridades judiciales militares estimen 
que afectan al buen régimen de los Ejércitos 
o de sus clases para su sanción más ejemplar. 
Es decir, aquí sentamos unos principios cla- 
ros. Que la jurisdicción normal para toda 
clase de delitos y faltas es, en principio, la 
Jurisdicción ordinaria, y aceptamos que de- 
terminadas \faltas entren dentro de la órbita 
del Código de Justicia Militar, cuando con 
esta intervención de la Jurisdicción ordinaria 
se salve el ‘buen régimen de los Ejércitos y 
sea necesaria una sanción más ejemplar. Y lo 
hacemos en base a esta afirmación, que rei- 
teramos, de que la Jurisdicción ordinaria debe 
ser aquella que, con carácter primordial, ab- 
solutamente primordial, con carácter de prin- 
cipio, entienda de los delitos y de las Qaltas 
que se establezcan dentro de nuestra órbita 
legal, y que sean cometidos por militares es 
lo que reafirma de una manera clara que, 
incluso, en este concepto de ciudadanía, en 
este concepto de compartir aquellos derechos 
constitucionales que establece nuestro má- 
ximo texto legal, deben ser enjuiciados por 
la Jurisdicción ordinaria. 

Pero, sabiendo como sabemos, aceptando 
como aceptamos, y aceptándolo, además, con 
auténtica satisfacción de juristas, que hay 
determinadas faltas que deben ser competen- 
cia de la Jurisdicción militar, nosotros deci- 
mos que en el momento que se cometa cual- 
quier tipo de faltas de este carácter sea la 
Jurisdicción militar la que pida, la que exija 
y la que consiga que este tipo de faltas pasen 
a la Jurisdicción de este Código que estamos 
en este momento estudiando. Y esto lo hace- 
mos conscientes de que con ello señalamos, 
una vez más, nuestro respeto y considera- 
ción, no sólo a las Fuerzas Armadas, sino, 
en las Fuerzas Armadas, al Cuerpo Jurídico 
Militar, dentro del cual nosotros sabemos que 
debemos movernos, habiendo principios en 
la comisión de faltas y delitos que, efectiva- 
mente, deben estar en su órbita. 
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Nosotros pedimos, además, que se añada 
al término (judicial)) cuando se habla de Au- 
toridades Militares, porque entendemos que 
una cuestión de competencia de esta clase 
debe ser definitivamente otorgada a aquellos 
juristas que están dentro de las Fuerzas Ar- 
madas, los cuales, como hemos afirmado y 
hemos reiterado, deben intervenir por su ca- 
rácter de juristas. 'Por eso, dentro de la ter- 
minología del proyecto, en que se afirma que 
la cuestión de competencia la determinarán 
las Autoridades Militares, nosotros alñadimos 
y afirmamos que deben ser las Autoridades 
Judiciales Militares. 

Suprimimos un concepto que nos parece 
poco objetivo dentro de la órbita legal, que 
es el término «decoro». Nosotros estimamos 
que lo que debe determinar la intervención 
del Cuerpo Jurídico dentro de las Fuerzas 
Armadas no debe ser un problema que no 
tiene carácter objetivo, sino, por el contra- 
rio, ampliamente subjetivo, como es la pala- 
bra «decoro». Y creemos que para esto es 
preciso, única y exclusivamente, que sean 
competencia de la Jurisdicción Militar aque- 
llas faltas que afecten al buen régimen del 
Ejército, salvando la palabra «decoro», que 
nos parece poco precisa y, desde un punto de 
vista estrictamente de terminología jurídica, 
poco susceptible de tenerla en cuenta dentro 
de un Código. 

Finalmente, pedimos que se añada la frase 
«... para su sancidn más ejemplar)), porque 
esto será, en definitiva, lo que decidirá, en 
nuestro criterio, la intervención de los juristas 
de las Fuerzas Armadas para determinar 
cuándo deben entender en la falta. 

Nosotros pensamos que este es un razona- 
miento sobre el cual no hay que profundizar 
más, sobre todo teniendo en cuenta que he- 
mos sentido la inmensa satisfacción de ver 
cómo dentro de la discusión en Ponencia y 
en Comisión se ha aceptado una enmienda 
nuestra, la número 68, que es una enmienda 
que, a nuestro entender, bastaría por sí sola 
para salvar el contenido del proyecto de ley 
que estamos discutiendo. En dicha enmienda 
los problemas de jurisdicción se resuelven 
siempre bajo el principio de que la jurisdic- 
ción competente es la Jurisdicción ordinaria. 

Sobre esta base, de que habrá una contra- 
dicción entre este artículo y el que acabo de 

iitar, que es concretamente el artículo 21, 
iosotros entendemos que prestamos un ser- 
vicio a la claridad del Código y a su probidad 
de carácter jurídico, y que, en definitiva, con 
5110 resaltamos unos contenidos que están 
dentro de nuestra Constitución, al pedir que 
i1 principio de competencia sea siempre el de 
la Jurisdicción común, excepto cuando el pro- 
pio Ejército determine que las 'faltas que se 
puedan haber cometido afecten al buen régi- 
men de los Ejércitos y que sea necesaria 
para estas faltas una sanción más ejemplar. 
Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Ha sido retirada 
a enmienda del Grupo *%rlamentario Comu- 
lista respecto del número 5 de este mismo ar- 
:ículo. 

Para consumir un turno en contra de estias 
mimiendas y en defensa del dictamen, tiene la 
>alabra el señor Vega Escandón. 

El señor VEGA Y ESCANDON: Señor Pre- 
sidente, pam mantener un turno en contra de 
las enmiendas que acaban de ser defendidas, 
por entender que el texto del proyecto, tal 
iomo viene y después de haber sido discuti- 
do Comision, es correcto dentro de la re- 
Forma que se pretende. 

En primer lugar, para decir, una vez más, 
como tantas veces se ha dicho en Ponencia y 
en Comisión, que este texto, como otros que 
ce contienen en el proyecto de reforma del 
Código de Justicia Militar remitido en su día 
por el Gobierno, no es anticonstitucional, por- 
que el mandato del artículo 117, número 5 de 
la Constitución, lo que dice es que la jurisdic- 
ción militar se reduzoa al ámbito estrictamen- 
te castrense. Y, precisamente, entiendo yo 
que lo que hacemos -naturalmente con dis- 
paridad de criterios- es tratar de ir definim- 
do en esta reforma, y se hará seguramente en 
el texto definitivo que en su día se presente de 
Código de Justicia Militar, lo que es el ámbito 
estrictamente castrense. 
Es evidente que las posiciones en este as- 

pecto pueden ser diversas, y se puede ir a un 
término muy restringido de lo que supone es- 
ta frase constitucional, o se puede ir a un tér- 
mino más amplio. De hecho, en la multiplici- 
dad de legislaciones que regulan la jurisdic- 
ción mlitar hay toda una gama de ámbitos 
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dentro de la misma, y de aspectos que com- 
prende, desde el Cddigo Penal Militar belga, 
en el cual todas las infracciones por delitos 
comunes cometidos por militares, sea cual- 
quiera el lugar donde ocurnan, son competen- 
cia de la jurisdicción militar, hasta otros Có- 
digos totalmente restrictivos, que rechazan, 
prácticamente, casi todos los hechos que signi- 
fiquen un delito común cometido por milita- 
res. Digo casi, porque hay muy pocas legisla- 
ciones que no recojan, por lo menos algún tipo 
de delito común cometido en alguna situación 
por militar, que sea competencia de la juris- 
dicción militar.  por lo tanto, y sin extender- 
me más en argumentos de Derecho compara- 
do, ya que, levidentemente, no estamos aquí 
definiendo un ámbito castrense que se salga 
de lo que es usual eri otras legislaciones, en 
el punto concreto del artículo que nos ocupa, 
es evidente la explicación que damos al mis- 
mo, y me alegro que el señor Solé Barberá, que 
me ha precedido en el uso de la palabra, reco- 
ja el principio del artículo 21, sobre quién es 
competente cuando personas sujetas a distin- 
tos fueros cometan un hecho delictivo, porque 
ese artículo 21, aunque no se refiere a las fal- 
tas, deja claro, relación con el número 2 
de este artículo 7.", que la prioridad de la ju- 
risdicción es la común, porque así se estable- 
ce en el artículo 21, y es lo que viene a decir 
taxativamente el número 2 del artículo 7.O,  
porque la jurisdicción militar entiende de las 
faltas comunes cometidas por militares. Pero, 
evidentemente, cuando concurre un requisito 
que se añade a continuacih es decir: 
«... que afecten al buen régimen de los Ejer- 
cites o al decoro de sus clases)), y en este ca- 
so, y en sentido mucho más progresivo que 
las enmiendas, tanto la transaccional «in vo- 
ten, del Grupo Socialistas de Cataluña, como 
la propia Comunista, se establece que la juris- 
dicción militar se inhibirá; no que estimará 
o no estimará si es falta que afecte al régimen 
de los Ejércitos o al decoro de sus clases, sino 
que se deberá inhibir en todas aquellas faltas 
que no afecten al régimen de los Ejércitos o al 
decoro de sus clases. Es decir, que hay aquí un 
mandato imperativo del que, canjugedo con 
el principio que anteriormente he expuesto, se 
deduce de una forma directa y clara que lo ex- 
cepcional es que las faltas comunes sean juz- 

gadas por la jurisdicción militar, y lo normal 
será que pasen a la jurisdicción común u or- 
dinaria, que es lo que se pretende. 

Indudablemente, c m 0  del número 3, que se 
refiere a las 'faltas cometidas por los defhso- 
res, peritos y testigos, tendremos ocasión de 
hablar más adelante, al tratar de los artículos 
170 y 171, hago gracia a Sus Señorías de toda 
argumentación en este momento para tratarlo 
en ese precisamente. 

Está claro, pues, que el precepto úesbringe 
el ámbito mucho más de lo que estaba en el 
Código Penal actual; está claro que sigue el 
principio que se inició con esta reforma, de 
restricción de la jurisdicción militar y de la 
prioridad de la jurisdicción común u ordinaria, 
tanto para delitos como para faltas. 

En cuanto a las del número 5, a las que 
tambih se había referido el señor Navarro, si 
la jurisdicción militar, por lo dispuesto en el 
número 4 del artículo 6.", es competente pam 
conocer de unos delitos que allí se enumeran, 
evidentemente lo ha de ser también para co- 
nocer die esas faltas, incluso por una razón de 
economia procesal, porque puede haberse ini- 
ciado un procedimiento considerricido que era 
delito y apreciarse al final del mismo 4i la 
sentencia, que era falta y, por lo tanto, sería 
totalmente absurdo que, en esos casos se re- 
mitiera luego todo lo actuado a la jurisdicción 
ordinaria pana que ésta comenzara un nuevo 
proceso sobre un hecho que podía haber sido 
resuelto en el mismo proceso jurídico militar. 

Por lo tanto, entendemos que nhguna de las 
enmiendas ha de ser aceptada, y menos aún 
la transaccional del Grupo de Socialistas de 
Cataluña, porque entendemos que la misma va 
en cmtra  del sentido que nosotros le damos, 
y que creemos time el número 2 de este ar- 
tículo 7.0, tes decir, que es realmente más res- 
trictiva de lo que el artículo 7." pretende en 
el número 2. Y que, con las explicaciones que 
acabo de dar, y reipito, lo ordinario, lo común, 
lo general, será que sean juzgadas por la ju- 
risdicción común, ordinaria, y lo excepcional 
por la jurisdicción militar, que es lo que se 
pretende. 

Muchas gracias. 

El señor IPRESIDENTE: En turno de recti- 
ficación tiene la palabra el señor Navarro. 
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El seflor NAVARRO ESTEVAN : Parece que 
por al@ sector mfstico la esperanza orea su 
objeto y, eri este sentido ch la impresión de 
que el Grupo Centrista, en este caso a través 
de su calificado vocero señor Vega Escan- 
d6n, piensa que puede ser cierta. El sabe per- 
fectamente que este artículo 72, como el 6.", 
significa una infracción clana y frontal al pre- 
cepto constitucional. Clara y frontal. 

No se puede afirmar con tranquilidad - a l  
menos con tranquilidad intelectual y jurídica- 
que el número 2 de este artículo 7." da a la 
jurisdicción militar el conocimiento de las fal- 
tas comunes, que por otra parte dice el seflor 
Vega Escandón que se manda que se inhiba 
cuando no afecten al buen régimen de los 
Ejércitos o al decoro de sus clases. ¿Quién de- 
termina si afectan o no afectan al buen régi- 
men de los Ejércitos o al decoro de sus cla- 
ses? Evidentemente, la autoridad judicial miii- 
tar; esto está muy claro. De otra parte, está 
claro que, tal como está concebido este nú- 
mero 2 del artículo 7.", la jurisdicción mili- 
resulta juFisdicción absorbnte, jurisdicción 
atrayente en el plano de las faltas. 

De otra parte, yo hubiera deseado con igual 
profundidad que el señor Salé Barberá, nues- 
tro amigo, que fuera cierto que se hubiem 
dado un gran paso hacia adelante con la re- 
dacción del artículo 21. Pero es que el ertku- 
lo 18 del C6digo de Justicia Militar queda tal 
como está, y tal como esta determina clara- 
mente el carácter absorbente de la jurisdic- 
ci6n militar respecto a la jurisdicoion d i n a -  
ria. Siendo las cosas así, jcómo es posible que 
se mantenga que se está cumpliendo el pre- 
cepto constitucional? Algo puede #ilustrar con 
gran claridad lo que venimos diciendo: por 
ejemplo, una setencia del Consejo Supremo de 
Justicia Militar, que determina que las iesio- 
nes ,infligidas a un paisano por dos alféreces, 
en una casa de prostitución, deben correspon- 
der en su conocimiento a la jwisdiccibii mili- 
tar. Fíjese usted c6mo afecta esto al buen ré- 
gimen de los Ejércitos y al decoro de sus cla- 
SeS. 

De otra parte, también es competente la 
jurisdicción militar, por un párrafo de un pre- 
cepto redactado prácticamente igual que el 
Código de Justicia Militar vigente, por el mal 
trato a un paisano hecho por un Guardia Ci- 

vil cumplgiendo deberes de su Instituto, o por 
danos causados en w vehículo producidos por 
un camión que conckicía un Cabo. ¿Que tiene 
que ver esto con el ámbito estrictamente a s -  
trense? No tiene que ver nada en absoluto, 
y, sedor Vega Escandón, si se repiten men- 
ciones de Derecho comparado - q u e  supongo 
se repetir&, y es degítimo que se reiteren- 
hay que tener en cuenta algo que con res- 
pecto a las faltas parece un principio básico. 
Nosotws estoiríamos dispuestos -fíjese Su 
Sefloria- a aceptar prácticamente el enuncia- 
do de este artículo 7.", a sibiendas de que iii- 
fringe la Constituoión, si se estableciera un 
precepto en el cual se determinara - c o m o  
ocurre en gran parte del Derecho comparado, 
como ocurre fmdamentalmente en el informe 
del Código de Justicia Militar- que cualquier 
militar, sea de tropa u oficial, o tenga el carác- 
ter que tenga, tiene derecho a solicitar un 
Consejo de guerra pana juzgar una falta mili- 
tar que se le impute. Cualquier militar. 

Vamos a aplicar bien los preceptos del De- 
recho comprado, y si quiere usted también 
podemos aplicar un precepto importantísimo 
para nosotros, que sería que cualquier solda- 
do de tropa tiene derecho a elegir que la ter- 
cem parte del Consejo de guerra que le va a 
juzgar este compuesta por soldados de tropa. 

Las verdades son así de dunas, parque si 
permanece el artículo 7." tal y como está y 9i 
el artículo 6.0 continúa el pámafo que se re- 
fiere a los lincendios en edificios militares, y 
el artículo 18 se queda fundamentalmente co- 
mo está, nos vamos a creer que estamos avan- 
zando mucho porque no nos paramos, p r o  
en este caso marchar tan Ilentamente en el 
cumplimiento parcial, que significa incumpli- 
miento total, de la Constitución, es hacer un 
flaco servioio a la propia Constitución y a las 
Fuerzas Armadas. Muchas gracias. 

El señor FRESIdDENTE: El señor Busquets 
tiene la palabra. 

El señor BUSQUETS BRAGULAT: Señor 
Presidente, el señor Vega ha dicho que el ar- 
tículo em concorde con el precepto constitu- 
cima1 que dice que «la ley regulará el ejerci- 
cio de la jurisdicción militar en el ámbito es- 
trictamente castrense)), y a continuación ha 
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interpretado en una fanna «sui generisn el ám- 
bito esbrictamente castrense. 

Evidentemente, hay muchas f o m s  de en- 
tender este precepto constitucional; puede ha- 
ber varias lecturas. La que nosotros hacemos 
es que es estrictamente castrense aquel tipo 
penal que no existe en la legislación orduia- 
ria, por ejemplo, la cobardía ante el enemigo 
es un delito estrictamente castrense; la deser- 
ción, el abandono del servioio de centinela, 
etc. O sea, son, sin discusióa, delitos estricta- 
mente castrenses aquellos tipos penales que 
no existen en las leyes ordinarias y para los 
cuales, para el caso de guerm, hace falta crear 
un Código de Justicia Militar. 
Cabe otra interpretación menos restrictiva 

que la nuestra y es aquélla que hace referen- 
cia a los delitos que siendo quizá susbantiva- 
mente ordinarios, sean adjetivados por lo cas- 
trense, por razón, por ejemplo, de la fortma es- 
pecífica como se cometan. 

Qué duda cabe que la traición la puede co- 
meter cualquier individuo de la nación, pero 
la traición milibar tiene unas modalidades muy 
peculiares, y *lo mismo podríamos decir res- 
pecto a la sedición o a la rebelión. A h m  bien, 
lo que no puedo comprender es por qué arte, 
señor Vega, usted incluye entre lo estricta- 
mmte mstrense los delitos comunes, ya que 
si estos delitos son estrictamente castrenses, 
¿en qué consiste la unidad de jurisdicciones? 
Porque la unidad de jurisdicciones consiste 
fundamentalmente en creer que existen m a s  
leyes comunes para todos los individuos para 
juzgar los delitos ordinarios y, por tanto, no 
hay individuos privilegiados que tienen juris- 
dicciones privilegiadas, y esto empieza con el 
liberalismo, frente a aquellas jurisdicciones 
separadas que antiguaamente tenían la nobleza 
o el clero. 

Pero resulta que aquí establecemos anóma- 
lamente, extmhmente, antijurídicamente, que 
las faltas comunes cometidas por militares son 
atraídas por la jurisdicoión militar, Esto pa- 
rece que va claramente en contra de la unidad 
de jurisdicciones y en contra de una interpre- 
tación coherente del principio constitucional 
de que la ju~isdicción militar se ha de reducir 
al mbito estrictamente castrense. 

Antes he puesto como ejemplo el caso de 
los accidentes de circulación. Si un militar va 

con su coche de vacaciones y tropieza, por SU 
culpa, con otro coche y comete una falta o 
infraccióa, realmente que esto tenga que ir 
de entíada a la juriisdicción militar +m parece 
absurdo, aunque luego esa jurisdicción militar 
se tenga que descargar en la ordinaria; lo 46- 
gico es que esto, de entrada, vaya a la juris- 
dicción ordinania, señor Vega, y si luego esto 
tiene una involucmción militar, que pase a 
la jurisdicdón militar. 

El artículo 21 que Su Señoría ha citado 
no tiene nada que ver con esto y usted lo sabe 
muy bien. El artículo 21 se refiere a cuando 
concurren varios delitos o varios delincuen- 
tes, y dice que entonces pasa a ser atrayente 
a la jurisdicción ordinaria, pero lo que aquí 
estamos tratando es otro tema y el hacenlo 
análogo me parece estirar demasiado el ar- 
gumento. 

Por último, señor Vega, lo que usted ha 
dicho de que la enmienda de Socialistas de 
Cataluña es restrictiva, fiancamente, y Con 
perdón, me ha parecido de muy mal gusto, 
porque Su Señoría sabe perfectamente el sen- 
tido de l a  enmienda y esto es algo así como 
lo que los púgiles llamarían un golpe bajo. 
Nosotros añadimos al párrafo que dice que la 
Jurisdicción Militar entiende de las faltas co- 
munes cometidas por los militares, sólo de 
aquéllas que sean adjetivadas o por el lugar 
o por razón del servicio, y luego continuamos 
diciendo que la Autoridad militar se inhibirá 
en favor de la ordinaria, o sea, que no quita- 
mos el párrafo que viene después. Lo que de- 
cimos es que, de entrada, las faltas comunes, 
para que sean atraídas por da Jurisdicción Mi- 
litar, tienen que tener algún tipo de connota- 
ción que las haga atrayentes, y eso está muy 
claro, señor Vega. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra 
el señor Salé Barberá. 

El señar SOLE BARBERA: Señor Presiden- 
te, señoras y señores Diputados, solamente 
unas palabras para felicitar al señor Vega 
Escandbn, porque n o  hace falta ser un pito- 
niso para afirmar que, de ahora en adelante, 
cada vez que tengamos un problema de juris- 
dicción, los profesionales del Derecho pondre- 
mos en nuestros escritos o en nuestros in- 
formes: «como dijo el señor Vega Escandbnn 
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(yo diré: (Ccorno d.ijo mi amigo el señor Vega 
Ewandbn~) «al discutir este artículo en la 
sesión de Cortes correspondiente, la Jurisdic- 
ción .M,ilitar no es competente para las faltas, 
porque ya lo dijo el señor Vega Escandón)), 

El señor ¡PRESIDENTE : Vamos a proceder 
a la votación en relación con este artículo 7." 
Sometemos a votación, en primer lugar, la 
enmienda número 19, del Grupo Parlamentario 
Socialista del Congreso, respecto del artícu- 
lo 7." 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente re- 
sultado: votos emitidos, 274; a favor, 131; 
en contra, 142; abstenciones, una. 

El señor {PRESIDENTE : Queda rechazada 
la enmienda número 19, del Grupo Parlamen- 
tario Socialista del Congreso, respecto a este 
artículo 7." 

Votamos seguidamente la enmienda del 
Grupo Parlamentario Socialistas de Cataluña 
respecto del apartado segundo de este artícu- 
lo 7." 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente re- 
sultado: votos emitidos, 275; a favor, 130; 
en contra, 144; abstenciones, una. 

El señor PRESIDENTE : Queda rechazada 
la enmienda del Grupo Parlamentario Socia- 
listas de Cataluña respecto del apartado se- 
gundo del artículo 7." 

Sometemos a votación seguidamente la en- 
mienda del Grupo ,Parlamentario Comunista 
respecto también del apartado segundo del 
artículo 7." 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente re- 
sultado: votos emitidos, 277; a favor, 23; 
en contra, 144; abstenciones, 110. 

El señor PRESIDENTE : Queda asimismo 
rechazada la enmienda del Grupo Parlamen 
tario Comunista respecto del número 2 del 
artículo 7." 

Sometemos a votación seguidamente el tex- 
to del artículo 7." conforme figura en el dic- 
tamen de la Comisión. 

Comienza la votación. [Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente re- 
sulta&: votos emitidos, 275; a favor, 143; 
en contra, 125; abstenciones, sieta. 

El señor PRESIDENTE ; Queda aprobado 
el artículo 7." conforme a los términos del 
dictamen de la Comisión. 

Enmienda número 20, del Grupo Parlamen- Artícdo 9." 
tario Socialista del Congreso, al artículo 9.". del 

Tiene la palabra el sefior Navarro para la 
defensa de esta enmienda. 

El señor NAVARRO ESTEVAN: Señor 
Presidente, señoras y señores Diputados, en 
esa tricotomía competencia1 a la que se refería 
el señor García-Romanillos, entramos en el 
segundo concepto, en la segunda razón de 
ser de la tricotomía, que es la razón del lugar. 

Veíamos en el artículo 6." que cuando se 
hablaba de la naturaleza militar como deter- 
minante de que unos delitos concretos per- 
tenecieran a la esfera de esa jurisdicción, se 
incurría en un grave defecto, puesto que 
se mezclaban conceptos, elementos determi- 
nantes de una jurisdicción y otra. Anunciá- 
bamos también que aquella tricotomía se 
convertía no ya en tetracotomía, como decía- 
mos, sino en pentacotomía como decimos 
ahora mismo, y, en definitiva, carecemos de 
un hilo conductor lógico de la reforma en 
uno de sus planos esenciales, que es la de- 
terminación del ámbito de la jurisdicción 
militar. 

Por razón del lugar, parece evidente que 
sólo debemos estar ante la jurisdición militar 
en los sulpuestos de estado de sitio y de tiem- 
po de guerra. Parece tan absolutamente evi- 
dente que el propio redactor del proyecto 
tiene que completar el <factor del lugar con 
los bienes jurídicos protegidos más o menos 
concretos -más bien menos como enseguida 
veremos-. 

El número 1 se refiere a delitos cometidos 
en cuarteles, campamentos, lugares de con- 
centracidn o maniobras, buques o aeronaves 
españoles de guerra, arsenales, maestranzas, 
bases navales o aéreas y centros o dependen- 
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cias de la Administración militar, siempre 
que afecten -aquí entramos ya en el prin- 
cipio real o de protección- al buen régimen, 
al servicio, o a la seguridad de las Fuerzas 
Armadas. 

Si se hubiera procedido con una sistemá- 
tica más rigurosa, si se hubiera prescindido 
del lugar como el elemento determinante de 
la jurisdicción militar, nos podríamos encon- 
trar con que bastaría referirse al (factor esen- 
cial que determina la propia existencia de la 
Jurisdicción Militar, que es la disciplina, para 
entendernos; pero no. Como si fuera un 
gran descubrimiento, se mantiene la sistemá- 
tica del artículo 5." del Código de Justicia 
Militar de 17 de julio de 1945, como si fuera 
un gran descubrimiento, como si el Acuerdo 
llamado jurídico y político de la Moncloa hu- 
biera hecho ese descubrimiento al que bautizó 
el señor García-Romanillos con aquello de da 
tricotomía competencial. 

Pero es que el número 2 vuelve nuevamen- 
te sobre la carga del error. Enuncia: en 
aguas del mar, ríos navegables, embarcacio- 
nes mercantes nacionales o extranjeras que 
se hallen en puertos, radas, bahías, etcétera ; 
lo cual, claro está, significa una tal diversi- 
dad que tiene también que completarse inten- 
tando determinar la razón de pertenencia a 
la Jurisdicción Militar, sin pertenecer a ella, 
añadiendo : cuando estos hechos atenten 
contra la soberanía española, la seguridad 
militar o los compromisos internacionales 
contraídos por España. Y nos encontramos 
con que el bien jurídico que aquí se determi- 
na, la soberanía española, no tiene por qué 
ser monopolizado en su defensa por la Juris- 
dicción Militar, porque nos elevamos a la ley 
de jurisdicciones. Cuando decimos que vamos 
a terminar con ella, y con todos sus residuos 
históricos, tremendamente negativos y polé- 
micos, mire usted por dónde la resucitamos, 
diciendo que, por razón del lugar, pero no 
por razón del lugar, sino por razón del prin- 
cipio de protección es la Jurisdicción Mili- 
tar la que tiene que proteger la soberanía 
española : y esto, realmente, no cabe enmen- 
te alguna que sea exigido por la Constitución, 
sino todo lo contrario. La Constitución exige 
que no se manejen conceptos tan diversos, 
tan plurales como pretexto, como justifica- 

ción de querer mantener un «statu quo)), in- 
sostenible después de la Constitución. 

El bien jurídico protegido sigue también 
diversificándose juntamente a la razón del 
lugar en el número 3 del artículo, y en el 
párrafo 2 de este número 3 nos encontra- 
mos con la confesión más flagrante de que el 
proyecto de ley no cumple la Constitución. 
Se dice de manera literal: en el caso de los 
tres párrafos anteriores -combinación del 
lugar con el principio de protección- la au- 
toridad judicial respectiva se inhilbirá en fa- 
vor de la ordinaria, tan pronto como de las 
diligencias practicadas se deduzca que no han 
resultado afectados los intereses y servicios 
que en los mismos se detallan. 

O sea, se crea una presunción «juris tan- 
tum» que s610 puede destruir la propia auto- 
ridad judicial miclitar en favor de que estemos 
ante supuestos de actuación de la Jurisdic- 
ción castrense. Después establece una ex- 
cepción : cuando las embarcaciones mercan- 
tes sean extranjeras, siendo así que el prin- 
cipio seguido con anterioridad es Aagrante- 
mente absurdo; es absurdo que delitos o 
hechos presuntamente delictivos realizados 
en embarcaciones mercantes situadas en 
aguas españolas, pertenezcan en principio a 
la Jurisdicción Militar, si afectan los intere- 
ses difusos e inconcretos que allí se mani- 
fiestan. 

Por este camino seguiremos incumpliendo 
el texto constitucional ; seguiremos también 
-e insisto en ello- haciendo un flaco favor 
a la Jurisdicción castrense y seguiremos con 
la tónica que marca el sorprendente artícu- 
lo 18, sin precedente en el Derecho compa- 
rado militar, al establecer el carácter absor- 
bente de la Jurisdicción Militar, contra lo que 
dice de manera taxativa el preámbulo del 
proyecto de ley, y contra lo que ordena -de 
manera no menos taxativa- el artículo 117 
3e la Constitución. Muchas gracias, señor 
Presidente. 

El señor PRESIDENTE : Enmienda del Gru- 
10 Parlamentario Sociallistas de Cataluña res- 
iecto de este artículo 9.". Tiene la palabra 
!1 señor Busquets Bragulat. 

El señor BUSQUETS BRAGUiLAT : Señor 
'residente, sefloras y señores Diputados, voy 
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a ddender primero la enmienda 124 y luego 
la siguiente, que son de mi Grupo. La en- 
mienda 124 lo que pretende es suprimir en 
este artículo 9.0 los párrafos segundo y ter- 
cero, que son los que hacen referencia, como 
antes ha dicho don Joaquín Navarro, a los 
hechos cometidos en las aguas del mar, ríos 
navegables, etcétera, en el párrafo segundo, 
y en el pairafo tercero, al espacio aéreo. 

En el antiguo Código, en el Código que 
ahora estamos reformando, todos los hechos 
que se cometían en las aguas del mar, ríos 
navegables, embarcaciones, espacio aéreo, 
etcétera, quedaban automáticamente afora- 
dos por razón del lugar, con independencia 
del tipo de delitos; con independencia total 
del tipo de personas. Como me decía en bro- 
ma un militar del Cuerpo Jurídico de la Ar- 
mada, si una mujer se cae del malecón del 
puerto hay que abrir un expediente en la ju- 
risdicción naval de la Armada. ,Esto estaba 
claramente en contra de los Pactos de la 
Moncloa, claramente en contra de la Consti- 
tución, y lo lógico hubiera sido quitar estos 
párrafos segundo y tercero. 

Pero en este afán de hacer una reforma que 
no se note, que parezca que no se reforma, se 
mantienen los párrafos segundo y tercero para, 
a continuacibn, decir que sólo valen cuando 
los hechos deZictivos atenten contra la sobe- 
ranfa española, la seguridad militar o 10s com- 
promisos internacionales de navegación. En- 
tonces, si el tipo penal existe sólo para cuan- 
do se atente contra la soberanía españula o 
contra la seguridad militar, o los compromisos 
internacionales que afecten a la navegación, 
y el resto de los delitos cometidos en d mar, 
los ríos, etc., no están comprendidos, en bue- 
na l6gi~a estos números 2 y 3 deben ser qui- 
tados del artículo 9.0 (donde se ,trata de afo- 
ramiento por raz6n del lugar) y pasados al w- 
tículo 6.0, que se aprobó el otro día, donde 
se habla de aforamiento por razón del delito, 
puesto que aqui lo sustantivo, lo que atrae a 
la Jurisdicción [Militar no es el lugar, sino el 
tipo penal: que se atente contra la soberanía 
española, {a seguridad militar o los compromi- 
sos internacionales contraidos por España. 

IPor otra parte, me pregunto: dqué ocurre 
cuando se atenta contra la soberanía espa- 
ñola en tierra?, ¿no pasa el hecho a la Juris- 
dicción Militar?, y si, en  cambio, cuando se 

atenta contra la soberanía española en el mar 
y en eJ aire ... Es una incongruencia. 

Nuestra enmienda pretende sacar del artícu- 
lo 9P, donde se atiende a la razón del lugar, 
los números 2 y 3, y pasarlos al artículo 6.", 
de forma tal que cualquier atentado contra la 
soberanía española vaya a Jurisdicción Mili- 
tar, y no sólo los que se cometen en el mar 
y en d aire, excluyéndose, en cam6bio, los que 
se cometen en t ima.  

Por otra parte, hay una segunda enmienda 
nuestra que es transaccional, que hace refe- 
rencia al apartado relativo a los hechos per- 
petrados contra la soberanía españala. Ocurre 
que en los &ículos 609 y 611 del actual 
Código de Comercio se dice que el capitán del 
buque mercante representa a la soberanía del 
Estado dentro del barco. O sea, en los barcos, 
lo mismo que en las Embajadas, el jefe del 
barco, 'lo mismo que el embajador, es un re- 
presentante de la soberanía española, y un 
atentado o desacato contra el capitán del 
barco mercante o de la aeronave civil ha sido 
interpretado, hasta ahora, como un delito 
que, por extensión, va en contra de la sobe- 
ranía española. A fin de que esto no siga ocu- 
rriendo, porque es una incorrecta interpreta- 
ción del término, proponemos una enmienda 
transaccional que consistiría en añadir, des- 
pués del párrafo, otro que diría: <#No se in- 
cluirán en el supuesto de atentado contra la 
soberanía española los delitos por faltas co- 
metidas contra b s  capitanes de buque mer- 
cante o avión civil». Ello, a fin de evitar que 
cuaiquier problema de disciplina, por ejem- 
plo, que pueda tener un capitán de un barco 
mercante o avión civil con s u  personal de a 
bordo, pase a jurhdicción militar por consi- 
derarse atentado contra la sobenanfa espa- 
ñola. 

El señor PRESTDENTE: Tiene la palabra 
el señor Vega y Escandón para defender un 
turno en contra de las enmiendas y en defen- 
sa del dictamen. 

El señor VEGA Y ESCANDON: Señor Re- 
sidente, para defender el texto del dictamen 
y oponme ,  por tanto, a las enmiendas que 
han sido defendidas en este momento en re- 
lación con d artículo 9." del proyecto de Ley 
de Reforma del Código de Jusbicia Militar. 
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Y recalco lo de «reforma» porque, realmente, 
parece olvidarse a veces que lo que estamos 
haciendo es una reforma de un texto previo 
y, por tanto, esta reforma puede que adolezca 
de una sistemática que exige d texto previo 
para no romper todo lo que va a seguir exis- 
tiendo en el Código de Justicia Militar vigen- 
te, que son mil y pico artículos; por tanto, un 
texto amplio y largo. 

Como se ve, hemos seguido la sistemática 
del actual Código de Justicia Militar. Pero lo 
sorprendente, por lo menos para mí, es que 
cuando se habla del ámbito estrictamente mi- 
litar y parece que se intenta definir un ámbito, 
al menos espacia{ o territorial, estrictamente 
militar, tampoco se está conforme con esta 
definición, y se llega a decir que aquí bastarfa 
con hablar de la disciplina. Y, la verdad, no 
entiendo cómo la simple llamada a la discipli- 
na puede dar razón de los hechos que se co- 
metan en lugares diferentes. 

El artículo 9 .O,  por tanto, lo que pretende 
es especificar y concretar unos lugares o es- 
pacios donde el delito que se cometa y en las 
situacianes que aquí se indican, o en las cir- 
cunstancias que aquí se indican, o con las res- 
tricciones que aquí se indican, si se quiere, es 
un delito sometido a la Jurisdiccih Militar. 

Para los que no hayan seguido la reforma, 
evidentemente hay que advertir que, ante- 
riormente, y en el actual Código de Justicia 
Militar, todos los lugares que aquí se men- 
cionan no tenían absolutamente ninguna res- 
tricción, de manera que cualquier clase de 
delito cometido en 11- mismos estaba someti- 
do a la Jurisdicci6n Militar, como podría ser 
el caso de los capitanes de la Marina Mer- 
cante. 

Por tanto, lo que aquí hemos tratado de ha- 
cer es restringir una vez más, puesto que era 
&te el propbsito, ir restringiendo la Jurisdic- 
ción Militar al ámbito estmictamente castrense. 

Evidentemente, el ámbito castrense, habian- 
do en el sentido espacial o territorial, no es 
sdlo 'la tierra firme del t emi tdo  nacional o 
español, porque hay una serie de situaciones 
a las cuales también se amplía el temtorio 
nacional (o al menos 10 que se considera te- 
critorio nacional) y al cual lllega la ju~isdicción 
que tiene que ejercer la soberanía española 
sobre ese territorio o sobre ese espacio, y esto 

!s, naturalmente, el caso de las aguas terri- 
oriales, de la zona maritima comercial de 
as 200 millas, que tiene también sus impli- 
:aciones en esta situación; y es el caso de lo 
lue Ocurre en un barco de guerra, que goza 
iei privilegio de lastre, del privilegio similar 
al de las Embajadas; y es el caso de lo que 
Icurre en un buque mercante, entendiendo 
también como buque mercante a estos efectos 
los buques de pesca, e incluso las embarca- 
riones de recreo; y es lo que ocurre también 
on aeronaves que no tengan la condición de 
militar. 

Indudablemente, en todos estos lugares y 
situaciones se produce una ampliación de la 
jurisdiccih y, por tanto, de lo que es la sobe- 
ranía española sobre esas naves, sobre esos 
luga'res y sobre esas aeronaves, que no son, 
naturalmente, la tierra firme del territorio 
español. 

Esto es lo que se trata de delimitar aquí, y 
si la especificación parece farragasa, induda- 
blemente es imprescindible o necesaria porque 
hay situaciones muy diversas, según se con- 
temple esta enumeración que se hace de di- 
versas situaciones, tanto en el nhmero 1 como 
en el número 2, como en el 3. 

En el número 1, porque se refiere exclusi- 
vamente a lugares militares ,situados en tierra 
firme, como son los cuarteles, 10s campamen- 
tos, lugares de concentración o maniobras, 
arsenales, buques o aeronaves españales de 
guerra, porque se trata de embarcaciones de 
guerra, que es una situación distinta a la que 
luego se regula en el número 2, que son los 
buques mercantes, en el sentido que antes 
he didio. 

Es decir, que en el 1 se enumeran estable- 
cimientos militares situados en tierra y esta- 
blecimientos militares (así me atrevería yo a 
llamarlos) que son embarcaciones o buques 
de guerra, arsenales y bases navales o aéreas, 
o aeronaves. 

¡En el número 2 se habla de los conceptos 
que comprenden todas las situaciones de 
nuestras aguas del entorno nacional, tanto las 
que se entienden por mar territorial como las 
que se entienden por urna marítima, zona co- 
mercial y las aguas mteriores y también se 
menciona la situación que puede ocurrir en las 
aguas internacionales donde, índudablemen- 
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te, se pueden dar situaciones que atañen a lo 
que aquí estamos hablando. 

En el número 3 se habla de lo que es el es- 
pacio aéreo sujeto a la soberanía española en 
las aeronaves del Estado o privadas, españo- 
las, y mercantes extranjeras, situaciones dis- 
tintas de las reguladas en el número 1, que 
hablaba de las ~aeronaves o fuerzas militares. 

¿Cómo se restringe la jurisdicción militar 
al ámbito castrense en estos ámbitos y situa- 
ciones? Se ,restringe enormemente, diría yo, 
porque queda constreñida #única y simple- 
mente, cuando se dan estos supuestos que 
aquí se han mencionado por los preopinantes, 
de que se atenta a Ila soberanía españala, a 
la seguridad militar Y) a los compromisos in- 
ternacionales contraídos por España para la 
navegación de unidades navales de guerra. Y 
en el espacio aéreo los mismos conceptos, la 
soberanía española, la seguridad militar, o 
causen un perjuicio al tráfico o normas aéreas 
de las aeronaves militares españolas, o las 
extranjeras que por compromisos intemacio- 
nales militares cobrevuelen territorio español. 
Es de&, que desaparecen, por lo tanto, de la 
competencia de la Jurisdicción Militar, todas 
las demás situaciones que son, Señorías, to- 
das las comprendidas en las dos leyes penales 
de la !Marina Mercante y de 'la Navegación 
Aérea, que hasta ahora estaban vigentes y que 
iban a la Jurisdicción Militar. 

Por 10 tanto, es claro que la adaptación que 
aquí se hace del Código de Justicia Miiitar, 
al artículo 117, 5, de la Constitución, en ese 
sentido amplio de ámbito castrense (como 
nosotros lo seguimos entendiendo y que dic- 
crepa, naturalmente, de cómo lo entienden los 
enmendantes) supone que queda restringido, 
y si pudiéramos hablar de porcentajes, si es 
que fuera posible hablar de porcentajes aquí, 
diría yo, que hasta en un .noventa y tantos por 
ciento, porque serían muy pocas las situacio- 
nes que, dándose en algunos de estos lugares 
o espacios, serían sometidos a la Jurisdicción 
Militar y serían muy pocos, porque serían, 
precisamente, 110s que atentan a la soberanía 
española. 

No voy a ilustrar a Sus Señorías con una 
serie de conceptos legales o doctrinales de lo 
que es la soberanfa española. Naturalmente, 
la soberanía española es una cosa muy seria 

y, además, viene definida en nuestra Consti- 
tución en una serie de preceptos, empezando 
por el preámbulo y el artículo 1." de la mis- 
ma. Por lo tanto, este concepto de soberanía 
española, del que dimana'n todos los poderes 
que aquí se contemplan, no da lugar a que, 
por ejemplo, una bofetada al capitán de un 
buque mercante sea un ataque a la soberanía 
española, porque, aparte de que eso sería irra- 
cional, tampoco el capitán de un buque mer- 
cante, con todos los respetos al mismo, repre- 
senta en ese sentido la soberanía nacional y 
no hay ningún precepto legal que lo diga. 
Porque el capitán de un buque mercante no 
tiene un concepto de representante de la so- 
beranía españda en el sentido de tal índole 
que diera lugar a que un ataque personal al 
mismo fuera un ataque a la soberanía espa- 
ñola. 
Por eso consideramos que la enmienda de 

Socialistas de Cataluña, transaccional, que 
pretende aclarar lo del capitán de la Marina 
Mercante, que dice que no se incluirán, en 
los supuestos atentados contra la soberanía 
española, los delitos y faltas cometidos contra 
los capitanes de buques mercantes o aviación 
civil, es totalmente innecesario e improceden- 
te, porque, naturalmente, del concepto a que 
yo aludo, constitucional, que es el real, único, 
existente y jurídico, de lo que es la soberanía 
española, o la soberanía nacional, no se puede 
derivar, en modo alguno, de un ataque al ca- 
pitán tenga ese concepto. 

Por otra parte, es distinto el concepto jurí- 
dico de un buque mercante del concepto ju- 
rídico que merece, tanto nacional como inter- 
nacionalmente, un buque de la Marina de 
Guerra que está, #incluso, sometido a una re- 
gulación internacional y a un precepto inter- 
nacional que regula, no sólo su estatus jurí- 
dico, sino también su posible circulación por 
los mares nacionales e internacionales, e in- 
cluso sus misiones dentro de llos mismos. El 
buque mercante es un buque que tiene una 
misión comercial, una función propia y espe- 
cífica; no es un &gano del Estado, ni repre- 
senta al Estado ni a las (Fuerzas Armadas del 
mismo. IPW tanto, por ese concepto queda ex- 
cluido de toda relación con la Jurisdicción Mi- 
litar o castrense. 

Sin embargo, cuando se trata de un buque 
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de guerra, ya es distinto. A ello se refiere otro 
de las números de este artículo y existen otros 
preceptos en el Código de Justicia Militar re- 
lativos al carácter del buque de guerra con 
su tripdación y su capitán, como el at'tícu- 
lo 312, si no recuerdo mal, del Código de Jus- 
ticia Militar, en el que se le da el carácter de 
Fuerza ATmada. Como decía, el buque de gue- 
rra, el capitán de un buque de guerra y su 
tripulacih tienen una conceptuación en el 
propio Código de Justicia Militar, de tal forma 
que, en los sucesos que pudieran ocurrir den- 
tro del propio buque, se les somete a una si- 
tuación distinta de lo que Ocurra en un buque 
de la Marina Mercante; sin que todo lo que 
ocurra dentro del buque de guerra quede SO- 

metido a la Jurisdicción Miiltar, por esta re- 
forma que estamos haciendo. 

Es evidente que existe una preocupaciún 
por parte del señor Busquets sobre el concep- 
to del capitán. Entendemos que, con esta ex- 
plicación rápida, queda resuelta esta duda. 
Voy a hacer gracia de la lectura de un infor- 
me más extenso que tengo aquí delante y del 
que estoy haciendo una síntesis que, como 
tal resultará más imprecisa y más confusa. 

No se puede entender en ningún momento 
que el capitán represente a la soberanía na- 
cional en el sentido de que cualquier ataque 
al mismo sea objeto de un delito que atañe 
a la Jurisdicción Militar; en cambio, sí sería 
de la Jurisdicci6n Ordinaria. 

No podemos confundir ciertas funciones 
que tiene el capitán de un buque de guerra, 
que, en cierto modo, tiene una representación 
de ciertos órganos dei Estado, como son las 
funciones como encargado del registro civil, 
notario a bordo ante el cuad se puede hacer 
testamento o contraer matrimonio; induda- 
biemente, estas funciones de carácter oficial 
le vienen conferidas por las leyes competen- 
tes, pero no podemos confundir al capitán, 
repito, en modo alguno, con un &gano de la 
sotreranfa nacional, ya que, en ese caso, cual- 
quier ataque al mismo s u w d r í a  una incur- 
sión en el Código de Justicia Militar y, poi 
tanto, un procedimiento ante la Jurisdicción 
Uilitar. 

Volvemos a sostener, en defensa del dicta. 
men -y así se acordó en la larga discusibr 
que tuvimos en la Fonencia durante meses- 

lue, para reforzamiento de lo dispuesto en los 
res primeros números de este artículo 9.", se 
ncluya el segundo párrafo del número 3, en 
!1 cual se establece que «la autoridad judicial 
Sespectiva se inhibirá en fzvor de la ordinaria 
an pronto como de las dilligencias practi- 
:adas se deduzca que no han resultado afec- 
:ados los intereses y servicios que en los 
nismos se detallan)). 

Cito este párrafo concreto porque no en- 
tiendo los argumentos del señor Navarro res- 
pecto al artículo 18 del Código de Justicia 
Militar que se vienen exponiendo en su inter- 
vención; artículo que, por cierto, no ha sido 
objeto de enmienda por parte de ningún Gru- 
po Parlamentario. Según mi corto entender 
iurídico, en ese precepto se pretende la'pre- 
eminencia de la jurisdicción ordinaria, como 
aclaró en el aflo 1960 una resolución de la 
Sala de Competencias del Tribunal Supremo. 
Es decir, que en el artículo 18 se establecen 
tres supuestos de preferencia en las compe- 
tencias. Y de eso se deduce, precisamente, 
que tendrá preferencia la jurisdicción ordi- 
naria en todo caso, a no ser que, de una ma- 
nera específica, venga atribuido, por razón 
del lugar, del delito o de la persona, a otra 
jurisdicción, como en este caso que estamos 
discutiendo, a la Jurisdicción Millitar. 

Por eso entiendo yo que, seguramente, en 
su momento, ningún Grupo Parlamentario 
enmendó este artículo 18, que no se contra- 
pone en absoluto con lo dispuesto en el ar- 
tículo 21 ni con lo que venimos diciendo en 
la defensa de este dictamen. 

Entendemos, por tanto, Señorías, que el 
precepto que estamos defendiendo es correc- 
to, que sigue cumpliendo el ajuste de la Ju- 
risdicción Militar al ámbito estrictamente cas- 
trense, y que se sigue la sistemática del Có- 
digo de Justicia Miilitar vigente. 

Puede opinarse que mejor sería otra siste- 
mática distinta, que mejor sería otra defini- 
ción de la Jurisdicción Militar que no exclu- 
yera esta divisibn entre el delito, el lugar y 
la persona. De acuerdo; puede sostenerse esa 
teoría, y acaso el futuro proyecto del Código 
de Justicia Militar que apruebe esta Cámara 
en 3u día prescinda, a lo mejor, de esta siste- 
mática. Y digo «a lo mejor» porque no es se- 
guro que se pueda prescindir de ella en todos 
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los supuestos. Ineludiblemente, dentro de est 
jurisdicción habrá que aludir siempre a su 
puestos de espacio o #lugar, llamémoslos cuar 
teles, campamentos, aguas de la mar, nave 
de guerra, o aeronaves de guerra, civiles 
mercantes, pero será imprescindihle, para si 
tuar cierto tipo de delitos, la referencia a u1 
lugar concreto donde se comete, que puedi 
cambiar, naturalmente, su sentido. 
Y tampoco queremos decir con esta refor 

ma -y ya t e rminw,  ni lo quiere decir estc 
articulo, que la única jurisdicción que va i 
defender la soberanía nacional sea la Juris 
dicción Militar o castrense, porque esto, er 
modo alguno, se deduce del artículo 9.0 que 
estamos comentando. Aquí lo que se dice es 
que en estos supuestos, y de acuerdo con 10: 
delitos que prevé el Código de Justicia Mili- 
tar, en estos supuestos y lugares, evidente- 
mente, será la jurisdicción castrense la que 
defienda la soberanía nacional, como será la 
jurisdicción común u ordinaria la que lo haga 
en otros supuestos y en otros lugares en que 
no se den estos condicionamientos que aquí 
se fijan. Porque también en el Código Penal 
ordinario hay una serie de supuestos delic- 
tivos, como todos sabemos, que son paralelos 
o idénticos a los de la Jurisdicción Militar, al 
menos en la finalidad de lo que pretenden de- 
fender e incluso, muchas veces, en las figuras 
delictivas que fijaan o recogen. 

Muchas gracias. 

El señor PREISIcDENTE: Tiene la palabra el 
señor Navarro. 

El señor 1NAVARRO ESTEVAN: Señor Pre- 
sidente, señoras y señores Diputados, des- 
pués de oír la larga y árida intervención del 
señor Vega Escandón, al menos hemos teni- 
do la ventaja de un ligero alivio, puesto que, 
pese a la extensión de la Jurisdicción Militar 
a tierra firme, a aguas jurisdiccionales, espa- 
cios aéreos, etc., no le hemos oído la afir- 
mación de que también sea aplicable a los 
alienígenas. 
Y es que, señor Vega Escandón, se trata 

de determinar el porqué, la watio essendb de 
la Jurisdicción Militar. Y su razón de exis- 
tir -y ésta es una afirmación universalmen- 
te aceptada- está en el «plus» de disciplina 
que exige la propia naturaleza de la vida cas- 

trense. Cuando me he referido a la disci- 
plina aludía al interés básico preponderante, 
al mismo tiempo que determinante, de la 
existencia de la Jurisdicción Militar. 

A la hora de determinar la aplicación de 
la ley penal al espacio, como sabe Su Se- 
ñoría, se suelen combinar cuatro factores 
concretos: el factor de la territorialidad; el 
factor de la personalidad; el factor real o 
de protección de los intereses jurídicamen- 
te protegidos y el factor de la ubicuidad. 

Este último factor, el de la ubicuidad, de la 
aplicación. wrbi  et orde» de una jurisdicción, 
no importa a qué territorio, a qué persona, a 
qué intereses, es globalmente censurado en 
todo el Derecho comparado. 

Pero la ley penal en el espacio en este caso, 
como es natural, se refiere a la colisión de 
normas penales pertenecientes a distintas so- 
beranías, y aquí estamos determinando qué 
jurisdicción es aplicable según el lugar en 
que se comete el delito y según, también, los 
intereses jurídicos que se van exponiendo a 
lo largo de los números de que consta el ar- 
tículo que venimos debatiendo. Se aplica en- 
tre dos jurisdicciones pertenecientes a la 
misma soberanía; y, en una situación cons- 
titucional que consagra de manera rotunda el 
principio de unidad jurisdiccional, se aplica 
i1 principio de ubicuidad. Esta es la verdad. 

Evidentemente, la nueva redacción no per- 
nitirá lo que se permitía hace poco tiem- 
30, hasta la fecha; esto es, no permitirá con- 
siderar como pertenecientes a la Jurisdicción 
Militar lesiones sufridas por una niña en el 
latio de una casa-cuartel de la Guardia Ci- 
ril, sin más, o la muerte de la hija de un 
hardia  Civil ocurrida en la casa-cuartel. Esto 
ií se impide. ¡Estaría bueno que no se im- 
bidiera por la reforma que estamos viendo! 

Athora bien, no impiden otras situaciones 
lue pueden ser muy graves y que, sin dec-  
ar para nada la disciplina de las Fuerzas 
irmadas, pueden caer en la esfera de la Ju- 
isdiccion castrense, se@h el tenor del ar- 
Iculo que estamos debatiendo. 
Yo creo entender, creo inducir de la in- 

istencia del vocero del Grupo Centrista en el 
umplimiento estricto de la Constitución al 
eferirse al ámbito estrictamente castrense, 
reo ver en esa reiteración una cierta frigi- 
ez de ánimo respecto al contenido de la re- 
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forma. ¿Qué es una reforma parcial? Evi- 
dentemente, sí. Pero una reforma parcial no 
puede entenderse nunca -e, insisto, de ma- 
nera reiterativa en este concepto- como un 
cumplimiento parcial de la Constitución. La 
Constitución no se refiere al ámbito castren- 
se nada más; se refiere al ámbito «estricta- 
mente castrense)), y ya me dirá Su Señoría 
qué interpretación simplemente declarativa 
tiene esa expresión; ya me dirá Su Señoría, 
por otra parte, qué interés o qué interpre- 
tación puede tener de acuerdo con los prin- 
cipios de esta Constitución; principios que 
después van a examinarse y, evidentemente, 
dan como resultado que el ámbito estricta- 
mente castrense nada tiene que ver con el he- 
cho de pretender seguir determinando la apli- 
cación de una jurisdicción a supuestos de lu- 
gar con intereses difusamente expuestos, y 
también inadecuadamente expuestos, como se 
señala en el artículo que debatimos. 

Muchas gracias, señor Presidente. 

El señor PRESKYENTE: Tiene la palabra 
el señor Busquets. 

El señor BUSQUlETS BRAGULAT: Señor 
Presidente, señores Diputados, el señor Vega 
Escándón nos ha insistido una vez más -lo 
hemos oído ya muchas veces a lo largo de 
los debates de esta ley, y creo que no hace 
falta que se nos insista en ello-, en que esto 
no es un código nuevo, sino que es sólo una 
reforma parcial. Sin embargo, lo mismo un 
código nuevo que una reforma parcial se 
puede hacer bien o se puede hacer mal, se 
puede hacer adecuada o se puede hacer ina- 
decuadamente. ¿Que el Código de Justicia 
Militar tiene más de mil artículos? Lo sa- 
bemos; pero son sólo unos ochenta los que 
reformamos, y esta ley lleva casi dos años 
por los pasillos de este Congreso. Me parece 
que no es demasiado pedir que estos ochen- 
ta artículos queden bien redactados. 

En mi opinión, tal como está redactado, 
este artículo 9.0 incluso en cuanto a su for- 
ma es incorrecto. Porque lo que no tiene 
sentido es que respecto a Tierra se especi- 
fique que los lugares son sólo aquellos en los 
que realmente se ejercen funciones militares 
como, por ejemplo, en los cuarteles, campa- 
mentos, lugares de concentración de manio- 

bras, etc., y, por el contrario, cuando se trata 
de Marina o de Aviación, se hable en general, 
en un sentido genérico, de aguas del mar, de 
ríos navegables y de embarcaciones mercan- 
tes nacionales o extranjeras. 

Evidentemente, aquí no hay una unidad de 
criterio y este artículo queda redactado de 
una ¡forma completamente heterogénea y anó- 
mala. 

Por otra parte -y en eso ha insistido don 
Joaquín Navarro-, resulta evidente que, su- 
poniendo que exista algo estrictamente militar 
por razón de lugar, las aguas del mar, los 
ríos navegables o las embarcaciones mercan- 
tes no son estrictamente militares. Estos pá- 
rrafos 2 y 3 son completamentte improceden- 
tes e, insisto, debían ser quitados de este 
artículo 9." que trata de aforamiento por ra- 
zón de lugar, y si realmente se considera que 
el delito contra la soberanía española debe 
ser aforado, que se hable de ello en el artícu- 
lo 6.", que trata del aforamiento por razón 
del delito. 

Por otra parte, ciertamente yo también en- 
tiendo que es una interpretación excesiva 
considerar que el atentado contra el capitán 
del buque mercante es un atentado contra la 
soberanía española; pero ocurre, y el señor 
Vega lo sabe, que hasta ahora ha venido ocu- 
rriendo así. Además hemos incluido esta en- 
mienda a petición del Sindicato Libre de la 
Marina Mercante, que no es el mío, y con el 
que los socialistas no tenemos nada que ver. 
El tema es delicado y el señor Vega sabe que 
con dos señores Diputados, uno de su partido 
y otro del mío, que son capitanes de la Ma- 
rina Mercante, hemos pasado muchos ratos 
tratando de esto. Lo cual indica que no es un 
tema tan cogido por los pelos. Creo, señur 
Vega, que lo que abunda no daña. Si esta en- 
mienda ayuda a aclarar y no perjudica, no 
habría nada de malo en que se aceptase. 

El señor PRESIDENTE: Vamos a proceder 
a la votación. Sometemos en primer lugar la 
enmienda número 20 del Grupo Parlamenta- 
rio Socialista del Congreso respecto del ar- 
tículo 9." 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente r+ 
S U k ~ ' í 0 :  votos emitidos, 283; a favor, 112; 
en contra, 170; abstenciones, una. 
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El señor PRESDENTE: Queda rechazad2 
la enmienda del Grupo Parlamentario Socia. 
lista del Congreso respecto del articulo 9." 

Votamos seguidamente la enmienda núme. 
ro 124 del Grupo ,Parlamentario Socialistas de 
Cataluña que propone eliminar los párrafos 
números 2 y 3 de este artículo y trasladarlos 
al artículo 6." 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente re- 
suZtado: votos emitidos, 281; a favor, 111;  
en contra, 168; abstenciones, dos. 

El seflor PRESIDEN'EE: Queda rechazada 
la enmienda número 124 del Grupo Parla- 
mentario Socialistas de Cataluña respecto de 
los párrafos números 2 y 3. 

Votamos seguidamente la enmienda del 
Grupo Parlamentario Socialista de Catalufla, 
que propone una adición al número 2 de este 
mismo artículo 9." 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente re- 
sultado: votos emitidos, 281; a favor, 127; en 
contra, 153; abstenciones, una. 

El señor PRESIDENTE: Queda rechazada 
la enmienda del Grupo Parlamentario Socia- 
lista de Cataluña respecto del número 2 del 
artículo 9.0 

Sometemos a votación, seguidamente, el 
texto del artículo 9." tal como figura en el 
dictamen de la Comisión. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuackz & votaci6n, dio el siguiente re- 
sultado: votos emitidos, 281; a favor, 165; en 
contra, 1 1 O; abstenciones, seis. 

Artículo 13 El seflor 'PRESIDENTE: Queda aprobado el 
de' c ó d ' ~  artículo 9.0 en los términos en que figura en 

el dictamen de la Comisión. 
Para ddender las enmiendas del Grupo 

Parlamentario Socialista del Congreso, al ar- 
tículo 13, tiene la palabra el señor Navarro. 

El señor NAVARRO 'ESTEVA~N: Señor Re- 
sidente, señoras y seflores Diputados, el Gru- 
po Socialista tiene planteadas tres enmiendas 
a este artículo. 

La primera, la número 21, propone que no 
se determine nunca y de forma exclusiva la 
Jurisdicción (Militar por razón de la perso- 
na responsable. El artículo debiera limitarse 
a enumerar qué personas se consideran, a 
los efectos de este Código, como militares y 
no entrar en la conceptuación de delitos mi- 
litares por el hecho de ser cometidos por los 
que se consideran militares. ¿Por qué? En la 
primera intervención parecía que debía que- 
dar claro que los delitos comunes cometidos 
por militares pertenecen a la Jurisdicción Or- 
dinaria. De otra parte, parece necesario re- 
cordar que en el Derecho comparado se im- 
pone como ,fórmula prevalente la de consi- 
derar como militares, de forma exclusiva, a 
las personas que pertenezcan a cualquiera de 
los Cuerpos de las Fuerzas Armadas y se 
hallen en servicio activo, incluyendo a ca- 
detes y guardias marinas en tiempos de paz 
y en tiempos de guerra. Pero, por otro lado, 
se consideran fuera del conocimiento de la 
jurisdicción militar todos los individuos de 
carácter civil que acompañan o sirven a las 
Fuerzas Armadas, bien como dependientes 
del personal militar, bien como simples em- 
pleados civiles. 

Sin embargo, en este artículo, de una par- 
te, se consideran militares los delitos come- 
tidos por los militares y se consideran milita- 
res, a su vez, también las personas que se 
enumeran, de manera claramente abusiva; cla- 
ramente abusiva porque, en lo que se refiere 
al párrafo 2 del artículo l . O ,  nos encontramos 
con que se consideran militares los individuos 
pertenecientes a cualquiera de los Cuerpos, 
Armas, institutos, centros u organismos de- 
pendientes del Ministerio de Defensa. 

En la discusión en Comisión el Grupo So- 
cialista propuso que, si la intención real era 
decir que son militares los que realmente lo 
con, se podría decir así, sin nigún esfuerzo, 
en el precepto, con una enmienda muy sen- 
cilla que seria: 

«Para los efectos de este Código se com- 
xenderá en el concepto genérico de militares 
i los pertenecientes)) (no a los individuos, 
iino a los militares) «a cualquiera de los Cuer- 
)os, Institutos, etc.. .» Sin embargo, no se ha- 
:e así, porque la intención no es decir que son 
nilitares solamente los que lo son, sino que 
;on militares los militares y los similares. Y 
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esta es la verdad, Nuestra enmienda «in vo- 
ten pretende suprimir de esta enumeración, 
ya que no se acepta la fórmula que se ha 
expuesto, los centros u organismos depen- 
dientes del Ministerio de Defensa. ¿Por qué? 
Porque en estos centros u organismos existe 
comúnmente personal no militar y la asimi- 
lación nos parece extremada, absurda y ex- 
cesiva. 

De otra parte, se insiste también, cómo no, 
ya que se estableció en el artículo 6.0 en lo 
relativo a los funcionarios civiles y personal 
laboral de la Administración Militar. Y esto, 
pese a lo que dijera el portavoz del Grupo 
Centrista en su momento, constituye una 
anomalía en cualquier regulación normal, pro- 
gresiva de la Jurisdicción castrense ; una 
anomalía que puede implicar, que va a impli- 
car a las Fuerzas Armadas de forma fatal y 
lamentable en conflictos en los que deben per- 
manecer absolutamente ajena. 

Aquí no estamos ya manejando ningún in- 
terés más o menos ambiguamente expresado ; 
estamos hablando de intereses taxativamente 
ajenos al ámbito castrense y deben eliminarse 
del proyecto de ley por mucha reforma par- 
cial que constituya este proyecto de ley. In- 
sistimos, pues, por consiguiente, en el con- 
tenido de nuestra enmienda número 18 al 
artículo 6.0 

De otra parte, hay un precepto importantí- 
simo que puede producir perturbaciones en 
el futuro, que además significa, como símbo- 
lo, algo verdaderamente repudiable, y es el 
hecho de que no están comprendidos, a los 
efectos de la responsabilidad ante la juris- 
dicción militar en la conceptuación de mili- 
tares -cuando sean paisanos, sólo cuando 
sean paisanos-, el Ministro de Defensa y de- 
más altos cargos de este Departamento. 

En este sentido, nosotros entendemos que 
sea cual sea el carácter de paisano o de mi- 
litar del Ministro de Defensa y de los altos 
cargos de designación política, jamás deben 
ser enjuiciados por la Jurisdicción castrense 
Ello, de un lado, por la exigencia del artícu- 
lo 16 de la propia Constitución y, de otro, 
por la incompatibilidad, la incongruencia que 
existe entre este precepto que venimos deba- 
tiendo y el número 11 del artículo 16 que de- 
termina que siempre que alguno de los pre- 
suntos culpables, sea militar o paisano y por 

razón del cargo que ostente o de la autoridad 
que ejerza, tenga señalado fuero personal del 
Tribunal Supremo, conforme a la Ley Orgá- 
nica del Poder Judicial y otra norma legal 
especial, pertenecerá el enjuiciamiento de su 
actividad presuntamente delictiva a la juris- 
dicción ordinaria. 

Aquí existe una incongruencia clarísima, 
puesto que cuando el Ministro de Defensa es 
militar, no paisano, se entiende que está in- 
cluido en la conceptuación de militar a los 
efectos de aplicación de la jurisdiccion cas- 
trense. Es una incongruencia y, en nombre 
de mi Grupo, mantengo que es preciso supe- 
rarla para evitar perturbaciones y absurdos. 

De otra parte, nos encontramos también 
que en este mismo artículo se sostiene el ca- 
rácter excesivo, el carácter desmesurado de 
la Jurisdicción Militar, y hay que insistir en 
ello porque no basta con que sea militar el 
presunto autor de una infracción; es nece- 
sario que la infracción tenga carácter militar, 
ya por la persona, ya por la naturaleza. Son 
planteamientos absolutamente distintos. 

Todo lo que no sea ver con toda claridad 
que los delitos comunes cometidos por mili- 
tares pertenecen a la jurisdicción ordinaria, 
en primer lugar, y, en segundo lugar, que nin- 
guna persona que no tenga la condición de 
militar pueda ser sometida a la jurisdicción 
castrense, es estar incumpliendo, por penoso 
que resulte volver a reiterarlo, el precepto 
de la Constitución española. Muchas gracias, 
señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Por el Grupo Par- 
lamentario Socialistas de Cataluña, tiene la 
palabra el señor Busquets. 

El señor BUSQUETS BRAGULAT: La en- 
mienda número 126, de Socialistas de Cata- 
luña, pretende que el aforamiento por razón 
de la persona no sea, como dice el actual 
proyecto, para «los militares en servicio ac- 
tivo o en reserva, cualquiera que sea su situa- 
ción o destino», o sea, para todos los milita- 
res en servicio activo y para los Generales 
en reserva, sino que sólo para los militares 
en situación de actividad. 

En realidad, bajo su redactado, la enmien- 
da implica dos correcciones. La primera se 
refiere a cambiar ((servicio activo)) por «si- 
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tuación de actividad militar)). ¿Por qué? Por- 
que los militares tienen en primer lugar una 
vida de servicio activo y luego, cuando llega 
un momento determinado, por edad, porque 
lo solicitan ellos, o por lo que fuere, causan 
baja y pasan a estar retirados. Es decir, un 
militar está o en servicio activo o retirado. 
Ahora bien, estando en servicio activo, un 
militar puede estar en muchas situaciones, y 
esa es la palabra que nosotros utilizamos. 
Puede estar en situación de supernumerario, 
en situación de al servicio de otros Ministe- 
rios, en situación de procesado, en situación 
de reemplazo por enfermedad, por heridas, 
etcétera. 

Por eso dentro del espíritu de la Consti- 
tución, que dice que hay que reducir el ám- 
bito de la jurisdicción militar a lo estricta- 
mente castrense, entendemos que es lógico, 
que sea aforado por razón de su persona 
aquel militar que realmente ejerza la profe- 
sión, que la ejerza a diario, que esté desti- 
nado en un cuartel, en un campamento, en 
una oficina del Ministerio, etc. Pero si un 
militar está supernumerario y da clases en 
una universidad, o está trabajando en una 
empresa; si está destinado en servicios ci- 
viles y hace años que no viste el uniforme 
porque está trabajando, por ejemplo, en el 
Ministerio de Agricultura o porque está en- 
fermo en su casa desde hace tiempo, no tie- 
ne sentido que cualquier falta que este militar 
cometa (que lógicamente no será falta mili- 
tar porque no tiene relación real con la vida 
militar) pase a la jurisdicción militar. Nos pa- 
rece que lo lógico, dentro del espíritu de la 
Constitución, sería que quedaran aforados 
únicamente los militares que estén en situa- 
ción de actividad. 

Por otra parte, aquí a la expresión ((servi- 
cio activo» se añade la palabra ((reservan. 
¿Qué quiere decir «reserva»? La situación de 
reserva, a diferencia del militar retirado, es 
la situación en la que están los Generales des- 
pués de que han cumplido la edad reglamen- 
taria o que, por el motivo que sea, están en 
una situación equivalente a la de retiro de 
los demás militares. Lo que ocurre es que 
para los Generales esta situación se llama de 
reserva. Esta situación significa una diferen- 
cia en cuanto al uso del uniforme, emolumen- 
tos, etc., que nos parece bien conservar, dada 

la dignidad de los Generales ; pero nos parece 
abusivo llevar ese concepto de reserva, al afo- 
ramiento. al tema de la justicia. Entendemos 
que si un General está en la situación de re- 
serva, o sea, prácticamente retirado, no tiene 
por qué ser sometido a la jurisdicción militar 
por cualquier falta o delito común que co- 
meta. 

Por todo ello presentamos esta enmienda, 
que significa que sólo quedarán aforados los 
militares que realmente sean militares, que 
hagan cada día de militares, que están en si- 
tuación de actividad. Los demás no estarán 
aforados por razón de la persona. 

No sé, señor Presidente, si debo defender 
la otra enmienda. 

El señor PRESIDENTE: Puede hacerlo, se- 
ñor Busquets. 

El señor BUSQUETS BRAGULAT: La si- 
guiente enmienda de Socialistas de Cataluña, 
que es transaccional a la enmienda número 
127, hace referencia a una serie de párrafos 
que tratan de varios colectivos, en los que el 
grado de profesionalidad o de pertenencia a 
las Fuerzas Armadas no es tan pleno como el 
del militar estrictamente profesional. Por 
ejemplo, se habla de paisanos movilizados o 
militarizados; se habla de Oficiales y Subofi- 
ciales de Complemento, o sea, de alumnos de 
la IMEC y de la MAU, etc. ; se habla de alum- 
nos de las Academias Militares, de chicos jó- 
venes de diecisiete y dieciocho años que es- 
tán estudiando para ser militares, pero en 
aquel momento son todavía estudiantes ; se 
trata de los pertenecientes a Cuerpos militar- 
mente organizados, como la Guardia Civil. 

Nosotros consideramos que todos estos co- 
lectivos, que tienen dentro una estructura mi- 
litar pero que, de hecho, no son plenamente 
militares, si cometen delitos s610 deben pasar 
a la jurisdicción militar en algunos supues tos, 
y ésos para nosotros son concretamente tres : 
en primer lugar, en caso de guerra, por razo- 
nes obvias; en segundo lugar, en estado de 
sitio, podríamos decir que por las mismas ra- 
zones, y en tercer lugar, durante la situación 
normal de paz cuando se trate de delitos re- 
lacionados con la disciplina que hay que man- 
tener y con el servicio militar. Si no se trata 
de delitos en relación con la disciplina y el 
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servicio militar y estamos en situación de paz, 
entendemos que estas personas, cadetes, in- 
dividuos militarizados, etc., no tienen que es- 
tar plenamente aforados. Muchas gracias por 
su atención. 

El señor PRESIDENTE: Enmiendas del Gru- 
po Parlamentario Comunista a los números 
1 y 4 de este artículo. Tiene la palabra el se- 
ñor Solé Barberá. 

El señor SOLE BARBERA: Señor Presi- 
dente, señoras y señores Diputados, inter- 
vengo para defender las enmiendas 65 y 66 
que afectan ambas al artículo 13 en sus nú- 
meros 1 y 4. En nuestras enmiendas lo que 
pretendemos es excluir rotundamente al per- 
sonal civil al servicio de la Administración 
Militar de las consecuencias que se derivan 
del contenido del artículo 13, número 1. El 
razonamiento es obvio, pero en este sentido 
ya agotamos nuestras argumentaciones, nues- 
tros planteamientos, en el momento que estu- 
vimos discutiendo el artículo 6.", en el cual 
hay una primera referencia al hablar de los 
delitos en sí. En aquel momento ya hablamos 
de lo que considerábamos nosotros que pro- 
cedía en relación con el personal de la Admi- 
nistración Militar. 

De una forma u otra, el artículo 6.0 hace 
referencia al posible delito cometido por el 
personal civil al servicio de la Administración 
Militar única y exclusivamente cuando sus 
actos, es decir, el supuesto delito que hubie- 
ran podido cometer, afectara al buen régimen 
y al servicio de las Fuerzas Armadas. Al no 
establecer, por lo menos, esta misma formu- 
lación en este artículo 13, nosotros entende- 
mos que no solamente creamos una confu- 
sión, sino que en el fondo a la hora de deter- 
minar la competencia crearemos un nuevo 
problema. 

Pensamos que va en beneficio de la clari- 
dad legal, que va en beneficio de una debida 
formalización de todos aquellos elementos 
que afectan de una manera clara a los ciu- 
dadanos de este país a la hora de saber a qué 
jurisdicción se deben someter de acuerdo con 
los actos que cometan. Por tanto, entende- 
mos que la exclusión del personal civil al ser- 
vicib de la Administración Militar en ese ar- 
tículo constituiría un avance positivo sin des- 

doro de clase alguna por parte del ejército, 
y también sin desdoro por la posibilidad de 
mantener una forma de intervención correc- 
ta, efectiva y constitucional de la interven- 
ción de la jurisdicción militar en los actos 
de toda suerte de personas. 

Nuestra enmienda va por ahí y pretende- 
mos excluir al personal civil por su propia 
consideración y porque, por lo menos, debe- 
ríamos señalarlo aquí, en la misma forma que 
se había señalado en el artículo 6." 

Hay un segundo problema que para noso- 
tros es un problema de fondo, que es la se- 
gunda parte de esta misma enmienda núme- 
ro 65, cuando nosotros modificamos los cri- 
terios del proyecto en el sentido de que aquél 
dice que «También se considerarán militares 
los paisanos que, por disposición del Gobier- 
no, sean movilizados.. .» Nosotros entende- 
mos que esto constituye un cheque en blanco 
al Gobierno. No pretendemos en este momen- 
to convertirlo en ninguna forma crítica ni 
para este Gobierno ni para cualquier otro que 
pueda venir en su día, y nos limitamos a afir- 
mar que debemos garantizar el derecho de 
las posibles personas que caigan dentro del 
ámbito de la Jurisdicción Militar diciendo 
que será «por disposición del Gobierno, de 
acuerdo con la legislación vigente)). Al decir 
isto no ponemos ninguna cortapisa a la ac- 
ción del Gobierno. Respetamos los motivos 
que pueden inclinarse a una movilización o 
nilitarización de determinados elementos, pe- 
'o garantizamos a estas personas que pueden 
3er movilizadas o militarizadas unos derechos 
.econocidos en la Constitución y, por tanto, 
?stablecemos dentro del Código una garantía 
Iue no tiene ninguna forma limitativa ni sig- 
iifica en ningún momento una desconfianza 
lacia la Jurisdicción Militar. 

Estos son los dos elementos que encontra- 
nos válidos en nuestra enmienda número 65, 

que el partido del Gobierno debería consi- 
ierar en este momento la posibilidad de ser 
idmitida. 

Finalmente, está la enmienda número 66, 
lue según nuestra versión debería decir: 
(Contra cualquier persona que en virtud de 
a ley sea sometida a la Jurisdicción Militar)). 
t esto basta. Y cuando decimos que en vir- 
.ud de la ley sea sometida a la Jurisdicción 
Víilitar, comprendemos el amplio concepto 



-66%- 

CONGRESO 17 DE JUNIO DE 1980.-NÚM. 99 

de ley, no solamente lo que diga el Código, 
sino lo que puedan decir las leyes especiales 
y los bandos, naturalmente. En este sentido 
me permito recordar -sin que ello sea una 
forma de presión- que conseguimos desper- 
tar la inquietud jurídica de los miembros de 
la Ponencia pertenecientes a la Unión de Cen- 
tro Democrático, que dijeron que era posible 
hacer una enmienda «in vote)) en virtud de la 
cual se retirara la palabra «bandos» - q u e  
despierta una serie de inquietudes de las que 
no es necesario hablar- para convertirla en 
la expresión ((disposiciones especiales)). Esto 
no resolvería el problema pero, por lo me- 
nos, significaría una forma de dulcificar esta 
inquietud. 

Para nosotros, la solución radica en decir 
«contra cualquier persona que en virtud de 
la ley sea sometida a la Jurisdicción Militan), 
y ésta es una aceptación de fondo del proble- 
ma que quiere plantear el artículo 13 en su 
punto número 5, decimos nosotros, pero que 
en virtud de la modificación del artículo es 
el número 4. 

Hablar aquí de bandos y otras situaciones 
y equipararlos a leyes, entendemos que es 
algo que despierta inquietud, vuelvo a decir; 
sin necesidad de explicar los motivos, pensa- 
mos que deberíamos modificar la expresión. 
Si hablamos de «en virtud de la ley», com- 
prendemos exactamente todos, y desde un 
punto de vista ortodoxo, desde un punto de 
vista de asumir plenamente una terminología 
que corresponda a lo que nosotros como ju- 
ristas debemos pretender, debería aceptarse 
también nuestra enmienda número 66. 

El señor PRESIDENTE: En turno en con- 
tra de estas enmiendas y para defensa del 
dictamen, tiene la palabra el seflor García- 
Romanillos. 

El señor GARCIA - ROMANILLOS VAL- 
VERDE : Señor Presidente, sefloras y señores 
Diputados, voy a intentar con brevedad opo- 
nerme a las enmiendas que acaban de ser 
defendidas por distintos Grupos Parlamenta- 
rios. Brevedad que viene impuesta por la 
magnitud del proyecto que se somete a deba- 
te de esta Cámara, por la altura del período 
parlamentario en que nos encontramos y los 
proyectos de ley que aún pesan sobre esta 

Cámara por debatir. Sin que ello signifique, 
en modo alguno, hacer dejación de la más 
correcta oposición a las enmiendas que se 
considere oportuno establecer. 

Sus Señorías conocen que este artículo 13 
es el tercer punto según el cual se establece 
la competencia de la Jurisdicción Militar; esa 
competencia en atención a persona, lugar y 
delito que, nos gustará más o menos, pero 
que es la que tiene el vigente Código de Jus- 
ticia Militar, que sólo estamos modificando 
parcialmente, y mientras no se haga una re- 
forma total hay que mantener esa trocoto- 
mía, palabra que extraña a los compañeros 
parlamentarios socialistas. Sin embargo, no 
les extrañará que a uno le guste hacer USO 
estricto del castellano, y es palabra absolu- 
tamente correcta: tricotomía es cuando una 
competencia se hace en función de tres fac- 
tores. 

Dicho esto, nos encontramos en el artícu- 
lo 13, en que se hace alusión a la persona, 
cuando la competencia de la Jurisdicción Mi- 
litar se hace en relación a la persona. Su pá- 
rrafo primero aludía a que son sometidas a la 
Jurisdicción Militar los militares en servicio 
activo o reserva. 

Este servicio activo produjo una polémica 
en la Comisión y no aduje unos argumentos 
que voy a repetir, y es que hay situaciones de 
servicio activo, cuales son supernumerario en 
destino de carácter militar, supernumerario 
en destino de interés civil, situación de pro- 
cesado, sin reemplazo por herido, en que se 
puede seguir ascendiendo, situaciones en las 
cuales se perciben ciertas remuneraciones, si- 
tuaciones en las cuales se puede vestir uni- 
forme militar, todos motivos por los que en- 
tendemos, Señorías, que conviene incluir a 
militares en servicio activo dentro de la ju- 
risdicción militar. 

En este caso parecería que la diferencia en- 
tre servicio activo y actualidad era una dife- 
rencia un poco sutil, y nosotros atendimos a 
ver cuál era la motivación de esa enmienda 
del Grupo Socialistas de Catalufla, la núme- 
ro 126, en la que querían cambiar «servicio 
activo)) por «situación de actividad), y en 
ella nos decían que existen una serie de si- 
tuaciones de militares en servicio activo, co- 
mo destinos civiles, expectativa de destinos 
civiles, supernumerarios, al servicio de otros 
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Ministerios, etc., en las cueles el miiltar actúa 
y trabaja como civil. 

f o r  supuesto, Señorías, que nosotros es- 
tamos de acuerdo en que cuando el militar 
actúa como civil no esté sometido a la juris- 
dicción militar, y para eso en el articulo 116, 
número 1, decimos que tendrán naturaleza 
común y serán conocidos por la Jurisdicción 
Ordinaria los que cometan en el ejercicio de 
función propia de destino o cargo civil o con 
ocasión de ello. 

!Es decir, la motivación de esta enmienda 
para el Grupo Socialista de Cataluña, que fue 
la que le indujo a presentarla, está perfec- 
tamente subsanada en el artículo 16, que es 
donde se dice que cuando los militares actúen 
o trabajen como civiles, están sometidos a la 
Jurisdicción Ordinaria. 

En el artículo 13, párrafo tercero -en- 
mienda del Grupo Socialista-, se dice que 
se consideran militares a los individuos per- 
tenecientes a Cuerpos, 'Armas, Institutos, 
Centros u Organismos dependientes del Mi- 
nisterio de Defensa. A continuación hay un 
punto y seguido en el que se hace relación 
a que en lo que se refiere a los funciona- 
rios civiles y personal laboral, se estará a 
lo dispuesto en el artículo 6.", 3, al que ya 
tuvimos ocasión de referirnos. 

Indudablemente todos los individuos que 
trabajan al servicio del Ministerio de De- 
fensa o son militares o son civiles. Si son 
militares están incluidos en el término ge- 
nérico de ((militares)), y si son civiles están 
acogidos al número 3 del artículo 6." No hay, 
por tanto, ninguna razón de ser para supri- 
mir la palabra «individuos». 

En relación al fundamento de la enmienda 
número 23 del Grupo Socialista, donde se 
dice que para los efectos de este Código 
no se considerarán dentro del concepto ge- 
nérico de ((militares)) ni al Ministro de la De- 
fensa ni a cualquer otro miembro del Go- 
bierno o cargo político, aunque pertenezca a 
cualquier Arma o Cuerpo de las Fuerzas 
Armadas, tengo que exponer que por supues- 
to, Señorías, estamos de acuerdo, pero para 
ello está el artículo 16, en el que se pro- 
duce el desaforamiento. 

La sistemática del Código de Justicia Mi- 
litar, nos guste más o menos, pero que te- 
nemos que respetar mientras no se haga una 

reforma global, empieza a aforar a las dis- 
tintas personas que están sometidas a la 
jurisdicción militar, pero llega el artículo 16 
y empieza a desaforar a esos militares a los 
que se refiere la enmienda número 23 del 
Grupo Socialista, por cuanto que en este ar- 
ticulo 16 -vuelvo a repetir- se dice que 
«Los militares y demás personas enumeradas 
en los artículos 13 y 14 serán sometidos a los 
Tribunales de la Jurisdicción Ordinario% por 
los delitos que cometan en ejercicio de fun- 
ción propia de destino o cargo civil o con 
ocasión de ellos. 

Señorías, en nuestro criterio está meridia- 
namente claro que siempre que un militar 
actúe tal y como dice el artículo 16 o la en- 
mienda del Grupo Socialista, está sometido 
a la jurisdicci6n ordinaria. 

Otro tanto cabría decir de la enmienda 
transaccional del Grupo Socialistas de Ca- 
taluña a los párrafos cuarto, quinto, sexto y 
séptimo de este artículo 13, en la que como 
antes se decía son militares que están empe- 
zando a serlo, son alumnos de las Academias, 
Oficiales y Suboficiales de Complemento, son 
individuos de otros Cuerpos militarmente or- 
ganizados, etc., y la enmienda pretende dis- 
tinguir entre tiempo de paz y tiempo de gue- 
ma. La duda podría plantearse en tiempo de 
paz. En tiempo de guerra estaríamos todos de 
acuerdo en que estaban sometidos a la Juris- 
dicción Militar. En tiempo de paz dice con- 
cretamente la enmienda transaccional: (v du- 
rante la paz, por delito relacionado con la 
disciplina o el servicio militan). 

Pero, ¿qué dice -repit- Señorías el ar- 
tículo 163 El artículo 16 también dice que 
«los delitos que tengan naturaleza común, 
cometidos por militantes, cuando los hechos 
no afectaren al buen régimen y servicio de 
las Fuerzas Armadas)). Es decir, estos deli- 
tos que cometen estos militares, si afectan al 
buen régimen y servicio de las Fuerzas Ar- 
madas ,serían conocidos por la Jurisdicción 
Militar, pero si no afectan serían conocidos 
por la Jurisdicción Ordinaria que, en defini- 
tiva, es el estricto contenido de la enmien- 
da de Socialistas de Cataluña, en donde al 
aludir a estos oficiales y suboficiales de com- 
plemento, a éstos que están a punto de ser 
militares, se establece, en tiempo de gue- 
rra, Jurisdicción Militar y, en tiempo de paz, 
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por delitos relacionados con la disciplina o el 
servicio militar, que es exactamente lo que 
dice el artículo 16, al que se llegará más ade- 
lante. 

En lo que se refiere a la enmienda comu- 
nista, nuestro motivo de oposición radica en 
que su párrafo primero del número 1 dice que 
para los efectos de este Código se compren- 
derá en el cocepto genérico de ((militares)) 
al Ministro de Defensa, aunque sea de paisa- 
no, y a los individuos pertenecientes a cual- 
quiera de los Cuerpos, Armas, Institutos, Cen- 
tros u Organismos dependientes del Minis- 
terio de Defensa, excluido el personal al ser- 
vicio de la Administración Civil. 

Nosotros entendemos -y así lo hemos in- 
cluido en el dictamen de la Comisión- que 
no estará comprendido en tal conceptuación 
de ((militares)), cuando sean paisanos, el Mi- 
nistro de Defensa y demás altos cargos de 
este Departamento, por esos mismos argu- 
mentos constitucionales que se nos han ex- 
puesto anteriormente, porque entendemos que 
cuando el militar pasa a ocupar un cargo ci- 
vil, aun cuando sea en el Ministerio de De- 
fensa, o el paisano que está en el Ministerio 
de Defensa, no debe estar sometido a la Juris- 
dicción Militar. Es la razón en la que se fun- 
damenta nuestra oposición a la enmienda co- 
munista número 65. 
Y, por Último, el número 4 de este artícu- 

lo 13, enmendado por los comunistas y cuya 
supresión pretenden los socialistas, yo me voy 
a limitar a leerla a Sus Seflorías cómo venía 
en el proyecto de ley del Gobierno y cómo 
está en el dictamen de la Comisibn. Este 
número 4 del artículo 13 del dictamen de la 
Comisibn, que era el 5 del proyecto de ley 
del Gobierno, decía que la Jurisdicción Mili- 
tar conocería (contra cualquier persona que 
leyes o disposiciones especiales declarado que 
haya sido el estado de sitio sometan a la Ju- 
risdicción Militar)). Aquí se ha dicho ((contra 
cualquier persona que leyes o bandos milita- 
res declarado que haya sido el estado de 
sitio sometan a la Jurisdicción Militan). 

Entendemos que es absolutamente proce- 
dente y que, por lo tanto, no cabe la supre- 
sibn de este número, porque la propia Cons- 
titución, en el artículo 117, 5, establece que 
la Jurisdicción Militar conocerá en el ámbi- 
to estrictamente castrense y en los supues- 

tos de estado de sitio; supuestos de estado de 
sitio que son a los que nos estamos refirien- 
do en este número. 

En relación con los bandos militares, en- 
tendemos que es un término acuñado en todo 
el Derecho Militar y que es pedectamente 
aceptable su inclusión en este artículo. 

-Por todo ello, Seflorías, entendemos que en 
la mayor parte de las enmiendas que preten- 
den introducir los socialistas del Congreso y 
de Cataluña, y cuya motivación radica fun- 
damentalmente en que los militares que ocu- 
pen cargos civiles no sean sometidos a la Ju- 
risdicción Ordinaria cuando se apruebe el ar- 
tículo 16, al que más adelante llegaremos, 
está clarísimamente delimitado este desafora- 
miento. 

El señor PRiESEDENTE: Tiene la palabra 
el señor Navarro, en turno de rectificación. 

El señor NAVARRO ESTEVAN: Seflor Pre- 
sidente, con especial brevedad, para decir que 
no podemos entender que en el artículo 13 se 
diga una cosa y en el 16 se diga exactamente 
lo contrario, porque eso no es sistemática al- 
guna; es, sencillamente, una contradicción. 
Una contradicción que rompe por completo 
el principio de congruencia de cualquier orde- 
namiento jurídico. 

Si en el artículo 13 se establece que los 
individuos pertenecientes a cualquiera de los 
Cuerpos, Armas, Institutos, Centros u Orga- 
nismos dependientes del ,Ministerio de Defensa 
se consideran militares, el artículo 16, eviden- 
temente, no considera militares ni al personal 
laboral ni al personal civil. 

De otra parte, nos interesa destacar que 
no se puede entender que se diga en el ar- 
tículo 13 que el Ministro de Defensa, cuando 
sea paisano, es considerado militar, y después 
en el artículo 16 número 1 1  se dice que no 
lo es. Si no lo es, que no se diga que lo es en 
el artículo 13. Eso no es sistemática, eso es 
contradicción, eso es incongruencia. 

De otra parte, dice el señor García-Romani- 
110s que por qué pretendemos suprimir lo de 
((individuos)), manteniendo que son militares 
los que ejerzan su función en ministerios mi- 
litares, etc. Nosotros pretendemos supri- 
mir lo de ((individuos)) porque queremos eli. 
minar cualquier posibilidad de some timien to 
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a la Jurisdicción Militar o de equiparación al 
concepto de militar de los que no sean mili- 
tares. Estamos hablando de quiénes son mili- 
tares, y no, como decía antes, quiénes son 
similares o equiparados a los militares. Desde 
luego, no es la explicación que dice el señor 
García-Romanillos. El dice: Si no son militares 
los individuos que prestan sus servicios en 
los centros, institutos que se detallan, enton- 
ces ya caen, de manera necesaria -porque 
hay que hablar de caer, no de entrar- en lo 
que se dice en la proposición siguiente en puii- 
to y seguido. O sea, el personal laboral y los 
funcionarios civiles. 

Esto, señor García-Romanillos, es una bar- 
baridad, es una aberración, y lo es porque si 
lo anterior se refiere exclusivamente a los 
militares ¿para qué nos sirve la proposición 
incidental de después? Parece muy claro que 
si lo primero se refiere a los militares, son 
los militares, no los individuos que presten 
sus servicios: los militares exclusivainente. Y 
despues, el resto queda al descubierto por la 
proposición final de este mismo párrafo. Pe- 
ro esto es una reiteración; es hacer mal una 
ley, aparte de que el contenido -y ojalá no 
nos arrepintamos todos de estar aprobándolo 
aquí con los votos centristas- es impresen- 
table. Es impresentable solamente en el su- 
puesto que se decía para compensar la mala 
conciencia que crea la aprobación del precep- 
to del artículo 6." número 3, que dice: «Sola- 
mente en el supuesto de que afecte al buen 
régimen o servicio de las Fuerzas Armadas)). 

El buen régimen o servicio de las Fuerzas 
Armadas lo determinan las propias Fuerzas 
Armadas que son juez y parte en el asunto. 
Y el 'buen régimen, ¿qué significa? ¿A#fecta al 
buen régimen de las Fuerzas Armadas una 
huelga del personal laboral de un centro o 
dependencia militar? Cualquier tribunal mili- 
tar podría decir que sí. Entonces, ¿se trata 
ya de un delito militar o de un delito que co- 
rresponde al conocimiento de la Jurisdicción 
Militar? ¿Vamos a meter a las Fuerzas Ar- 
madas en el enjuiciamiento de una huelga 
cuando no reúna los requisitos legales, que 
al no reunirlos, evidentemente, va a afectar 
al buen régimen y servicio de las Fuerzas Ar- 
madas? ¿Es preferible esto? ¿Se actúa así 
en cumplimiento de la Constitución? ;.Queda 
tranquila la conciencia de Sus Señorías por 

introducir a las Fuerzas Armadas en un con- 
flicto de esta naturaleza? 

Hay que seguir preguntando en este senti- 
do, y estoy convencido de que los propios por- 
tavoces centristas tienen una muy tibia con- 
vicción respecto a lo que vienen diciendo. 

De una parte, el señor García-Romanillos 
decía que no se explicaba la enmienda núme- 
ro 23 del Grupo Socialista que postulaba la 
supresión del número 4. Es que, señor Gar- 
cía-Romanillos, la enmienda está retirada; por 
eso no se ha hecho referencia alguna a ella 
en la defensa global de las enmiendas formu- 
ladas al artículo 13 que nos sigue ocupando. 
De otra parte, hay que recordar que la intro- 
ducción del estado de sitio en este número 4 
se debe, precisamente, a la enmienda socia- 
lista. Por eso se retira y por eso el Grupo So- 
cialista, lamentándolo mucho, no puede votar 
en favor de la enmienda de los compañeros 
comunistas a este mismo número, porque sig- 
nifica, en definitiva, una marcha atr5s respec- 
to al actual contenido del proyecto de ley. 

El señor PRESIDENTE: El señor Busquets 
tiene la palabra. 

El señor BUSQUETS BRAGULAT: Señor 
Presidente, señores Diputados, el señor Gar- 
cía-Romanillos ha contestado a dos enmien- 
das de mi Grupo Parlamentario, y brevemen- 
te voy a intentar explicar algo. 

En la primera enmienda, nosotros intentá- 
bamos sustituir el aforamiento de todos los 
militares en servicio activo, incluidos los su- 
pernumerarios, los de destinos civiles, .por 
aquellos militares que diariamente van al 
cuartel o centro militar, que hacen de mili- 
tares, es decir, que están en situacion de ac- 
tividad. Usted me contesta que esto no es 
problema, porque lo que aquí tejemos lo dec- 
tejemos en el 116, como Penélope. 

En el artículo 116 resulta que los delitos 
que se cometan en el ejercicio de cargo civil 
quedan desalforados. Pero, señor García-Ro- 
manillos, es que los delitos que se realizan 
en función del cargo son los mínimos. Ima- 
ginemos un militar cualquiera que está en 
servicio activo, pero en situación de super- 
numerario, va con su coche y tiene un golpe. 
No es lícito hacer pasar esto automáticamen- 
te a Jurisdicción Militar, porque acabamos 
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de aprobar hace un momento el artículo 7.", 
2, con lo cual, y de entrada al menos, las fal- 
tas ordinarias iban a Jurisdicción Militar. Fí- 
jese usted a qué aberración llegamos: un 
militar que no viste nunca el uniforme, que 
no aparece en el cuartel, a lo mejor en aflos, 
que está de supernumerario, que la actividad 
que hace no tiene nada que ver con el Ejér- 
cito, va en su coche, tiene un golpe y, auto- 
máticamente, cuando dice : «soy militara, el 
expediente de accidente de circulación pasa 
al Juzgado militar. ¡Esto no se aguanta! 

Además, el artículo 116 no lo arregla, por- 
que el artículo 116 dice sólo que, si este mi- 
litar, que está supernumerario delinque en 
el ejercicio de su función pública, el asunto 
queda desaforado, pero la mayoría de los 
delitos no son en ejercicio de una función 
pública, sino que son delitos que se cometen 
a lo largo de la vida ordinaria. 

En segundo lugar -y lo ha dicho un poco 
de pasada don Joaquín Navarro-, usted dice, 
sobre la segunda enmienda que yo he defen- 
dido, relativa a los cadetes y alumnos de las 
Academias Militares, civiles movilizados o 
militarizados, etcétera, que el artículo 16 y 
una serie de artículos los desafora, y le vuel- 
vo a decir lo mismo: esta ley parece hecha 
por Penélope. Lo que en el artículo 13 se 
hace, en el 16 se deshace. Esto es incohe- 
rente. Lo lógico es aceptar la enmienda y que 
los artículos tengan todos la misma línea fi- 
los6fica. Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: En turno de recti- 
ficación tiene ,la palabra el seflor García-Ro- 
manillos. 

El señor GARCIA-ROMANILLOS VAL- 
VERDE : Señor ,Presidente, señoras y señores 
Diputados, esta ley que estamos modificando, 
evidentemente no la Rizo IPenélope; se hizo 
el siglo pasado, y estamos haciendo una mo- 
dificación 'parcial. Toda modificación es un 
problema de cuantificación. ¿Por dónde cor- 
tamos? De los 1.017 artículos podíamos ha- 
ber modificado 500 6 600, o podíamos hacer 
un Código de Justicia Militar nuevo, que es 
el interés del Grupo Centrista. 

Quiero decir al representante socialista 
que, en efecto, los artículos 13 y 16 tienen 
distinta entidad, porque, con esa sistemática, 

epito, del siglo pasado, en un artículo se 
ifora y en otro se desafora. 

También quiero decir a Su Sefloría que no 
stamos ante un código laboral que trata de 
huelgas, sino ante un Código de Justicia Mi- 
itar, que trata de delitos y solamente dec-  
ará a delitos, en los supuestos que se dijeron, 
:ometidos por funcionarios civiles. 
Y, por último, parece ser que se ha repro- 

lucido aquí la polémica entre el actko y la 
ictividad. Entonces, yo he querido acudir a 
mas fuentes auténticas, cuales son las Orde- 
ianzas Militares aprobadas por esta Cámara 
:n su anterior legislatura, y en su artícu- 
o 173 dicen: «la situación, detención en jui- 
:io y prisión del militar en activo...)). No se 
iice «en situación de actividad)) ; se dice «en 
ictivo)). Muchas gracias, señor Presidente. 

El seflor PRESIDENTE : Vamos a proceder 
B las votaciones en relacidn con este ar- 
tículo 13. 

Sometemos, en primer lugar, a votación la 
enmienda número 21, del Grupo Parlamenta- 
rio Socialista del Congreso, que propone una 
formulación distinta para este artículo 13. 

Comienza la votación, (Pausa.) 

Efectuada la votacibn, dio el siguiente re- 
sultado: votos emitidos, 289; a favor, 123; 
en contra, 165; abstenciones, una. 

El señor iPRESIDENTE : Queda: rechazada 
la enmienda número 21, del Grupo Parlamen- 
tario Socialista del Congreso respecto del ar- 
tículo 13. 

Votamos seguidamente la enmienda núme- 
ro 65, del Grupo Parlamentario Comunista, 
respecto del número 1 del artículo 13. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente re- 
sultado: votos emitidos, 289; a favor, 21; en 
'contra, 268. 

El señor PRESIDENTE: Queda rechazada 
la enmienda número 65, del Grupo Parlamen- 
tario Comunista, respecto del número 1 del 
artículo 13. 

. Sometemos a votación seguidamente la en- 
mienda número 126, del Grupo Parlamenta- 
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rio Socialistas de Cataluña, respecto del nú- 
mero 1 de este artículo 13. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente re- 
sultado: votos emitidos, 294; a favor, 108; 
en contra, 170; abstenciones, 16. 

El señor PRESIDENTE : Queda rechazada 
la enmienda número 126, del Grupo Parla- 
mentario Socialistas de Cataluña, al núme- 
ro 1 del artículo 13. 

Sometemos a votación seguidamente la en- 
mienda que el Grupo Parlamentario Socíalis- 
ta del Congreso presentó «in voce» en la 
Comisión y que pretende la supresión de las 
palabras ((Centros u Organismos dependien- 
tes del Ministerio de 'Defensa». 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente re- 
sultado: votos emitidas, 292; a favor, 107; 
en contra, 168; abstenciones, 17. 

El señor PRESIDENTE : Queda rechazada 
la mencionada enmienda del Grupo Parlamen- 
tario Socialista del Congreso. 

Votaremos seguidamente la enmienda nú- 
mero 23, también del Grupo Parlamentario 
Socialista del congreso, que propone la adi- 
ción de un párrafo a este número 

Comienza la votación. (Pausa.) 
1. 

Efectuada la votación, dio el siguiente re- 
mita&: votos emitidos, 295; a favor, 107; 
en contra, 172; abstenciones, 17. 

El seflor PRESIDENTE : Queda rechazada 
la enmienda número 23, del Grupo Parla 
mentario Socialista del Congreso. 

Enmienda del Grupo ,Parlamentario Socia- 
listas de Cataluña relativa a los párrafo: 
cuarto, quinto, sexto y séptimo del número 1 
de este mismo artículo. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio ei siguiente re, 
suitado: votos emitidos, 294; a favor, 107 
en contra, 169; abstenciones, 18. 

El sefíor PRESIDENTE: Queda rechazad2 
la enmienda del Grupo Parlamentario Socia 

stas de Cataluña que ha sido objeto de esta 
o t a c i h  
El Grupo Parlamentario Socialista del Con- 

reso ha retirado la enmienda número 22, 
es así, señor Navarro? (Asentimiento.) 
Nos queda por votar la enmienda núme- 

o 66, del Grupo Parlamentario Comunista, 
mn relación con el n ~ m e r o  4 de este artículo. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente re- 
ultado: votos emitidos, 292; a favor, 20; en 
:entra, 272. 

El seflor PRESIDENTE : Queda rechazada 
a enmienda del Grupo Parlamentario Co- 
nunista respecto del número 4 de este ar- 
:ículo 13. 

Sometemos a votación, finalmente, el texto 
iel artículo 13, tal como figura en el dicta- 
nen de la Comisión. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente re- 
sultado: votos emitidos, 296; a favor, 163; 
en contra,' 109; abstenciones, 24. 

El señor PRESIDENTE : Queda aprobado 
el artículo 13 conforme a los términos del 
dictamen de la Comisión. 

Se suspende la sesión por quince minutos. 

Se reanuda la sesión. 

El señor PRESIDENTE: El Grupo Parla- Artlculo 18 
mentario Socialista del Congreso mantiene dei Códlgo 

una enmienda de sustitución al artículo 16, 
que lleva el niimero 26. 

Tiene la palabra, para su defensa, el señor 
Navarro. 

El Señor NtAVARRO ESTEVAN: Señor 
Presidente, señoras y seflores Diputados, se 
ha hablado ya tanto del artículo 16 que da 
la impresión de haberse debatido y de que 
las barbaridades que puedan contener los ar- 
tfculos precedentes vienen paliadas, si no cu- 
biertas en su totalidad, por el articulo 16. 
Veremos que esto no es así. 

La enmienda n6mero 26, del Grupo So- 
cialista, pretende la sustitución de este (largo 
artículo del Código de Justicia Militar vi- 
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gente por un solo precepto que dijera así: 
«Los militares y demás personas enumeradas 
en los artículos 13 y 14, serán sometidos a 
los Tribunales de la Jurisdicción ordinaria 
cuando cometan un hecho delictivo no com- 
prendido en este Código)). 

Se sigue así la sistemática que se inicia 
con la enmienda número 18, al artículo 6.O, 
y se sigue de manera correlativa en los si- 
guientes articulos. 

Sin embargo, el dictamen de la Comisión 
prefiere una enumeración, que pretende ser 
exhaustiva, de supuestos de desaforamiento ; 
y empieza por establecer un principio que va, 
de manera clara, en contra de lo establecido 
en la Constitución. Se vuelve a hablar de que 
los delitos que tengan naturaleza común, co- 
metidos por militares, serán conocidos por la 
Jurisdicción ordinaria cuando los hechos no 
afectaren al buen régimen y servicio de las 
Fuerzas Armadas. Equivale esto a proclamar 
que el principio general es que los delitos co- 
munes cometidos por militares corresponden, 
en su conocimiento, a la Jurisdicción Militar. 
¿IPor qué? Porque es precisamente un 6rga- 
no de la Jurisdicción Militar el que, en todo 
caso, va a decidir si unos hechos considera- 
dos por el propio Código de Justicia Militar 
como delitos comunes afectan o no al buen 
régimen y servicio de las Fuerzas Armadas. 

Nuevamente nos encontramos con que se 
infringe el carácter atrayente, absorbente, de 
la Jurisdicción ordinaria y se dota de este 
carácter a la militar. Porque, se quiera o no, 
lo cierto es que si la Autoridad Judicial Mi- 
litar o el órgano jurídico castrense adecuado 
es el que tiene que decidir qué alfecta, en 
definitiva, al llamado buen régimen y al lla- 
mado servicio de las Fuerzas Armadas, re- 
sulta evidente que sólo aquello que se decida 
que no afecta a estos intereses jurídicos, muy 
ambiguamente expresados, corresponderá al 
conocimiento de la Jurisdicción 'Militar. 

De otra parte, el número 2 realiza el desa- 
foramiento de los delitos de atentado y desa- 
cato a las autoridades no militares. El militar 
que comete cualquiera de estos delitos es SO- 

metido a la Jurisdicción ordinaria. Sin em- 
bargo, es curioso que aun cuando en un nú- 
mero posterior de este mismo artículo se 
subsane parcialmente esta anomalía grave, 
no se incluye en este número el delito de 

desobediencia, al menos grave, a las autorida- 
des no militares. Hay que recordar que en 
este caso no nos encontramos con un Cddigo 
del siglo pasado, como gusta de repetir el 
señor García-Romanillos ; este precepto se 
modifica en virtud de la Ley de 21 de abril 
de 1949, que elimina la desobediencia grave 
a las autoridades no militares como delito 
que, cometido por militares, es objeto del 
conocimiento de la Jurisdicción común. 

¿Por qué se elimina? Se elimina porque se 
habían producido conflictos en aquellos tiem- 
pos que estamos hablando del año 49, entre 
la Policía Judicial, fundamentalmente en ca- 
sos concretos de miembros del Benemérito 
Instituto de la Guardia Civil y la autoridad 
judicial. 

¿Manera de suprimir esos conflictos en la 
teoría jurídica? La peor manera posible: eli- 
minar el delito como correspondiente a la 
esfera de la Jurisdicción ordinaria y producir 
el verdadero desafuero, en un sentido distin- 
to al que estamos utilizando aquí, de que el 
juez no tenía autoridad sobre la Policía Ju- 
dicial. Ocurría al revés. 
De otra parte, y curiosamente, también si- 

guiendo en la obsesión por la permanencia 
del nefasto artículo 194 del  código de Justi- 
cia Militar, en el número 5 se enumeran como 
delitos comunes que, cometidos por militares, 
serán conocidos por la Jurisdicción castrense, 
los de estupro, aborto y abandono de familia. 
¿#Por qué no la violación? Sencillamente por- 
que la interpretación aberrante del precepto 
constitucional por parte del Grupo Centrista 
determina que la violación, i mire usted por 
dónde!, es un delito militar si es cometido 
por militares. 

De otro lado se eximen, se eliminan del 
ámbito de la Jurisdicción castrense los deli- 
tos comunes cometidos durante la deserción, 
con una excepción: salvo que la Jurisdicción 
Militar sea competente por otra razón. ¿Por 
qué otra razón va a ser competente la Ju- 
risdicción Militar en delitos comunes co- 
metidos durante la deserción? No se nos 
alcanza la razón, a no ser que volvamos -y 
igradecemos mucho al señor García-Roma- 
iillos la explicación de qué significa- a la 
'amosa dicotomía competencial. 

Por otro lado, el número 11, que había- 
nos citado con anterioridad en un debate so- 
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bre el alcance del precepto del artículo 13, 
establece que se consideran delitos comunes 
cometidos por militares, y correspondientes 
a la Jurisdicción castrense, las infracciones 
que, no estando comprendidas en el artícu- 
lo 6.", se reserven expresamente por las leyes 
al conocimiento de la Jurisdicción o Tribu- 
nales ordinarios. 

La expresión es muy poco afortunada por- 
que vuelve a reincidir en el caso, en la rea- 
lidad de que la perspectiva de la reforma es 
la de que la Jurisdicción ordinaria no es 
jurisdicción absorbente, no es jurisdicción 
que constituye el fuero no excepcional del 
ciudadano. 

Al final del artículo 11 supongo que no 
habrá inconveniente en corregir la expresión 
«in fines wonlforme a la Ley Orgánica del Po- 
der Judicial y otra norma legal especial», en 
el sentido de poner «U otra norma legal es- 
pecial)). Es una corrección de estilo. 

El número 12 del artículo es particularmen- 
te importante por las razones que antes he 
apuntado. Se refiere a los delitos comunes 
que cometan los miembros de la Guardia Ci- 
vil o de los institutos militarmente organiza- 
dos, como Fuerzas de Seguridad o & Orden 
Público, en los casos en que la ley por que 
se rijan los atribuyan a la Jurisdicción or- 
dinaria. 

Este es el primer supuesto del número 2. 
Una más flagrante contradiccibn con lo que 
viene a ser principio inspirador de la refor- 
ma que se refleja en el preámbulo del proyec- 
to de ley de esta misma reforma, no cabe, 
quizá, considerarlo. Es un supuesto en el que, 
nada más y nada menos, se establece que los 
propios institutos militarmente organizados, 
como Fuerzas de Seguridad o el propio Bene- 
mérito Instituto de la Guardia Civil, tienen 
una legislación que ha de determinar que este 
tipo de deditos se dejan a la jurisdiccih or- 
dinaria. Hay que agradecer, desde esta pers- 
pectiva, la largueza, la longanimidad con que 
puedan proceder las leyes a que hace refe- 
rencia el número 12 de este artículo que esta- 
mos debatiendo. 

Pero lo que realmente es serio es que se 
habla también de que, además de estos delitos 
comunes, aquellos «en los que concurra algu- 
na de las siguientes circunstancias: a) Que el 
hecho se realice con motivo u ocasión de ,las 

funciones de policfa judicial que tengan en- 
comendadas bajo dependencia o al servicio de 
una autoridad civil)). El precepto está mal re- 
dactado, El inciso «bajo dependencia o al ser- 
vicio de una autoridad civil)), evidentemente 
no dice nada, puesto que si actúa como poli- 
cía judicial, actúa como policía al servicio 
de la autoridad judicial ordinaria o común. 

De otra parte, sería de desear que se intro- 
dujera el principio de que no sálo la desobe- 
diencia grave - q u e  está aquí inserta de ma- 
nera evidente- a la autoridad judicial cons- 
tituya delito comíin, sometido como tal a la 
jurisdiccich ordinaria, sino cualquier desobe- 
diencia grave de los militares a la autoridad 
civil establecida. De 10 contrario, podríamos 
llegar al absurdo, a la contradiccibn de que 
una Institución como las Fuerzas Armadas, 
caracterizada POT ese plus de obediencia y 
de disciplina, simn embargo, quedan exentas de 
la obediencia debida al Poder establecido. 
¿Por qué? Porque cuando desobedecen a una 
autoridad no judicial, aunque sea ulna des- 
obediencia grave, es la Jurisdicción Militar 
la que enjuicia. Cuando desobedecen -menos 
mal- a la autoridad judicial, constituyéndo- 
se en verdadera policía judicial, ya esa des- 
obediencia sí  corresponde a la misma auto- 
ridad judicial desobedecida. 
Y Ja letra b) de este mismo número 12 es- 

tablece «que al delito perseguido no sea con 
ocasión de la actuación de dichas fuerzas)) 
(militarmente organizadas) «en un servicio de 
orden público antidisturbios, utilizando el ar- 
mamento de fuego real)). La intervenci6n de 
cualquier fuerza en funciones de orden públi- 
co debe estar sometida a la jurisdicción co- 
mún. Esto parece algo tan claro, tan meridia- 
namente claro, como aparece el tenor literal 
de la Cmstituu6n. No sé en virtud de qué 
maniobra de técnica jurídica parece algo acep- 
table, algo de recibo, el 'hecho de que, cuando 
se actúa en función de orden público, pero 
con armamento de fuego real, ya estamos en 
el campo, si se comete delito con motivo de 
esta actuacibn, de la jurisdicción castrense. 
No se puede uno explicar en absoluto este 
precepto, que puede ser seriamente pertur- 
bador en las relaciones -cuyos conflictos de- 
berían y podrían estar superados- entre la 
Guardia Civil y la autoridad judicial ordi- 
naria. 
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Estamos ante un artículo de una gran im- 
portancia para el objetivo básico de la refor- 
ma. Este artículo, del que algunos portavoces 
centristas hablaban con verdadero embeleso, 
con un sentido importante de la autocompla- 
cencia, resulta que queda muy medroso, muy 
corto, que queda, en su contenido, demasiado 
liviano como para que podamos considerar 
que supera los desmesuramientos que existían 
en los artículos precedentes. El artículo 16 
no arregla, en absoluto, los desmanes ante- 
riores, y cuando realiza estos desaforamien- 
tos enunciados a tftulo de «números clausus», 
está cometiendo, al mismo tiempo, un des- 
afuero. Muchas gracias, señor Presidente. 

El señor VICBPRESIDENTE (Fraile muja- 
de) : Enmienda número 67, del Grupo Pmla- 
mentario Comunista. El señor Solé Barberá 
tiene la palabra. 

El señor SOLE BARBERA: Señor Presiden- 
te, señoras y señores Diputados, llevamos en 
realidad mucho mto discutiendo los graves y 
proiips problemas que representa el artículo 
16 en relación con los artículos anteriores que 
hemos aprobado. No es que nosotros tenga- 
mos ninguna fórmula mágica para superar es- 
tos problemas, pero sí ofrecemos una enmien- 
da a este articulo 16 en que, con lenguaje 
austero, si me permiten, cm un lenguaje cua- 
si castrense, ciframos y reducimos el problema 
a unas pocas líneas. 

Decimos: los militares y demás personas 
enumeradas ten los artículos 13 y 14 serán so- 
metidos a los tribunales de la jurisdicción or- 
dinaria, excepto por la comisión de delitos 
previstos en el artículo 6." y las faltas previs- 
tas en el artículo 7.", ambos de este Código. 
En el artículo 6.", con mediana fortuna por 

parte de nuestras enmiendas, y en el artículo 
7.0 sin ninguna (fortuna por parte de nuestras 
enmiesides, enumerarnos la totaUdad de los de- 
litos que corresponden a la jurisdicci6n mili- 
bar, y los enumeramos en el artículo 6.0, y los 
establecemos igual por razón de la categoría 
del delito, que por la persma después, qiue 
por el lugar. Pero multa  que en estos artícu- 
los, en el 6." y en el 7.", están configurados de 
una manera definitiva, ya definitiva en este 
momento, la totalidad de los delitos y faltas 

de los cuales deber4 entender la jwi6diccióm 
milaitar. Qué solución más clara (ya que ha ha- 
blado mi ilustre amigo el señor Navarro de le 
necesidad de clarificar este Código de Justicia 
Militar) la de decir: todos aquellos delitos 
que no tengan nada que ver con los que he- 
mos enumerado en el artículo 6 . O ,  todas aque- 
llas faltas que no tengan nada que ver con 
las que enumeramos en el artículo 7." de una 
manera concreta y clara, s e r h  de jurisdiccióci 
ordinaria. 
Yo no sé si he conseguido explicarme, creo 

que sí; me pece que esta es una solución 
que, además de clarificar, tiene, viniendo de 
nosotros, um modestísima categoria jurídica, 
por lo menos, de clarificar, y por eso solicita- 
mos el voto a favor de nuestra enmienda. Mu- 
chas gracias. 

El señor VICBPRESIDENTE (Fraile Pouja- 
de): El Gmpo Parlamentario Socialistas de 
Cataluña mantiene a este artículo tres en- 
miendas: 129, 104 y 130. El señor Busquets 
tiene la palabra. 

El señor BUSQUETS BRAGULAT : Gracias, 
señor Presidente. 1Lo que pretenden nuestras 
enmiendas es lo siguiente: En p r h e r  lugar 
hay una enmienda, la 129, al n b e o  1 del ar- 
tículo, en el que se dice que pasarán a la ju- 
risdicción ordinaria los delitos que tengan m- 
turaleza común cometidos por militares, pero 
S610 cuando los hechos no afectaren al buen 
régimen y servicio de las Fuerzas Armadas. 
Nosotros pnetendemos que se quite la coleti- 
lla: c(cmndo los hechos no afectaren al buen 
rédmen y servioio de las Fuerzas Amadas%, 
¿por qué? Lo ha explicado el señor Navarro, 
y voy a ser muy escueto: consideramos que 
no debe ser la autoridad judicial militar la que 
decida lo que se debe hacer con las faltas co- 
munes, con los delitos de naturaleza común, 
sino que debe ser la jurisdh5ón odnada .  

En segundo lugar, porque estos criterios 
((c... no afectaren al buen régimen y servicio 
de las Fuerzas Armadas) son laxos, amplios, 
inseguros, como consecuencia de lo uual pue- 
de ocut.rir perfectamente que cualqulier falta 
o delito de naturaleza común no llegue a la 
jurisdicción ordinaria, puesto que el Ejército, 
que es juez y parte, al menos inicialmente, en 
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estos casos, será quien aprecie si la falta o 
delito afecta o no al buen régimen y servicio 
de les Fuerzas Armadas. 
Y hay quie tener en cuenta que, en geneml, 

en la mentalidad del militar se considera muy 
a menudo que la falba común de un miembro 
de la colectividad afecta al prestigio de las 
Fuerzas Armadas, y la prueba es que aún exis- 
ten los Tribunaies de Honor. (Por razones de 
prestigio colectivo, muchas veces faltas de 
naturaleza común, que para un juez ordlnario 
no afectarían al buen régimen de las Fuerzas 
Armndas, posiblemente queden retenidas por 
la jurisdicción militar. 

La segunda enmienda, que es la 104, hace 
referencia al párrafo segundo, el cual dice que 
dmeben pasar a jurisdicción ordinaria los aten- 
tndos y desiwatos a las autoridades no milita- 
res, aun cuando sean cometidos por militares, 
se entiende. Nos parece insuficiente el pre- 
cepto. 

La proposic~ión nuestra es mucho más de- 
tallista y mucho más extensa, y dice: «Deben 
pasar a la jurisdicción ordinaria el atentado, el 
desacato y la injuria u ofensa, de palabra o 
por escrito, a las autoridades políticas o oivi- 
les, estatales o locales, del Gobierno o del 
Parlamento, incluso cuando tales autoridades 
tengan condición de militar, siempre que para 
ocupar el cargo no sea imprescindible tal con- 
dición~. Y añadimos : «Asimismo, todos los 
delitos o faltas que puedan tener contenido po- 
lítico por razón de alguna de las partes o por 
la materia del delito, deben tambiém pasar I la 
jur~isdicción ordinaria)). ¿Por qué? IPoaque 
consideramos que cuando se trata de un aten- 
tado o desacato contra una autoridad del Es- 
tado, el factor predominante en el delito no 
es el que esta autoridad sea accidentalmente, 
por ejemplo, militar o no; puede haber un mi- 
nistro que sea militar, puede haber un vice- 
presidente del Gobierno que Sea mi,litar, pero 
la falta de atentado o desacato contra eSas 
personalidades es, en alguna forma, una falta 
contra la neción, contra el Estado, que tras- 
ciende a la esencia de lo estrictamente mili- 
tar. No es ,lo mismo insubordinarse con el co- 
ronel del Regimiento que realizar un atenta- 
do o desacato contra qumien forma parte del 
Gobierno, y representa, en alguna manera, a 
toda la poblacibri del Estado. 

Nosotros consideramos que esos delitos lo 
que más sustantivo es su naturaleza política y, 
por tanto, deben sustraerse a la jurisdicción 
militar, para pasarlos a la jurisdicción ordina- 
ria, porque no es bueno, sedores, que los Con- 
sejos de guerra sirvan para resolver temas po- 
líticos. No hacerlo así es una extorsión, esto 
es sacar a los militares de su auténtica fun- 
ción, quemarlos, perjudicarlos e incluso se les 
puede ocasionar algún desprestigio. Posible- 
mente está en la mente de alguno de ustedes 
un Consejo de guerra reciente. Nosotros en- 
tendemos que el intentar secuestrar a algún 
miembro del Gobierno o al Gobierno en pleno 
es un delito extraordinariamente grave, que no 
puede ser homologado a un dielito de insu- 
bordinación o de indisciplina; es un delito 
que ya no es estrictamente militar, sino que 
es m delito que a fech  a toda la seguridad 
del Estado. 

Por esa razbm, nosotros mantenernos la en- 
mienda, que consideramos es buena para la 
consolidación del sistema democrábico, y que 
es buena, fundamentalmente, pam las Fuer- 
zas Armadas, que se ,liberarán así de  unos 
procesos, de  unos Consejos de  guerra, que 
les son auténticamente enojosos a las Fuer- 
zas Armadas como hstitución y a sus pro- 
pios miembros. 

Por último, tenemos Otra enmienda, la 
130, que se refiere al número 12, en el que 
se trata del grado de aforamiento o no afo- 
ramiento dme los miembros de .la Guardia Ci- 
vil y de los Cuerpos organizados militamen- 
te, como Fuerzas de Seguridad o de Orden 
Público. Es nuestro criterio que estos Cuer- 
pos organizados militarmente -como, por 
ejemplo, pueden ser ala 'Policía Nacional y la 
Guardia Civil- son #Cuerpos que tienen que 
tener una estructura interna de tipo militar, 
pero que ejercen una función policial y que, 
por tanto, tienen que tener aforamiento mi- 
litar para lo dntemo, pero estar bajo la juris- 
dicción ordinaria para 'su actividad policial. 

En ese sentido, nosotros decimos en nues- 
tm enmienda que los delitos cometidos por 
estas personas pasen a la jurisdicción oadi- 
naria, excepto cuando se trate de delitos que 
afecten a la estructura interna, delitos o in- 
fracciones cometidos contra la disciplina, o 
delitos de natumleza estrictament'e militar. 
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entendiendo como tales aquellos delitos que 
no están tipifioados en el Código Penal co- 
mún; por ejemplo, como antes decíamos, m a  
deserción, un abandono de centinela, una co- 
bardía, Wc. Estos delitos, evidentemente en 
miembros de Cuerpos y Fuerzas de Sieguri- 
dad del Estado deben ser juzgados por vía 
militar, pero, quitadas esas excepciones (que 
afectan a la prcpia estructura militar que tie- 
nen), todos los demás delitos tienen que pa- 
sar a la jurisdicción ordinaria. Muchas gra- 
cias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Fraile ‘Pouja- 
de) : Enmienda «in voce» a este mismo ar- 
tículo, y al número 12, también del Grupo 
Parlamentario Coalición Democrática. Para 
su defensa tiene la palabra el señor De la 
Vallina. 

El señor DE LA VALLINA VELARDE: Se- 
ñor iPresidente, Señorías, la enmienda que, en 
h’ombre del Grupo lhrlamentario Cmlicibn 
Democrática, defiendo en este turno, aunque 
puede en cierta manera considerarse como 
una enmienda de carácter formal, una en- 
mienda dse técnica jurídica, no dudo en cali- 
fiowla, sin embargo, de importante desde un 
punto de vista sustancial, puesto que en el 
fondo lo que se cuestiona, lo que se debate, 
entne otras cosas, es el carácter militar, el 
carácter castrense de las Fuerzas de la Guar- 
dia Civil y, en consecumcia, su fuero mili- 
tar. 

i ~ 2  enmienda ciertamente no afecta a los 
aspectos sustanciales de la reforma, a la fi- 
nalidad u objetivos de la misma, ni a ,los cri- 
terios básicos que hasta ahora hemos venido 
viendo para delimitar el ámbito de esta juris- 
dicción. Se trata, simplemente, de intentair 
dar una correcta calificación al personal de 
la Guardia Civil, aplicándole los criterios ge- 
nerales que presiden la configumción de esta 
jurisdicción militar. 

IHay que admitir que ala conceptuación del 
Instituto de la Guardia Civil, como un Cuer- 
po militar, no debe ser objeto de modifica- 
ción, como se intenta, al menos en lo que se 
refiere a su «status» a efectos persowles; 
no debe ser objeto de modificación por esta 
vía de la reforma del Código de Justicia Mi- 

litar, máxime cuando, como ya ha sido apun- 
tado reiteradas veces, se trata de una refor- 
ma parcial del mismo. 

En consecuencia, y por entender que este 
artículo 16, en su número 12, viene a alterar 
normas sustantivas configuradoras del oarác- 
tcr castrense de la Guardia Civil, de su fuero 
militar, tal como se establece en sus normas 
privativas desde la ley de creación del Cuer- 
po de 1844, y que han sido reiteradas bajo 
regímenes políticos de distinto signo a tra- 
vés de nuestra historia, y muy recientemen- 
te, entre otras disposiciones, por la Ley de 
la IPolicía, de 4 de diciembre de 1978, apro- 
bada por las Cortes Constituyentes, nos opo- 
nemos a los apartados a) y b) de este nú- 
mero 12, ya que de mantenerse los mismos la 
jurisdicciócl militar práctjcamente desapa- 
recería, desde um punto de vista subjetivo, 
en relación a la Guardia Civil. 

Dicha jurisdicción s610 conoceiría por ra- 
zón de la persona, prescindiendo de los otros 
criterios, por razón del delito o por razón d*e 
lugar, solamente conocería, #*pito, relación 
con la Guardia Civil, de los delitos cuando fue- 
ran con ocasión de un servicio de orden pú- 
blico (antidisturbios) , utilizando el armamen- 
to de fuego real. Es decir, ala jurisdicciún or- 
dinaria sería prácticamente la única competen- 
te, por raz6n de la persona, estableciéndose 
una total diferenciación, una total separación, 
a estos efectos, <entre la Guardia Civil y el 
personal de las Fuerzas Armadas, diferencia- 
ción que ya ha sido destacadla, y que enten- 
demos que no tiene mayor razCn de ser, que 
no time mayor sentido, a estos efectos, entre 
la Guardia Civil y el personal de las Fuerzas 
Armadas. 

En última instancia, si la existencia de esta 
jurisdiccidn castrense se justifica en la nece- 
sidad de un procedimiento rápido, de un pro- 
cedimiento sumario, para mantener la disci- 
plina, ello es tan necesario y aplicablie en el 
caso de la Gulardia Civil y de las Fuerzas de 
Orden Público, en general, como de las Fuer- 
zas Armadas. 

Con nuestra enmienda pretendemos que es- 
ta cuestión quede remitida a lo que dispori- 
gan las leyes privativas, que es lo que dice la 
primera parte del nzimhero 12, suprimidos los 
apartados a) y b), que es lo que se solicita 
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en *la enmienda, y en consecuencia, que la 
Guardia Civil y, en general, los institutos mi- 
litarmente organlizados como fuerzas de se- 
guridad o de orden público se rijan por esas 
nomas privativas, sin que se altere la compe- 
tencia pos esta ley que en estos momentos 
estamos considerando. Por ello decía al prin- 
cipio que se trata de una enmienda de carác- 
ter formal. Se trata de aplicar 010s criterios ge- 
nerales que han quedado establecidos en los 
artículos anteriores con el mismo carácter, con 
el mismo sentido, con el mismo alcance, a la 
Guardia Civil y a las Fuerzas Armadas. NO 
pretendemos, por !la vía de esta reforma par- 
cial del Código de Justicia Militar, que se al- 
tere el «statu quo» existente. Entendemos que 
ello, en el mejor de los casos, deberá efec- 
tuarse por las normas sustantivas re-tes 
a dicho Cuerpo, pero salimos al paso con la 
enmienda del intento de modificar la situación 
actual por esta norma procedimental o, al me- 
nos, de crear - c o m o  ya ha sido apuntado des- 
de otra dimensión, desde otro punto de vis- 
ta- una confusión indebida. 
Y pana nosotros la cuestión es de tal tras- 

cendencia que de ella depende el juicio y la 
valoración que, en su conjunto, nos pueda 
merecer la reforma del Código de Justicia Mi- 
litar, pues no dudamos en defender a estos 
efectos, como ha quedado expuesto, el carác- 
ter militar de la Guardia Civil, que es el a- 
rácter que, históricamente -segtín antes 
quedó apuntado-, en nuestro ordenamiento 
jurídico, ha venido teniendo. 

Por estas razones, solicitamos de Sus Se- 
ñorías el voto favorable a la enmiende. Mu- 
chas gnacias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Fraile Pouja- 
de): Turno en contra de las seis enmiendas 
defendidas. El señor Vega y Escandón tiene la 
palabra. 

El señor VEGA Y ESCANcDON: Señor Pre- 
sidente, Señorías, para defender el texto del 
dictamen y aceg>tar la enmienda «in m e »  de 
Coalición Democrática al nilmero 12 de este 
a*rtículo que comentamos, coincidiendo, ade- 
más, así con la propuesta realizada en la e x  
posición de su disentación por el Diputado se- 
ñor Navarro, al defender las enmiendas del 

;rupo Socialista del Congreso a este mismo 
irtículo, por las siguientes razones. 

Evidentemente, no podemos hacer la sim- 
,lifimi6n solicitada en las enmiendas 26, del 
Zrupo Socialista, y 67 del Grupo Comunista, 
) q u e  realmente venimos sosteniendo -y 
isí ha resultado ya aprobado en artículos en- 
ieriores, especialmente en el artículo 13- 
que el procedimiento militar, en el caso de 
nilitares, se dirige contra toda clase de de- 
litos. Por lo tanto, ya hemos aprobado un ar- 
tículo en el cual se incluye en la jurisdicción 
militar la posible comisión y, por lo tanto, 
el enjuiciamiento y subsiguiente fallo en casos 
de delitos comunes cometidos por militares. 

Evidentemente -sigo diciendo- hay una 
concepcih distinta entre los enmendantes 
íe los Grupos Socialista y Comunista respec- 
to al proyecto y lo que es la Jurisdicción cas- 
trense y, por lo tanto, parece obvio que no 
10s pondremos de acuerdo en este tema. 

También he de rebatir lo que el señor Na- 
varro -indudablemente con todo el afecto 
con que él d.ice las cosas- ha dioho antes de 
que los voceros -utidizando esta palabra an- 
tigua que se empleaba para designar a los ju- 
ristas que hablaban en nombre de otros ante 
los Tribunales- de UCD no hablábamos con 
convicción en los asuntos que estábamos aquí 
defendiendo. 

Evidentemente, hablábamos con toda la 
convicción que el caso requiere; lo que pasa 
es que nuesbra convicción y nuestra opinión 
es daistinta que la de Sus Señorías deil Grupo 
Socialista y no somos tan dogmáticos como 
el Grupo Suciaalista y, por lo tanto, tenemos 
una convicción distinta ante este problema, 
como ante otros muchos. Y tenemos esta con- 
viccibn, y yo particularmente, este vocero que 
habla en este momento f a  tiene distinta, por- 
que después de examinar muchas legislacio- 
nes extranjeras, de pafses donde hay grandes 
juristas de todo tipo y con gran solera, la 
disparidad en el tratamiento de este tema 
en diversos aspectos, no sólo en cuanto a la 
competencia, sino tambih en cuanto se re- 
fiere a todas las cuestiones de recursos, com- 
posición de los Tribunales, etc., es tal, que 
indudablemente cabe siempre la dsuda razona- 
ble de cuál sería el mejor sistema a aplicar 
en cada caso y concretamente en nuestro país 
hoy. 
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Por eso entiendo que esta reforma parcia 
que estamos haciendo del Código de Justicii 
Militar reviste un interés especial, porque, sii 
duda algu-na, de esta discusión y de toda 1; 
que se ha realizado desde el mes de diciem 
bre en que empezó a trabajar la Ponencia, lue 
go la Comisión y ahora aquí el Pleno respec 
to a este proyecto, indudablemente salen una! 
posturas y unos razonamientos que sin dudr 
harán que este nuevo y complejo Código dc 
Justicia Militar llene las necesidades en Is 
forma más conveniente para la situación real 
sociológica, política, etc., de da España df 
hoy, de 1980 y años futuros. 

No podemos aceptar, pues, estas enmien. 
das que reducen el artículo 16 solamente a 
la mención de los delitos previstos en los ar- 
tículos 6.0 y 7.O, porque ello daría lugar a que 
el artículo 13, en el que ya se comprenden 
delitos comunes, indudablemente quedaría en  
vigor porque se le menciona en las enmien- 
das. 

Por lo tanto, el artículo 16 es imprescindi- 
ble en este momento, dada la sistemática y 
la concepción que estamos siguiendo de la 
reforma del Código de Justicia Militar, y por- 
que entendemos, sincera y convincentemente, 
que hay una serie de delitos comunes que los 
contemplan grandes juristas y grandes polí- 
ticos, incluso socialistas, de todo el mundo, 
en el sentido de que debe seguir siendo com- 
petente la Jurisdiccidn Militar para entender 
de los mismos. 

Así, pues, lo que se hace en el artículo 16 
es una enumeración de supuestos de delitos 
concretos de naturaleza común en que la Ju- 
risdjccibn Militar no entenderá, porque serán 
atribuidos a la Jurisdicción Ordinaria. Es el 
supuesto del número 1, que lo hemos des- 
tacado, cambiándolo respecto d d  proyecta 
primitivo que venía en el número 8, precisa- 
mente para darle más realce y alcance a su 
significación, en el cual se establece: <cLos de- 
litos que tengan naturaleza común, cometidos 
por militares, cuando los hechos no afectaren 
al buen régimen y servicio de las Fuerzas Ar- 
madas)). Es decir, que en este caso, el delito 
de naturaleza común pasará, naturalmente, a 
ser juzgado por la Jurisdicción Ordinaria o 
Común, y, «asimismo» -se añade-, «los que 
cometan en el ejercicio de función propia de 

destino o cargo civil o con ocasión de ellos)), 
los militares que estén en esta situacibn. 

Es claro que se establece en realidad un 
solo principio, que tcno afectaren al buen ré- 
gimen y servicio de las Fuerzas Armadas)). 
Se nos dice que esto puede ser impreciso, va- 
go, ambiguo y que quién lo define. A esto yo 
diría, y permftaseme volver al Derecho Com- 
parado, que en Francia, por ejemplo (donde 
no siguen las frases de Napoleón al pie de la 
letra, cuando al parecer dijo aquello de que 
los militares antes que militares eran ciuda- 
danos), también hay supuestos en el Código 
Militar en que los militares pueden resultar 
sometidos a la Ju~isdicción Militar por la co- 
misión de un delito de naturaleza comím. 
Y esto es lo que hacemos simplemente aquí. 
Pero lo que parece latir en las intervenciones 
es una desconfianza -y permítaseme que se 
lo diga con toda honradez y sin que nadie se 
moleste- hacia la Jurisdicción (Militar, quizá 
por hechos pasados, por hechos anteriores o 
por hechos producidos en una situacidn po- 
líticamente muy distinta a la actual, es decir, 
en una situaci6n que no se puede comparar 
en modo alguno a la presente. 

Como además a la Jurisdicción Militar la 
hemos dotado en esta misma reforma, o la 
iramos a dotar en artículos próximos, de una 
nayor tecnificación, con la figura del Juez 
[nstructor Togado imitar y con la figura del 
%cal Jurfdico Milbitar, hasta alhora inexisten- 
.es, como sabemos perfectamente, esta Juris- 
iiccibn estará tan capacitada como cualquier 
)tra para en el caso de aquellos delitos que 
10 tengan incidencia directa en lo que es la 
:oncepción de las Fuerzas Armadas, los im- 
mrtantes fines que tiene que cumplir y los 
:onceptos de servicio, disciplina y, natural- 
nente, comportamiento externo e interno que 
iene que regir a los miembros de las Fuerzas 
irmadas, inhibirse en favor de la Jurisdicción 
lrdinaria en estos casos. 'Pero hay más; po- 
lrfa darse d caso de que la Jurisdicción Or- 
linaria plantee una cuestión de competencia, 
orque también se plantea en el caso que ci- 
aba anteriormente en nuestro vecino pafs, 
'rancia, y, por 110 tanto, puede caber esa po- 
ibilidad. 

En cuanto al resto de las enmiendas, me 
eferiré a la número 104, de Socialistas de 
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Cataluña, que pretende completar el enuncia- 
do simple del número 2, donde dice: «Aten- 
tado y desacato a las autoridades no milita- 
res», por dos razones. En un aspecto, porque 
algunas de las cuestiones que quiere incluir, 
como son las injurias, en este número, viene 
expresamente excluido también en este ar- 
tículo 16 que comentamos, en el número 6, 
cuando dice: «Injuria y calumnia que no cons- 
tituyan delito militar)). 

De manera que ese punto ya está incluido 
en el propio artículo. Pero es que en lo demás, 
evidentemente está claro que con esta simple 
expresión de ((atentado y desacato a las auto- 
ridades no miltiares)) están excluidos todos 
los supuestos que el señor Busquets, enmen- 
dante por Socialistas de Cataluña, pretende 
introducir, y lo están por dos razones. Lo es- 
tán porque aqui se dice; pero, además, por- 
que hay que relacionar, indudablemente, este 
número 2 con lo que se dispone en el núme- 
ro 11 y con lo que se dispone, como antes se 
refería el Diputado señor Navarro, en el ar- 
tículo 102 de la Constituci6n, donde se esta- 
blece de una manera clara y terminante, que 
tanto el Presidente del Gobierno como dos 
Ministros del Gobierno están sometidos o tie- 
nen fuero ante la Sala 11 del Tribunal Supre- 
mo, cosa que también se repite aquí en el 
número 11 de este artículo 16, donde se dice 
que: tcSe entenderá, en todo caso, que corres- 
ponde la competencia a la Jurisdicción Ordi- 
naria para conocer de las infracciones comu- 
nes o tipificadas en este Código, siempre que 
alguno de los presuntos culpables sea militar 
o paisano y por razón del cargo que ostente 
o de la autoridad que ejerza tenga señalado 
fuero personal del Tribunal Supremo, cmfor- 
me a la Ley Orgánica del Poder Judicial u 
otra norma legal especial)), aceptando aquí la 
corrección del señor Navarro, muy oportuna, 
porque no es «y otra normal legal especial)), 
sino «U otra norma legal especial)). 

Está claro que las personas que reúnan las 
condiciones que en la enmienda número 104, 
de Socialistas de Cataluña, se dice, indudable- 
mente ya estáan contenidas en el artfculo 2.0, 
y, por tanto, también en el número 11 y en 
el artículo 102 de la Constitución. <Por lo tan- 
to, es totalmente innecesario introducir esta 
enmienda. Pero además, el artículo 16, para 
aquellos de Sus Señorías que no hayan segui- 

do o visto el dictamen de la Comisión, o el 
proyecto en su momento como quedó, esta- 
blece una serie de desaforamientos de una 
serie de delitos comunes, que son desde Ja faI- 
sificación de moneda hasta los delitos come- 
tidas antes de que el culpable pertmeciense o 
prestase servicios en las Fuerzas Armadas. 
Es decir, enumera una serie de delitos comu- 
nes concretos, tipificados en el Código Penal, 
que, por lo tanto, quedan excluidos, en todo 
caso, de la Jurisdicción 'Militar. Por ello, oreo 
que este artículo introduce una innovacih 
importante, y que debe votarse tal como está. 

En cuanto a la enmienda de Coalición De- 
mocrática sobre el número 12, para excluir 
los apartados a) y b) del mismo, y coincidien- 
do, como decfa antes, con lo razonado por el 
señor Navarro on su exposicih al mismo res- 
pecto, estamos completamente de acuerdo 
con la misma, porque así se sigue la línea es- 
tablecida en el artículo 5.0 de la Ley, 55, de 
4 de diciembre de 1978, que regula, precisa- 
mente, la Jurisdicción en los casos de la Po- 
licía. 

Por lo tanto, el criterio es sostener el dic- 
tamen de la Comisión y aceptar la enmienda 
de Coalición Democrática. Muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Fraile Pouja- 
de): Tiene la palabra el señor Navarro, para 
rectificar. 

El seflor NAVARRO ESTEVAN: Señor Pre- 
sidente, no terminamos de entender la pers- 
pectiva desde la que se habla por parte del 
Grupo Centrista; si comprender razones de 
oportunidad o de conveniencia que puedan 
estar en la base, aunque las ignoramos, de 
esos razonamientos. Porque da la impresión 
de que se nos quiere dar a entender que aho- 
ra basta con esto, y más tarde un nuevo 
Código de Justicia Militar podrá introducir 
algunas de las novedades o innovaciones que 
se proponen en nuestras enmiendas. 

Por eso hablaba de la falta de convicción, 
falta de convicción, evidentemente, porque 
los criterios presionados de la oportunidad 
se anteponen a un criterio de aplicación de 
aquello que considera estricto la propia Cons- 
titución. 

Habla el sefior Vega Escandón de que pa- 
rece palpitar en Ias intervenciones o en las 
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por falta de tiempo, a la enmienda de Coali- 
ción Democrática. 

Nada tiene que ver el sentido de la oportu- 
nidad que habíamos manejado anteriormente 
con el contenido de la enmienda de Coali- 
ción Democrática, porque el artículo que esta- 
mos debatiendo no se refiere para nada, en 
absoluto, a la pérdida presunta, de que ha- 
blaba el señor De la Vallina defendiendo la 
enmienda de su Grupo, del carácter militar 
de la Guardia civil. Seguimos manteniendo 
íntegramente la postura que aquí mantuvo 
mi Grupo, con motivo del debate sobre la 
Ley Orgánica de la Defensa y Organización 
Militar. La Guardia Civil tiene una estructura 
y una organización militar, pero el Grupo So- 
cialista entiende, y las razones históricas evi- 
dentemente aquí no se han explicitado, que 
no es integrante de las Fuerzas Armadas. 

enmiendas socialistas una cierta desconf ianz 
hacia la Jurisdicción Militar. Yo quiero de 
cirle que es, muy por el contrario, lo que est 
ocurriendo; que se está aquí palpando un 
gravísima desconfianza hacia la Jurisdicció 
Ordinaria. Es exactamente al revés. Una gra 
vísima desconfianza también hacia la apli 
cación real, hacia el desarrollo auténtico de 
principio constitucional. Y también se est( 
aquf palpando el hecho de que, por unas razo 
nes de oportunidad mal entendida, se est; 
perdiendo una gran ocasión de dar a las Fuer 
zas Armadas lo que es de las Fuerzas Arma 
das. Porque la cuestión no admite demasiado! 
matices, y no se trata en absoluto de pasai 
del campo de la opinión o del pensamientc 
diferencial, de la llamada dianoesis, al cam 
po del dogma, en absoluto: Se trata de decii 
lo siguiente, y tan claro como esto: un de 
lito común es un delito común. Recuerdo er 
este extremo la vieja anécdota de un tal se. 
ñor Llué, que preguntaba a Smith: ((Smith 
¿qué es un oso?» Y Smith contestaba: «Ur 
OSO siempre es un OSO». Y nada más. Y UI: 
delito común es un delito común. Y como tal 
debe pertenecer en su conocimiento a la Ju- 
risdicción común. 

Por otra parte, no se ha respondido a al- 
gunas puntualizaciones muy concretas de la 
enmienda número 26, del Grupo Parlamen- 
tario Socialista, y quisiera también señor Pre- 
sidente, dedicar unas palabras, aunque sean 
muy pocas, y no por falta de respeto, sino 

El señor VICEPRESIDENTE (Fraile Pouja- 
de): El señor Solé Barberá tiene la palabra 
para rectificaciones. 

El señor SOLE BARBERA : Sefior Presi- 
dentes sefloras Y Señores Diputados, he re- 
nunciado la mayorfa de las veces, a 10 largo 
de esta ascusión, al turno de réplica Y no 
Puedo hacerlo ahora Porque entiendo que en 
las palabras del seííor Vega ha habido una 
afirmación 0 una insinuación (que es peor 
que una afirmación) que yo considero que 
reviste Caracteres de gravedad y que me obli- 
ga a intervenir ahora para salir al paso de la 
mi~ma. 

Si cuando ha dicho que parecía que algu- 
nos de estos Grupos manifestábamos nuestra 
desconfianza hacia la Jurisdicción Militar, ha 

Pero es que la cuestión que se está aqui 
ventilando no es esa. Lo que se está ventilan- 
do aquí es, nada más y nada menos, que si la 
Guardia Civil ejerce funciones de Policía ju- 
dicial, previstas con carácter muy neto en 
la Constitución, como tal Policía judicial, 
cualquier delito de desobediencia grave a la 
Autoridad judicial debe ser enjuiciado por la 
Jurisdicción común, y no se puede en absolu- 
to remitir esto a una ley privativa de la Guar- 
dia Civil, señor De la Vallina, porque es fa 
Constitución, no un mero capricho de la re- 
Forma parcial del Código de Justicia Militar, 
la que ordena proceder así. Quienquiera que 
sea, militar o civil, con estructura militar y 
organización militar, que realice funciones de 
Policía judicial, está, a todos los efectos, si 
iomete actos que impliquen delito de decobe- 
liencia o resistencia grave a la Autoridad ju- 
íicial, sometido al fuero ordinario. Así lo or- 
iena la Constitución. Nada tiene que ver esto 
:on la Historia, porque si tuviera que ver 
:on la Historia, señor De la VaIlina, la His- 
:oria aquí es bien reciente, no hay que ele- 
Iarse a centurias. La Historia nace en el año 
1949, y es en 1949 cuando el Código de Jus- 
.icia Militar es modificado para que la deso- 
Iediencia grave a la autoridad judicial por 
barte de la Policía judicial constituya un de- 
ito enjuiciable por la Jurisdicción Militar. La 
listoria se eleva al año 1949 y, por tanto, 
10 hay raíces tan remotas, ni tampoco existe 
iuende en el artículo en cuestión. 
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sido un desliz a través de la discusión, pase ; 
pero si ello contiene una sugerencia o afir. 
mación, debo rechazarla con toda energía 

Tanto en mis intervenciones ideológica: 
desde el puesto que ocupo, como en las afir. 
maciones políticas de nuestra minoría, hemos 
expresado constantemente nuestra plena con. 
fianza, no solamente en la Jurisdicción Mili- 
tar, sino en la Justicia en general, y la insi- 
nuación del señor Vega es para esta minoría 
absolutamente inaceptable. 

El señor VICEPRESIDENTE (Fraile Pouja- 
de): El señor Busquets tiene la palabra, para 
rectificaciones. 

El señor BUSQUETS BRAGULAT: Señor 
Presidente, señoras y señores Diputados, en 
realidad lo primero que quería decir ha sido 
ya contestado por los Diputados que han ha- 
blado antes respecto a esta frase que se ha 
deslizado relativa a la desconfianza. 

Porque, señor Vega, supongo que usted se 
refiere a una desconfianza objetiva; en cuan- 
to a la desconfianza subjetiva, por supuesto 
yo personalmente y mi Grupo Parlamentario 
la rechazamos también con toda energía y 
afirmamos que tenemos una total confianza 
en todas las Fuerzas Armadas, y especialmen- 
te en aquellos Cuerpos que realizan la no- 
ble Jurisdicción Militar. Pero quiero decir 
que, al margen de las afirmaciones subjeti- 
vas, de lo que se trata es de una confianza o 
desconfianza objetiva, señor Vega, y el pue- 
blo tendrá confianza objetiva si la estructura 
de que disponen los cuerpos jurídicos es una 
estructura buena. Si nosotros hacemos una 
ley buena, si hacemos un Código de Justicia 
Militar bien hecho, en donde se pueda actuar 
con corrección y se logre un buen funciona- 
miento de la Justicia, si ((objetivamente)) exis- 
ten los instrumentos para que haya una con- 
fianza, esta existirá. Pero si, por e¡ contrario, 
nosotros (y está ocurriendo en alguna medi- 
da, a causa de estos artículos que se están 
aprobando) seguimos sometiendo a la Juris- 
dicción Militar cuestiones que no la afectan 
y que la crean problemas, entonces, lógica- 
mente, no estamos facilitando, desde un pun- 
to de vista de condiciones objetivas, una au- 
téntica confianza, sino que, por el contrario, 
los resultados de lo que se esta votando difi- 

cultarán el que esta confianza que todos de- 
seamos se produzca. (EI señor Presidente 
ocupa la Presidencia.) 

Por otra parte, respecto a la enmienda del 
número 2 que usted ha dicho que quedaba 
asumida a través del párrafo 11, yo, al leerlo 
con atención, me he quedado sorprendido, 
señor Vega, porque en él lo que se dice es que 
pasan a la Jurisdicción ordinaria cuando «al- 
guno de los presuntos culpables por razón 
del cargo que ostente o de la autoridad que 
ejerza tenga señalado fuero personal del Tri- 
bunal Supremo». Osea que el párrafo 11 trata 
de autoridades que sean culpables, y yo ha- 
blaba de atentados contra estas autoridades 
que tienen señalado fuero personal por el 
Tribunal Supremo. Hablaba de unos atenta- 
dos contra los miembros del Gobierno, contra 
las autoridades civiles (aunque a título indi- 
vidual sean militares) siempre que para ocu- 
par el cargo no sea imprescindible la condi- 
ción de militar, y le he citado algunos ejem- 
plos que no hace falta reiterar. 

Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: En turno de recti- 
ficación, tiene la palabra el señor De la Va- 
Ilina. 

El señor DE LA VALLINA VELARDE: 
Sracias, señor Presidente, para contestar, por 
Zortesía parlamentaria, al señor Navarro so- 
)re la enmienda defendida por Coalición De- 
nocrática en relación con el apartado 12 de 
?ste artículo 16. 

En esa enmienda no se entraba en discu- 
;ión sobre los criterios sustanciales delimita- 
lores de la jurisdicción castrense, los crite- 
ios de tipo de delitos de la persona o de 
ugar que han quedado establecidos en los 
irtículos anteriores. Era, como decía, una 
:uestión puramente formal, puesto que en- 
endíamos que deberían estar identificados a 
stos efectos, a los efectos del fuero militar, 
a Guardia Civil con las Fuerzas Armadas. 

Independientemente de que sea discutible 
i se comprende o no dentro de las Fuerzas 
irmadas la Guardia Civil, lo que debe ser 
ndiscutible es que la razón y sentido de esta 
urisdicción, que está en ese plus de disci- 
h a  que exigen las Fuerzas Armadas, debe 
plicarse con el mismo sentido, con el mismo 
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alcance, a la Guardia Civil y, en general, a las 
Fuerzas de Orden Público; por ese plus de 
disciplina que ellas también necesitan y que 
es la razón de ser de esta jurisdicción militar. 
Muchas gracias, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: En turno de recti- 
ficación, tiene la palabra el señor Vega. 

El señor VEGA Y ESCANDON: Muy bre- 
vemente, señor Presidente, para dar satisfac- 
ción al señor Solé Barberá y a todos los que 
han intervenido, porque ya advertí en mi in- 
tervención primera que me refería sólo a los 
enmendantes socialistas o a los intervinien- 
tes y no a la enmienda en sí, sino a lo que 
decían. Pero quiero dar esta satisfacción. Yo 
no me ofendo cuando me dicen que tengo 
poca convicción cuando defiendo uno de es- 
tos preceptos. Aparte de eso, lo que he dicho 
tiene un sentido que relacioné inmediatamen- 
te con el recuerdo de situaciones anteriores 
no idénticas o similares a la presente. 

De manera que, si en algo molesta esa fra- 
se mía de que parecía había cierta descon- 
fianza, naturalmente, la retiro, porque no tie- 
ne ninguna importancia para la argumenta- 
ción. 

Lo que sí quisiera decir al seflor Navarro es 
que no desconfiamos de la Jurisdicción Ordi- 
naria. Todo lo contrario; lo que pasa es que 
aquí no estamos reformando la Jurisdicción 
Ordinaria. Este es el problema. 

Por lo tanto, no es un problema de descon- 
fianza con la Jurisdicción Ordinaria, sino un 
problema de regulación de la Jurisdicción cas- 
trense. Muchas gracias. 

El seflor PRESIDENTE: Vamos a proceder 
a las votaciones. Sometemos a votación, en 
primer lugar, la enmienda número 26, del 
Grupo Parlamentario Socialista del Congreso, 
respecto al artículo 16. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente re- 
sultado: votos emitidos, 289; a favor, 126; 
en contra, 151; abstenciones, 12. 

El señor PRESIDENTE : Queda rechazada 
la enmienda número 26, del Grupo Parlamen- 

tario Socialista del Congreso, respecto del ar- 
tículo 16. 

Votamos seguidamente la enmienda núme- 
ro 67, del Grupo Parlamentario Comunista, 
también referida al artículo 16. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente re- 
sultado: votos emitidos, 288; a favor, 122; 
en contra, 156; abstenciones, 1 O. 

El señor PRESIDENTE : Queda rechazada 
la enmienda número 67, del Grupo Parlamen- 
tario Comunista, respecto del artículo 16. 

Enmienda número 129, del Grupo Parla- 
mentario Socialistas de Cataluña, respecto del 
número 1 de este artículo 16. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente re- 
sultado: votos emitidos, 290; a favor, 132; 
en contra, 156; abstenciones, dos. 

El seflor PRESIDENTE : Queda rechazada 
la enmienda número 129, del Grupo Parla- 
mentario Socialistas de Catalufla, respecto 
del número 1 del artículo 16. 

Sometemos a votación seguidamente la en- 
mienda número 104, del mismo Grupo Par- 
lamentario, respecto del número 2 de este 
articulo 16. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente re- 
sultado: votos emitidos, 290; a favor, 132; 
en contra, 156; abstenciones, dos. 

El señor PRESIDENTE : Queda rechazada 
la enmienda número 104, del Grupo Parla- 
mentario Socialistas de Catalufla, respecto 
del número 2 del artículo 16. 

Enmienda número 130 mantenida por el 
mismo Grupo Parlamentario Socialistas de 
Catalufla respecto del número 12 de este ar- 
ticulo. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente re- 
sultado: votos emitidos, 289; a favor, 131; 
en contra, 156; abstenciones, dos. 

El señor PRESIDENTE : Queda rechazada 
la enmienda número 130, del Grupo Parla- 
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mentario Socialistas de Cataluña, respectc 
del número 12 de este artículo 16. 

Enmienda del Grupo Parlamentario Coali- 
ción Democrática también respecto del nú- 
mero 12 del artículo 16. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente re- 
sultado: votos emitidos, 290; a favor, 159; 
en contra, 122; abstenciones, nueve. 

El señor PRESIDENTE : Queda aprobada 
la enmienda del Grupo Parlamentario de Coa- 
lición Democrática respecto del número 12 
del artículo 16. 

Finalmente, vamos a someter a votación 
el texto del artículo 16, tal como figura en el 
dictamen de la Comisión, excepto el núme- 
ro 12, cuyo contenido será el de la enmienda 
aprobada con anterioridad. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente re- 
sultado: votos emitidos, 290; a favor, 164; 
en contra, 124; abstenciones, dos. 

El señor PRESIDENTE : Queda aprobado 
el artículo 16 conforme al dictamen de la 
Comisión, salvo su punto 12, al que dará con- 
tenido la enmienda de Coalición Democrática 
aprobada con anterioridad. 

Para explicación de voto, por el Grupo Par- 
lamentario Socialista, tiene la palabra el se- 
ñor Navarro. 

El seflor NAVARRO ESTEVAN: Señor Pre- 
sidente, no podemos afirmar que nos haya 
producido sorpresa esta modificación súbita 
del criterio del Grupo Centrista en tomo a 
la enmienda de Coalición Democrática, por- 
que parece que estamos ya en el camino en 
que se fragua el nuevo Gobierno estable en 
el que se ha insistido tantas veces desde dis- 
tintos puntos de vista. 

Lo que no podemos comprender en absolu- 
to es que, despues de una larga discusión en 
Ponencia, de una discusión igualmente larga 
en 'Comisión, donde el Grupo Centrista de- 
fendió con vehemencia el dictamen en la Co- 
misión, ahora se modifique este voto, al pa- 
recer bajo la presión de que, posiblemente, el 
Grupo de Coalición Democrática no votarla 

a favor de la reforma parcial en el supuesto 
de que se mantuvieran los términos de los 
párrafos a) y b) del número 12 del artículo 
que venimos debatiendo. 

Es realmente incomprensible que se nie- 
gue una especi~ficación clara de que cuando 
actúa la Guardia Civil, o cualquier otro Ins- 
tituto, sea cual sea su carácter como Po- 
licía Judicial, no está, sin embargo, sujeta a 
la jurisdicción ordinaria, en caso de deso- 
bediencia grave a la autoridad judicial. 

Seguimos viviendo en la filosofía que ins- 
piraba la Ley de 21 de abril de 1949, que 
dio lugar a una resolución tan importante y 
tan grave como la siguiente: «No se aprecia 
desacato a la Autoridad ni se empleó fuer- 
za contra ella, ni se la intimidó gravemente, 
ni se la hizo resistencia grave, ya que en 
todo caso sería constitutivo de un delito de 
desobediencia grave o de simple resistencia, 
por el que no está comprendida en el pre- 
cepto, tanto más cuanto que la Ley de 21 
de abril de 1949, al modificarlo, elimind la 
desobediencia y la resistencia, limitando los 
casos de desafuero al atentado y desacato)). 

(Este precepto, en virtud de la innovación 
de la Ley de 1949, ha sido tremendamente 
conflictivo, y sigue siéndolo, sobre todo en 
la relación entre la jurisdicción ordinaria, en- 
tre la autoridad judicial y miembros de la 
autoridad de la policía judicial, sea cual sea 
su carácter. Es algo absolutamente sin prece- 
dentes en el Dermho Comparado mínimamen- 
te progresivo y moderno. Que el señor Vega 
cite aquí elementos de Derecho Comparado, 
que los oiremos con especial placer. 

Aquí se ha revelado, señor Presidente -al 
final tenía que venir alguna revelación que 
otra- el hecho de que no existe voluntad real 
de cumplir la Constitución, porque es algo 
realmente abracadabrante que se nos afirme 
yue sobra un precepto en el que la Policía 
Judicial no pertenece a la esfera de la juris- 
iicción ordinaria cuando hace objeto de des- 
3bedincia grave a la propia Autoridad ju- 
dicial de la que depende. 

Es algo grave que, constitucionalizada la 
Policía Judicial, ahora, por conservar un pre- 
sunto carácter histbrico-militar de la Guardia 
Zivil, o por afirmarse este principio que no 
íxiste en absoluto en el proyecto de ley, por 
>arte del digno representante de Coalición De- 
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mocrática se elimine el precepto del código. 
Claro que todo tiene su ventaja, o su contra- 
partida, de modo que las cosas aparezcan más 
claras, que la turbiedad de los argumentoe 
de escasa consistencia y convicción se vaya 
disgregando, se vaya difuminando, para dar 
lugar a la luz de la verdadera postura del 
Grupo Centrista en este tema. 

Hay una segunda ventaja: que el apartado 
b) de este mismo número 12 queda también 
eliminado, y al quedar eliminado nos puede 
caber todavía la esperanza de que no se co- 
meta el absurdo que se cometía ahora con la 
redacción de ese apartado b) de que unas 
Fuerzas de Orden Mblico, cuando actúan 
precisamente en la presentación del orden psi- 
blico, se diga que, si cometen actos delic- 
tivos, tienen que ser enjuiciadas por la ju- 
risdicción castrense, también sin precedentes 
en el derecho comparado, 
Yo creo que la claridad no hace dafío a 

nadie, a no ser que entendamos que todo buen 
razonamiento puede ofender. 

Articulo 21 El señor PRESIfDENTE: El Grupo Parla- 
&' - mentario Socialista mantiene una enmienda 

Tiene la palabra para su defensa el señor 
al artículo 21 de supresión de una frase. 

Navarro. 

El señor NAVAjRRO ESTEVAN: Señor Re- 
sidente, señoras y señores Diputados, el op- 
timismo al que viene obIigado como hom- 
bre de izquierdas el señor Solé Barberá, le 
hizo afirmar que la redacción actual del ar- 
tículo 21 suponía una modificación radical 
e importantísima en la de la legalidad ante- 
rior, y es cierto que se experimenta un pro- 
greso en la actual redacción del artículo 21, 
puesto que en los supuestos que contempla, 
supuesto de delincuencia, de co-delincuen- 
cia, de co-autoría, en los que un autor tiene 
la consideración de militar y otro de pai- 
sano, o el supuesto concurso real en los de- 
litos, cuando los delitos puedan ser enjuicia- 
dos por Jurisdicción Militar y por Jurisdicción 
Ordinaria, en cada uno de ellos se establece 
el principio general de la preponderancia de 
la Jurisdicción Ordinaria contra el principio 
general opuesto que se establece en el Có- 
digo de justicia Militar todavía vigente. 

Pero, junto a esta afirmación, junto a este 

ropaje atrayente y progresivo del precepto, 
nos encontramos con un freno inexplicable. El 
freno inexplicable, la limitación absurda, vie- 
ne dada por el hecho de que se exceptúan de 
este principio general los supuestos delictivos 
que afecten a la seguridad del Estado. 

Antes hablábamos de que no podíamos con- 
cebir de ninguna manera que fuera la juris- 
dicción militar la más legitimada, o la única 
legitimada, para salvaguardar la soberanía na- 
cional. Los delitos en los que se encuentra 
involucrada como bien jurídico lesionado la 
soberanía nacional. 

Pero ahora afirmamos que mantener a la 
altura del tiempo en que nos encontramos 
que la seguridad del Estado determina como 
bien jurídico protegible y protegido la nece- 
saria intervención de la jurisdicción militar, 
equivale a tanto como a decir que sigue en 
este aspecto vigente la Ley de Jurisdicciones 
de 1906; creemos que media un gran abismo. 

La seguridad del Estado, señores del Gru- 
po Centrista, está también perfectamente sal- 
vaguardada por la actuación normal de los 
órganos de la jurisdicción ordinaria. La segu- 
ridad interior y exterior del Estado son bie- 
nes jurídicos protegidos en el Código Penal 
Ordinario. La jurisdicción común, la jurisdic- 
ción ordinaria, ha defendido y tiene obliga- 
ción funcional y constitucional de defender 
la seguridad del Estado en tanta medida (con 
todos los respetos) como la jurisdicción cas- 
trense. 

Parece que el precepto nos retrotrae a los 
tiempos en que los delitos contra la Patria 
y contra el honor del Ejército eran cuestión 
exclusivamente militar. Creemos que la vida 
democrática exige, como decía anteriormente, 
una mayor codianza que, por otra parte, la 
deposita la Constitución en la jurisdicción 
ordinaria, en esta jurisdicción. 

No podemos, en absoluto, permtirnos el pe- 
queño Iujo que significa el ropaje vistoso, pro- 
gresivo, radicalmente innovador de la primera 
parte del precepto para, después, establecer 
unas limitaciones que hacen que el precepto 
huela de lejos a un cierto fraude a la rea- 
lidad y a un cierto fraude a la Constitución. 

lDecía el señor Presidente que consiste en 
suprimir una frase. Formalmente es así; pero 
suprimiendo la frase «a la seguridad del Es- 
tado» estamos suprimiendo toda una filoso- 
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fía regresiva respecto al ámbito de-la reforma 
del Código de Justicia Militar. Estamos eli- 
minando cualquier residuo histórico de la des- 
afortunada Ley de Jurisdicciones, y estamos 
determinando, en definitiva aquí, como en las 
demás enmiendas, un cumplimiento estricto 
de la exigencia también estricta de la Cons- 
titución. 

Bien está que la disciplina militar establez- 
ca una excepción al principio general. ¿Por 
qué? Porque es la expresión que da vida a 
la jurisdicción castrense y es precisamente 
esta excepción la que justifica la existencia 
de jurisdicción castrense; pero la seguridad 
del Estado no. La seguridad del Estado no, y 
esa negación se puede formular, incluso, sin 
tener en cuenta precedentes jurisprudenciales 
demasiado inmediatos para que se hayan bo- 
rrado de nuestra memoria y de nuestro en- 
tendimiento jurídico de las cuestiones. 

El señor PRESIDENTE: En turno en contra 
de esta enmienda tiene la palabra el señor 
García Romanillos. 

El señor GARCIA - ROMANILLOS VAL- 
VERDE: Señor Presidente, Señorías, quizá 
fuera bueno, antes de iniciar la oposición a 
esta enmienda, recordar a Sus Señorías la 
misión que el artículo 8.0 de nuestra Cons- 
titución confiere a las Fuerzas Armadas, que 
no es otra que la de garantizar la soberanía e 
independencia de España, defender su inte- 
gridad territorial y el ordenamiento consti- 
tucional. Podríamos decir claramente que la 
misión que le encomienda nuestra Constitu- 
ción a las Fuerzas Armadas es una misión 
de Estado, en su más amplio sentido. 

En el proyecto del Gobierno se decía que 
cuando personas sujetas a distinto fuero eje- 
cuten un sólo hecho definido como delito 
en este Código o en el Código penal, o sea, 
constitutivo de dos o más delitos que deban 
conocer jurisdicción distinta será competente 
la jurisdicción militar cuando sea más grave 
la pena a imponer. 

Entonces a este precepto se presentaron 
una enmienda comunista y otra socialista y 
nos pareció -incluso les pareció a los re- 
presentantes del Grupo Socialista- que la 
enmienda comunista era mucho más progre- 
sista. Por este motivo se aceptó la enmienda 

comunista que era mucho más progresista que 
la enmienda número 27 del Grupo Socialista, 
que venía a decir, prácticamente, lo que de- 
cía el -proyecto del Gobierno que paso a leer 
a Sus SeAorías: d u a n d o  un hecho sea sus- 
ceptible de ser calificado como delito o falta 
con arreglo a preceptos de este código y al 
código penal ordinario, lo será por aquel que 
aplique mayor sanción al delito o falta co- 
metido)). 

¿Qué hacía la enmienda comunista? Produ- 
cía una vía atractiva respecto de la jurisáic- 
ción militar hacia la ordinaria y entendimos 
también los Ponentes centristas que esta en- 
mienda era mucho más progresiva, que con 
esta enmienda se cumplía mucho mejor el 
mandato de la Constitución de reducir la ju- 
risdicción militar al ámbito estrictamente cas- 
trense. 

Quiero decir a Sus Señorías que no es la 
jurisdicción militar la más legitimada para co- 
nacer de los delitos contra la seguridad del 
Estado, pero también hay que decir que está 
legitimada para conocer delitos contra la se- 
guridad del Estado. 

Entonces aquí se produce por parte del 
Diputado socialista una confusión al entender 
que la jurisdiccidn militar conocerá de todos 
aquellos delitos que afecten contra la seguri- 
dad del Estado. No es así, la jurisdicción mi- 
litar, cuando se produzca concurso de delitos 
o concurso de autores, si uno de ellos es mi- 
litar, precisamente por esa misión de Estado 
que le encomienda la Constitución en su ar- 
tículo 8." es por lo que entonces no se pro- 
duce esa atracción hacia la jurisdicción or- 
dinaria y conoce la jurisdicción militar que, 
también, señorías, es competente para cono- 
cer de aquellos delitos que afecten contra la 
seguridad del Estado. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el 
señor Navarro. 

El Señor NAVARRO ESTEVAN: Señor 
Presidente, en términos estrictamente de téc- 
nica jurídica, no podemos comprender la alu- 
sión del señor García-Romanillos al artícu- 
lo 8." de la Constitución; porque confunde, 
de manera lamentable, lo que es la de.fensa 
de la soberanía nacional ante un supuesto ries- 
go de guerra, con lo que es la soberanía espa- 
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ñola como bien jurídico protegido. No es lo 
mismo proteger la soberanía nacional ante 
una actividad delictiva que ante una actividad 
de agresión bélica. Eso parece evidente. 

Respecto a la seguridad del Estado, sabe 
el señor García-Romanillos la acepción que 
de la seguridad del Estado tiene el Código 
Penal vigente: de una parte, seguridad exte- 
rior, con un conjunto de delitos cuyos bienes 
jurídicos son tremendamente plurales, y, por 
otra parte, la seguridad interior del Estado, 
en la que se conjugan tipos delictkos de la 
más variada índole y, en su inmensa mayoría, 
correspondientes normalmente a la órbita de 
los delitos comunes y, por supuesto, de la 
jurisdicción ordinaria. 

Lo que quiero alfirmar aquí es que ni si- 
quiera en este supuesto de concurso real o 
ideal de delito, este supuesto de coautoría 
- q u e  un autor es militar y otro no lo es- 
se puede establecer ese principio, peligrosí- 
simo con remembranzas clarísimas de la Ley 
de Jurisdicciones, de romper el principio de 
la hegemonía, por hablar así, de la jurisdic- 
ción común, para dar paso a la competencia 
de la jurisdicción militar. Es muy peligroso, 
señor García-Romanillos, lo que aquí se dice. 

De otra parte, como se manejan enmiendas, 
evidentemente no nos cabe la menor duda de 
que la enmienda comunista, tal como viene 
aceptada, es mucho más importante que el 
texto del proyecto de ley, tal como venía del 
Gobierno, y estaba mejor elaborada que la 
enmienda socialista. 

Esto resulta evidente ; como resulta mucho 
más evidente todavía, o tan evidente al me- 
nos, que había otra enmienda a este artículo, 
presentada por la Minoría Catalana, la nú- 
mero 281, que literalmente establece lo si- 
guiente : «Cuando personas sujetas a distinto 
fuero ejecuten un solo *hecho definido como 
delito en este Código y en el Código Penal 
o sea constitutivo de dos o más delitos que 
deban conocer jurisdicciones distintas, será 
competente la jurisdicción ordinaria)). 

La enmienda que transaccionalmente e «in 
voce)) presentó el Grupo Socialista era una 
enmienda que afectaba a ese «plus» de disci- 
plina al que aludíamos anteriormente, que da 
vida a la propia institución castrense en el 
plano jurisdiccional. Y, por otra parte, tam- 
bién se eliminaba esa mención a la seguridad 

del Estado, que les aseguro con toda since- 
ridad es altamente perturbadora. Y verán us- 
tedes cómo tiene que desaparecer, si no ahora 
-que parece que no, por el concurso de los 
votos-, sí después, en el Código Penal, en 
el Código de Justicia Militar que se elabore, 
porque tendrá que ser así necesariamente. 

Quería solamente decir que admitimos que 
la disciplina militar determine, en estos casos, 
la prevalencia de la jurisdicción militar, pero 
que el valor ((seguridad del 'Estado)) es un 
valor que corresponde a la esfera de los bie- 
nes jurídicos protegidos de manera sustancial, 
directa y natural por la jurisdicción ordina- 
ria. A esto se le llama ((principio de unidad 
jurisdiccional)), entendido en el sentido estric- 
to, en el sentido limitativo en que lo entiende 
el artículo 117, 5, de la Constitución. 

lPor respetar profundamente ese ((plus)) de 
disciplina y eliminar el valor seguridad del 
Estado de la esfera de la jurisdicción castren- 
se en estos supuestos concretos, queríamos 
imprimir al Código de Justicia Militar no sola- 
mente ese «plus» de disciplina, señor Presi- 
dente, sino también un ((plus de vitola)). 

Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE : Vamos a proceder 
a la votación. 

Votamos, en primer lugar, la enmienda del 
Grupo Parlamentario Socialista del Congreso 
al artículo 21. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente re- 
sultado: votos emitidos, 281; a favor, 108; 
en contra, 166; abstenciones, siete. 

El señor iPRESIDENTE : Queda rechazada 
la enmienda del Grupo Parlamentario Socia- 
lista del Congreso respecto del artículo 21. 

Sometemos a rotación seguidamente el tex- 
to del artículo 21 conforme al dictamen de la 
Comisión. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuccda la votación, dio el siguiente re- 
sultado: votos mitidos, 282; a favor, 170; 
en contra, 109; abstenciones, tres. 

El señor PRESIDENTE : Queda aprobado 
el artículo 21 conforme a los términos del 
dictamen de la Comisión. 
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Artfcub 46 No hay mantenidas enmiendas respecto del 
do' - artículo 46, por lo cual vamos a someterlo a 

votación, según el texto del dictamen de la 
Comisión. 

(Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente re- 
sultado: votos emitidos, 281; a favor, 270; 
en contra, nueve; abstenciones, dos. 

El señor PRESIDENTE : Queda aprobado 
el artículo 46 según los términos que figuran 
en el dictamen de la Comisión. 

El Grupo ,Parlamentario Socialistas de Cata- 
cdd'gO luña mantiene una enmienda al número 13 

del artículo 52. Para su defensa tiene la pa- 
labra el señor Busquets. 

Artltulo 52 

El señor BUSQUETS BRAGULAT: Señor 
Presidente, señoras y señores Diputados, esta 
enmienda que vamos a defender más que un 
contenido político tiene un contenido técnico 
y práctico. 

Paradójicamente lo que vamos a defender 
es el primitivo proyecto de ley que envió el 
Gobierno a la Cámara y que luego fue extra- 
ñamente modificado. 

La enmienda consiste en lo siguiente: el 
artículo 52 enumera una serie de competen- 
cias que tienen las autoridades judiciales mili- 
tares, concretamente los Capitanes Generales 
o Generales Auditores, y cita, entre una de 
esas competencias, la de resolver los proce- 
dimientos previos, así como los expedientes 
judiciales. En ello estamos todos de acuerdo. 

Pero en el párrafo 13 del proyecto de ley 
que mandó el Gobierno se decía a continua- 
ción: ((excepto en los casos en que aparezca 
responsabilidad de un Oficial General, en cuyo 
caso se dará traslado de lo actuado a la 
Junta de Jefes de Estado Mayor, completada 
que sea la instrucción y con el informe que 
sea oportuno)). Es decir, el proyecto de ley del 
Gobierno lo que hacía era que, cuando se abría 
expediente judicial a un miembro de las Fuer- 
zas Armadas de categoría de General, en vez 
de resolverlo en la Capitanía, el expediente 
se mandaba a Madrid para que la Junta de los 
tres Jefes de Estado Mayor, los jefes supe- 
riores de los Ejércitos de Tierra, Marina y 
Aire, fuese la que decidiese cómo se tenía 

lue actuar, sancionando o absolviendo, al Ge- 
ieral de que se tratase. 

Las razones son obvias. Se trata, por una 
)arte, de un afán de objetivizar, de un afán 
de liberar a la autoridad militar, a los Capi- 
tanes Generales y Generales Auditores, de 
.ma situación incómoda que lógicamente se 
les ha de crear si se abre un expediente a un 
üeneral. 

Como saben, en las cabeceras de Capitanía 
General suele haber un número escaso de 
Senerales -diez o doce- que por razón de 
su profesión se ven obligados a convivir cons- 
tantemente. Eso, lógicamente, crea una si- 
tuación de incomodidad a la hora de sancio- 
nar. Posiblemente fue la razón que apreció 
el Gobierno al incluir en el proyecto de ley 
este párrafo (que después ha desaparecido) 
en el que se concretaba que, cuando se trata- 
ce de procedimiento previo o expediente ju- 
dicial abierto a Oficiales Generales, se man- 
dase el expediente al Ministerio para que los 
tres Tenientes Generales de mayor importan- 
cia de los tres Ejércitos resolviesen en una 
forma u otra. 

Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: ¿Turno en contra 
de esta enmienda? (Pausa.) Tiene la palabra 
el señor Vega. 

El señor VEGA Y ESCANDON: Muy bre- 
vemente, señor Presidente, para manifestar 
nuestra posición en contra de la enmienda, 
como ya hicimos en Ponencia y en Comisión, 
por entender que no es conveniente la in- 
troducción que pretende el Grupo enmendan- 
te, y haber sido aprobada en Comisión la 
Disposición adicional segunda la sugestión de 
este precepto que ahora se quiere incluir. 

El señor PRESIDENTE: Vamos a someter 
a votación la enmienda del Grupo Parlamen- 
tario Socialistas de Cataluña respecto del nú- 
mero 13 del artículo 52. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente re- 
sultado: votos emitidos, 278; a favor, 127; 
en contra, 147; abstenciones, cuatro. 

El señor PRESIDENTE : Queda rechazada 
la enmienda del Grupo Parlamentario Socia- 
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listas de Cataluña respecto del número 13 
del artículo 52. 

Sometemos seguidamente a votación el tex- 
to del artículo 52 conforme a los términos del 
dictamen de la Comisión. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente re- 
sultado: VOW emitidos, 279; a favor, 268; 
en contra, ocho; abstenciones, tres. 

El señor PRESIDENTE : Queda aprobado el 
artículo 52 en los términos que figura en el 
dictamen de la Comisión. 

No hay mantenidas enmiendas respecto de 
Art'cuiom 61B los artículos 61, 84, 85 y 86. Los sometemos, 
W U Y W  
¿EI cddigo pues, a votación conjunta. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente re- 
sultado: votos emitidos, 278; a favor, 268; 
en contm, ocho; abstenciones, dos. 

El señor PRESIMNTE: Quedan aprobados 
los artículos 61, 84, 85 y 86, todos dlos en 
los términos en que figuran en el dictamen de 
la Comisión. 

Hay una enmienda del Grupo Parlamentario 
c6dlgo Socialistas de Cataluña al artículo 87. Para 

su defensa, tiene la palabra el seflor Busquets. 

Articulo 87 

El señor BUSQUETS BRAGULAT: Geñor 
Presidente, señoras y señores Diputados, el 
artícu'lo 87 trata de la composición del Con- 
sejo Gupremo de Justicia Militar, y nuestra 
enmienda intenta suprimir de la composición 
del Consejo Supremio de Justicia Militar una 
figura: la del Fiscal Militar, o sea, da del Fis- 
cal que no es Togado, la del Fiscal que no es, 
en principio, Licenciado en Derecho. 

Pretendemos su supresión porque a lo lar- 
go de esta reforma uno de los pasos adelan- 
te que se da es que se suprjmen los Fiscales 
Militares; en lo sucesivo, todos los Fiscdes 
de cualquier unidad, por modesta que sea, se- 
rán Fiscales Togados, serán miembros de los 
Cuerpos Jurídicos de los Ejércitos. 

Resulta realmente contradictorio, en nues- 
tra opinión, que se hayan suprimido los Fis- 
cales Militares a todos los nive'les y que, por 
el contrario, ese tipo que desaparece en el 

Código, de Fiscal IMMblitar, de Fiscal que no es 
Licenciado en Derecho, se mantenga en el 
máximo órgano, se mantenga en el Consejo 
Supremo de Justicia Militar. 

Consideramos que si en algún ,lugar hace 
Falta la competencia técnica en Derecho es, 
precisamente, en los máximos Tribunales y no 
en los mínimos. Resulta realmente contradic- 
torio el cambiar, en esta reforma, el Fiscal de 
un Ccmsejo de Guerra ordinario y, por el con- 
trario, mantener en el Supremoo un Fiscal 
Militar que no es Licenciado en Derecho. Pe- 
ro es que además el artículo 126 del Código 
dice textualmente que en el Consejo Supremo 
intervendrán el Fiscal Militar o el Togado, 
según hayan intervenido en la causa anterior- 
m a t e  un Fiscal Militar o un Fiscal Togado. 
En consecuencia, al desaparecer los Fiscales 
Militares se vacían las competencias de este 
Fiscal Militar del Supremo. ¿Qué va a hacer 
el fiscal militar en el Supremo si no existen 
ya Fiscales Militares a #lo largo de toda la 
jerarquía y s610 actuaba como Fiscal en las 
causas en las que previamente, anteriormen- 
te, en primera instancia, habían actuado los 
Fiscales no Togados? Queda, pues, vaciado 
de competencias, y nos parece, por tanto, un 
cargo inútil. 

Ciertamente, el artículo 127 habla de unas 
competencias concurrentes entre los Fiscales 
Militares y los Fiscales Togados, pero todas 
ellas son de índule legal, y se podrían resu- 
mir en hacer pedir la aplicación de la ley, que 
es una de las competencias típicas de los Fis- 
cales, y que requiere, evidentemente, ser un 
técnico en Derecho, porque quien bien puede 
pedir la aplicación de la ley es quien ha es- 
tudiado la ley, quien conoce la ley, quien es 
un Licenciado en Derecho. 

Se nos dijo, a 1.0 largo de los debates en Po- 
nencia y en Comisión, que estos Fiscales ejer- 
cían otras funciones, como, por ejemplo, la 
de actuar, como Fiscales también, en los ex- 
pedientes de concesión de pensiones para las 
viudas de guerra, para los mutilados, etc. 

Nosotros no vamos a opinar en este mo- 
mento sobre la concesión de esas pensiones; 
esta maflana, en la Comisión de Presupuestos, 
hemos tenido oportunidad de opinar y hemos 
opinado. No vamos a hacer, pues, un juicio 
sobre la forma cómo se conceden; pero lo que 
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sí decimos es que estas pensiones se conce- 
den con arreglo a lo que está estipulado en las 
leyes, y si en la ILey Orgánica del Consejo Su- 
premo se dice que debe actuar un Fiscal, se 
debe entender, en buena lógica, que este Fis- 
cal debe ser también en esos casos un perito 
en Derecho. 

Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: ¿Tutrno en contra 
de esta enmienda? (El seibr Vega y Escwt- 
dbn pide la palabra.) El señor Vega tiene la 
palabra. 

El señor VEGA Y ESCANDON: Muy bre- 
vemente, señor Presidente, para oponernos a 
la enmienda, porque entendemos que el Fiscal 
Militar que sigue existiendo en el Consejo 
Supremo de Justicia Militar no tiene conte- 
nido ni competencia dguna en cuanto a los 
actos de la jurisdicción militar se refiere, es 
decir, a los procesos, actuaciones judiciales, 
intervención en los juicios, etc. Porque en el 
artículo 8.0 del proyecto -no el artículo 8." 
del Código de Justicia Militar que se esta re- 
formando, sino en el artículo 8." del proyecto, 
que viene al final d d  dictamen, como es na- 
tulral -se suprimen los Fiscales Militares en 
todas las escalas de la jurisdicción militar y 
solamente se conservan en el Consejo Supre- 
mo de Justicia Militar. 

Por tanto, el artículo 126, al que se ha re- 
ferido el señor Busquets, queda indudabtie- 
mente en ese aspecto sin contenido alguno, 
porque al no venir ninguna causa en que ha- 
ya intervenido Fiscal Militar, puesto que ya 
no existe d Fiscal Militar, s610 interviene en 
otras funciones, como le consta perfectamentf 
al señor Busquets, no propiamente judiciales, 
sino de tipo gubernativo o de intervención en 
otras actuaciones, tales como secmocimientt 
de pensiones y otras que le están atribuidas 
no por el Código de Justicia Militar, sino pox 
otras leyes militaws competentes. 

Por ello, nos oponemos a esta enmienda 
porque este Fiscal Militar, que no tiene fun. 
ciones como tal Fiscal, sf tiene otras funcio 
nes dentro de la organización militar y, PO 
el momento, no parece oportuna su supre 
sión. 

El señor PRESIDENTE: El señor Busquetc 
para rectificacibn, tiene la palabra. 

El señor BUSQUETS BRAGULAT: Señor 
residente, señoras y señores Diputados, muy 
revenrente, para decir que la explicacih que 
a dado el señor Vega, si me hubiera escu- 
lado con atenoibn, habría oído que ya la he 
ado yo antes. lb todas formas, si se trata 
e un (Fiscal que usted mismo dice que no va 
hacer de Fiscal y no tiene funciones fisca- 
s, ¿por qué este empeño en seguir llamán- 
ole Fiscal y mantenerlo en el Consejo Su- 
remo de Justicia Militar? Si se trata de un 
iecadsmo para la concesión de pensiones, 
ásese a la Direcci6n General.de Acción 50- 
ial y Personal, pero no tiene sentido el man- 
ener esa figura. 

El señor IRRESIDENTE: Vamos a proceder 
la votación. (Pausa.) Votamos, en primer 

ugar, la enmienda del Grupo Parlamentario 
locialistas de Cataluña, respecto del artícu- 
D 87 del Código. 

Comienza la votación. (Pausa.) 
Efectuada la votaci6n, dio el siguiepits re- 

u¿tadO: VOtQS mitidos, 276; votos a favor, 
'25; en contm, 148; abshciorues, tm. 

El señor PRESIDENTE: Queda rechazada 
a enmienda del Grupo Parlamentario Socia- 
istas de Cataluña, respecto del artículo 87 
le1 Código. 

Sometemos a votación seguidamente el 
exto del artículo 87, conforme al dictamen 
le la Comisiún. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente re- 
rultado: votos emitidos, 275; a favor, 169; en 
zontra, 99; abstenciones, siete. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado el 
irtículo 87 en los términos en que figura en 
51 dictamen de la Comisión. 

Parlamentario Socialistas de Cataluña respec- Y 'O1 

to del artículo 89, tiene la palabra el señor 
Busquets. 

Para la defensa de la enmienda del Grupo Apt ídor89 

m w  

El señor BU!3QUETS BRAicsULAT Señor 
Presidente, en realidad esta enmienda queda 
decaída al no haber sido aceptada la anterior, 
lo mismo que la enmienda al artículo 127. 
Deben, pues, considerarse ambas decaídas. 

Muchas gracias. 
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El señor PRESIDENTE: Vamos a someter 
a votación el texto del artículo 89, conforme al 
dictamen de la Comisión. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

EfaotuiaicEce la votación, dio el siguiearta re- 
sultado: m o s  emitidos, 274; a favor, 168; en 
contra, cinco; abstertcioM, 1 01. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado 
el artículo 89 en los términos en que figura en 
el dictamen de la Comisih. 

No hay enmiendas mantenidas respecto del 
artículo 101, por lo cual 10 sometemos a vota- 
ción. 

Comienza aa votación. íPcwaa) 

Efectcaada la votcacibn, dio el siguien& re- 
sultado: votos emitidds, 275; a favor, 271; en 
contra, tres; ubsteptcim, una. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado el 
artículo 101 en los términos en que figura en 
el dictamen de la Comisión. 

Para defensa de la enmienda número 31 del 
código Gnrpo Parlamentario Socialista del Congreso 

proponiendo una modificaci6n en el artícu- 
10 116, tiene la palabra el señor Torres. 

Artículo 116 

El señor TORRES BOURSAULT: Señor 
Presidente, señoras y señores Diputados, nues- 
tra enmienda número 31 al artículo 116 pre- 
tende añadir un último apartado por el que, 
además de las condiciones alternativas y aña- 
dides, a la de Teniente General para ser R e -  
sidente del Consejo Supremo de Justicia Mi- 
litar, se adicione, digo, la de ser licenciado en 
Derecho. 

El mímero 5 del artículo 117, de la Consti- 
tución establece la excepción al principio de 
unidad jurisdiccional, que es ia jurisdicción 
militar para el ámbito estrictamente aastren- 
Se, pero hay M condicionante que es el acuer- 
do con los principios de la Constitución, entre 
los que se encuentra sin ningún lugar a dudas 
el definido en el propio artículo 117, y en el 
24 del derecho al juez natural, y que supone, 
en nuestro Ambito y a partir de la entrada en 
vigor de la Constitución, la profesionalización 
de todos los procesos y la eliminación de la 
intervención de funcionarios no legos en De- 

lecho en el enjuiciamiento de actuaciones que 
kben suponer, según la Constitucion, inter- 
rencih judicial. 

Entendemos que ,la reforma parcial del Có- 
ligo de Justioh Militar recoge esta tendencia, 
iunque no de forma completa, de tal modo 
que se profesionaliza actuación jurisdiccional 
En mayor medida que en el texto anterior, y 
se da intervención a jueces licenciados en De- 
recho. 
,No se nos alcanza que en la cúspide de la 

jurisdicción militar, como es el Consejo Supre- 
mo de Justicia Militar, en el que se ventilan 
recursos que, por razón de la materia y según 
los define el propio Código, son de itintscen- 
dental importancia, la condición de licendado 
en Derecho no sea uno de 110s méritos que pu- 
dieran concurrir, junto con otros de caráoter 
estrictamente castrense o de carhcter políti- 
co, para presidir el Consejo Supremo. 

Entendernos que la posibilidad de que entre 
los méritos que un M i e n t e  General pueda 
aportar a la hora de ser Presidente del Conse- 
jo se encuentre la condición de Licenciado en 
Derecho no es, en modo alguno, inconvenien- 
te, sino que puede facilitar el propio funciona- 
miento del Consejo Supremo. 

No se trata sólo de que el 1President.e ocu- 
pe el rango jerárquico fundamental del Con- 
sejo; no se tmta de que tenga su máxima re- 
presentación. Se trata también de abrir la po- 
sibaidad de que participe m las deliberacio- 
nes del Consejo con conocimiento de causa, 
con conocimiento de los problemas que al 
Consejo se Someten, con capacidad dialéctia 
y no de manera pasiva. 

Entendemos que esta posibilidad que nues- 
tra enmienda introduce redundaría en exclu- 
sivo beneílcio del Consejo Supremo de Justi- 
cia Militar y de los asuntos que a él se so- 
meten. 

El señor PRESIDENTE: ¿Turno en contra 
de la erilmienda? (Pausa.) Sometemos, pues, 
a votacicín, Ua enmiend*a del Grupo Parlamen- 
tario Socialista del Congreso a la letra g) del 
artículo 116. 

Comienza 'la votación. (Pausa) 

Efectuada la votución, dio el siguiente re- 
sultado: votos emitid&, 273; a favor, 130; en 
contra, 141; a b s h i o n a ,  dos. 
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El d o r  PRESIDENTE: Queda rechazada 
la enmienda del Grupo Parlamentario Socialisa 
ta del Congreso, respecto a la letra g) del 
artículo 116. 

El señor Peces-Barba, para explicación de 
voto, por el Grupo Parlamentario Socialista del 
Congreso, tiene la pa!abm. 

El señor PECES-BARBA MARTiNEZ: Se- 
ñor 'Presidente, en nombre de mi Grupo Par- 
lamentario para ratificar que hemos votado 
a favor de la enmienda por las razones que 
don Leopoldo Torres ha planteado. 

iamentamos mucho que, pese 'a ser una en- 
mienda tan razonable, tan beneficiosa para el 
funcionamiento de la justicia militar, que es- 
tablecía unos criterios objetivos y, por consi- 
guiente, nada partidista, no hayamos tenido 
ni siquiera la posibilidad de escuchar las ra- 
zones por las cuales el voto del silencio se ha 
producido en m t m .  No espertíbamos, desde 
luego, una desconsideración así ante una en- 

mienda tan objetiva y tomamos muy buena 
nota de ello. Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE : No hay mantenidas Artiwiw 
enmiendas respecto de los artículos 123, 127, 1:$7,1\7h13yBI 
136, 137, 140 y 141. Sometemos, pues, a vo- 141 ~ O I  c6- 
bción conjuaitfa la totalidad de los artículos 
enunciados. 

digo 

Comienza la votadón. (Pausa) 

Efectu& la votación, dio el siguiente re- 
sultado: votos emitidos, 270; a favor, 261; en 
contra, seis; abstenciones, tres. 

El señor iPRESIDENTE : Quedan aprobados, 
en los términos en que figuran en el dictamen 
de la Comisi6n, los artículos 123, 127, 136, 
137, 140 y 141. 

La sesi6n se reanudará mañana, a las cua- 
tro y media de la tarde. Se levanta la sesión. 

E m  las nueve y tminta y cinco minutos de 
la noche. 
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